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El Incumplimiento de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
limita el ejercicio del derecho de participación ciudadana  y control social 
 
La Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP), es el 
cuerpo legal que reconoce y regula el derecho de acceso a la información pública, el mismo que 
debe ser obligatoriamente garantizado en un Estado democrático como el nuestro, ya que además 
de ser considerado a nivel internacional como un derecho humano fundamental, se lo ha instituido 
como uno de los mecanismos que efectivizan el ejercicio de los derechos de participación 
ciudadana y control social, consagrados en la vigente Constitución. Sin embargo,  a pesar de que la 
LOTAIP lleva  vigente  9 años, la ley no ha alcanzado completamente sus objetivos, ni ha 
garantizado el bien jurídico protegido, registrando un incumplimiento aproximado del 58%, lo que 
ha afectado no solo al derecho de acceso a la información pública, sino que simultáneamente se han 
visto limitados los derechos de participación. Por lo que, el presente trabajo de investigación, 
aborda la importancia de estos derechos, ejercidos por sí solos o en su interacción, y las 
obligaciones que de éstos se derivan; sin dejar a un lado, el análisis de los factores que han 
provocado la problemática y la descripción de principios y elementos esenciales como su real 
reconocimiento, alcance, limitaciones, apelaciones y régimen sancionatorio, todos ellos acogidos 
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The Failure of the Organic Law on Transparency and Access to 






La presente investigación se centra en exponer, en primer lugar, la radical importancia que 
tiene el acceso a la información pública en un gobierno democrático, concebido como un derecho 
humano y fundamental y como una de las herramientas más poderosas con la que cuenta el 
ciudadano para hacer efectivos sus derechos frente al Estado e inclusive para conocer y controlar 
los actos públicos, convirtiéndose el pueblo en el mandante y primer fiscalizador del poder público, 
en ejercicio de sus derechos de participación, tal y como lo manifiesta la vigente Constitución.  
 
En segundo lugar, se analiza la transgresión de los mencionados derechos de participación 
dentro de la gestión pública, debido al alto incumplimiento de la Ley Orgánica de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, LOTAIP, creado por la misma ley al no contar con un articulado 
acorde a las nuevas exigencias y necesidades sociales, perjudicando no solamente al ciudadano en 
relación al ejercicio de sus derechos, sino también a las propias entidades públicas en su 
cumplimiento con las obligaciones establecidas por la ley, es decir que se trata de un tema 
transversal, en la vida cotidiana tanto de funcionarios públicos como de la ciudadanía en general. 
 
Es por ello que el acceso a la información pública, cumple un rol significativo dentro de la 
sociedad, visto desde dos puntos de vista; por un lado, permite al funcionario público cumplir con 
la obligación de  transparentar su gestión, y por el otro posibilita tanto el acceso a todo la 
información generada por el Estado como el ejercicio de los derechos constitucionales de 
participación atribuidos a los ciudadanos.  
 
Tal es la transcendencia del tema, que la defensa y efectiva aplicabilidad de los derechos 
mencionados han sido objeto de convenciones internacionales, y de reformas legales profundas en 
distintos países, no siendo la excepción el Ecuador. 
 
 Inclusive, la Constitución del 2008, rompiendo la división tradicional de las funciones del 
Estado, crea por primera vez la Función de Transparencia y Control Social o quinto poder, que es 
la encargada tanto del control de la gestión pública en todos sus niveles como de la formulación de 
políticas públicas de transparencia, promoción de la participación ciudadana, el control social y la 
lucha contra la corrupción.  
 
 Sin embargo, a pesar de todas las conquistas internacionales, y cambios constitucionales y 
legales, en el ámbito nacional, aún no se han podido plasmar en la sociedad, el legítimo 
cumplimiento de éste derecho, que bien implantado daría como resultado la consolidación de un 
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Estado más transparente y democrático, que si bien no eliminan la corrupción, si fija el camino que 
conduce a su erradicación. 
 
Por lo tanto, el acceso a la información pública, al ser hoy por hoy un derecho olvidado y 
vulnerado, se ha hecho vital el estudio de este problema jurídico social, abordando el tema en 5 
capítulos estructurados de la siguiente manera:  
 
EL CAPÍTULO I contiene el planteamiento del problema sobre “El incumplimiento de la 
Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública limita el ejercicio del derecho 
de participación ciudadana y control social”, del que se desprende su formulación, objetivo general 
y específicos y la respectiva justificación del tema. 
 
EL CAPÍTULO II se aborda el marco teórico, en donde, a través de la fundamentación 
teórica se cuenta con posturas de distintos autores, cada uno defendiendo su ideología acerca del 
tema;  Además, en este mismo capítulo se realiza el recuento de los distintos antecedentes de la 
investigación, como estudios que se han realizado años atrás y los antecedentes históricos que han 
venido dando sentido a este derecho; abordando seguidamente el tema desde una visión legal. 
 
Cabe mencionar que dentro del CAPITULO II, al final de lo mencionado anteriormente, se 
ha agregado el Desarrollo del esquema conceptual, formado por 4 Títulos, el mismo que contempla 
en su Título I , de  la “Transparencia y acceso a la información pública”; en el Título II de la 
“Participación ciudadana y control social” se trata su alcance, definiciones, principios y su estrecho 
vínculo con el derecho de acceso a la información pública; el Título III, acoge un análisis realizado 
sobre el reconocimiento de este derecho en las legislaciones de otros país, posicionando al 
Salvador, México y Brasil como países que contemplan leyes sólidas en cuanto al tema. Y 
finalmente en el Título IV, se analiza la realidad ecuatoriana frente al ejercicio de este derecho. 
 
Dentro del CAPÍTULO III se desarrolla el marco metodológico que se utilizó para la 
elaboración del trabajo de investigación, se describe el tipo de investigación,  los métodos a los 
cuales fue necesario recurrir, y se menciona además las técnicas de investigación aplicadas. 
 
En el CAPÍTULO IV se realiza el análisis e interpretación de resultados de las técnicas de 
la investigación que se hicieron uso, en este caso particular, se analizó la información recabada a 
través de encuestas a los ciudadanos y entrevistas realizadas a expertos en el tema.   
 
Finalmente en el CAPÍTULO V, se elaboró la propuesta de reforma a la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, que tiene como finalidad actualizar la normativa 








1. CAPITULO I. EL PROBLEMA 
Tema 
 
“El Incumplimiento de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
limita el ejercicio del derecho de participación ciudadana  y control social” 
 
“The Failure of the Organic Law on Transparency and Access to Public Information limits the 
right of citizen participation and social control” 
 
1.1 Planteamiento del Problema 
 
La Constitución vigente a partir del 20 de Octubre de 2008, contempla la clasificación de 
una serie de derechos, como los llamados derechos del buen vivir y los de participación, que 
garantizan por un lado el libre acceso a la información pública y por el otro, el ejercicio de la 
participación democrática en relación a la administración de la cosa pública, el control social y la 
rendición de cuentas a la que están sujetas todas las entidades estatales. (LOTAIP, 2004) 
 
 Tal es así que dentro del plan nacional del Buen vivir 2013-2017, se planteó como uno de 
sus retos crear una ciudadanía activa y participativa, manifestando que:  
 
La construcción de una ciudadanía activa, comprometida y deliberante supone 
profundizar la reforma institucional del Estado para que la participación ciudadana 
incida en la gestión pública; requiere, además, generar las condiciones y capacidades 
para promover, sostener y asegurar procesos ciudadanos que promuevan el Buen Vivir. 
(p.38) 
 
Indudablemente que para que una ciudadanía participe legítimamente, se debe crear los 
mecanismos que activen esta intención, siendo uno de éstos el acceso a la información pública, ya 
que la sociedad necesita de un Gobierno que rompa el secretismo y garantice la existencia de 
suficientes fuentes de información, ya que solo así se logrará una verdadera participación en el 




Por otro lado, a nivel internacional en tratados como la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, también se ha acogido el derecho sobre la libertad a la información, y el 
derecho a la participación que tienen los ciudadanos dentro de los asuntos públicos, ambos 
concebidos casi desde la misma óptica en los tratados internacionales mencionados. 
 
Dado dicho contexto, el acceso a la información pública se consagra como un derecho 
primordial y a la vez como un mecanismo para el ejercicio del derecho de participación ciudadana 
y control social, tal y como fue concebido en la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública  divulgada el 18 de Mayo del 2004, en el Registro Oficial No.337, la misma 
que estableció importantes responsabilidades a entidades públicas y privadas financiadas con 
recursos públicos o que por su naturaleza sean de interés público. 
 
Sin lugar a dudas la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, dio 
el inicio a una nueva etapa en el Estado ecuatoriano, sin embargo tras 9 años de estar vigente esta 
ley se registra un alto grado de incumplimiento, quedando esta ley prácticamente en buenas 
intenciones escritas en papel, negando a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos de participación 
y control social. 
 
Este fenómeno se puede atribuir, al momento de su elaboración, ya que se dejó a un lado 
importantes puntos claves que viabilizan su correcta aplicación; esto sumado al hecho de que la 
LOTAIP fue creada y publicada antes de la vigente Constitución, ha generado que la ley requiera 
una urgente reforma, de acuerdo al articulado constitucional y a las nuevas exigencias sociales. 
 
Es por esta razón, que demostrada la importancia del rol que cumple la LOTAIP dentro de la 
materialización del ejercicio del derecho de participación ciudadana y control social garantizados a 
la ciudadanía, es innegable la necesidad de que el país cuente con una ley acorde a las exigencias y 
escenario ecuatoriano actual, a través de la propuesta de un articulado que permitirá su 
actualización fundamentalmente en lo que se refiere a la discrecionalidad otorgada por la ley, en 
cuanto al establecimiento de los funcionarios responsables del cumplimiento de la LOTAIP, la 
unificación de un  procedimiento administrativo interno para todas las instituciones obligadas que 
efectivice la publicación de la totalidad de la información pública y de acuerdo a mismos 
parámetros y finalmente la imposición de verdaderas sanciones a aquellos que incumplen la ley, lo 
que por un lado permitirá el pertinente control del cumplimiento de las obligaciones impuestas a las 
instituciones públicas, por parte de la Defensoría del Pueblo; y por el otro garantiza el óptimo 




Si bien la divulgación de la LOTAIP ha dado un gran paso en el reconocimiento de este 
derecho, de nada sirve si no se garantiza y se exige su cumplimiento.   
1.1.1 Formulación del Problema 
 
¿El incumplimiento de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, limita 
el ejercicio de los derechos de participación ciudadana y control social que han sido garantizados 




1.2.1 Objetivo General 
 
Actualizar la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública a través de una 
reforma legal que garantice el pleno ejercicio tanto del derecho al acceso a la información pública 
como el de participación ciudadana y control social. 
 
1.2.2 Objetivos Específicos 
 
1. Analizar la prominente importancia del derecho de acceso a la información pública, dada 
tanto por normativa internacional como nacional.  
2. Fundamentar que el derecho del libre acceso a la información pública funciona como un 
mecanismo que garantiza el ejercicio del derecho de participación y control social.  
3. Argumentar que el incumplimiento de la LOTAIP, afecta el pleno ejercicio del derecho de 
participación y control social. 
4. Evidenciar que la falta de cumplimiento de las obligaciones establecidas por la LOTAIP se 
deben a los vacíos legales que contiene la misma. 





La importancia del tema de investigación radica en su transversalidad, al ser parte de la vida 
diaria tanto de funcionarios públicos como de los ciudadanos, ambos actores llamados a enfrentar 
los avances estructurales emprendidos en tratados internacionales en los que se reconoce la libertad 
a la información; y en la constitución vigente en la cual se garantiza el libre acceso a la información 
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pública en las diferentes funciones del Estado y en todos sus niveles de gobierno garantizando una 
gestión transparente, eficiente, eficaz, equitativa e incluyente, reparando la confianza ciudadana en 
las entidades públicas. Tal es así su importancia que para el director del Instituto Latinoamericano 
de Investigaciones Sociales,  Hans Ulrich (2004): 
 
En una democracia, el ciudadano debe recibir, toda la información sobre la política del 
Estado y de los demás entes públicos, sin dejar a un lado la obligación de informar 
permanentemente al público en general sobre sus actividades y sus planes, ya que solo 
un ciudadano bien informado tiene la capacidad para participar activamente, con 
criterios basados en conocimientos sobre los asuntos públicos. (p.10) 
 
Es por ello, que innegablemente este derecho está estrictamente vinculado al ejercicio de 
otros derechos constitucionales como el de participación y control social al constituirse como 
mecanismo de ejercicio de los mismos y convirtiéndose a la vez como un medio de transparentar la 
gestión pública, a través de la que se puede “combatir la corrupción y construir una sociedad en la 
que todos los ciudadanos gocen de las mismas oportunidades, según sus conocimientos”. (Ulrich, 
2004, p.11) 
 
Sin embargo, después de estar vigente por 9 años la LOTAIP, no ha cumplido su rol dentro 
del ejercicio del derecho de participación ciudadana y control social dentro del quehacer público, 
ya que según datos recopilados, en el 2004 menos del 10% de las instituciones obligadas a cumplir 
con la LOTAIP lo hacen, el 15% cumplen medianamente con la ley y el 75% no la acata de ningún 
modo
1
,en el 2010, el total de cumplimiento de las obligaciones alcanzadas, según los informes 
receptados por la Defensoría del Pueblo, fue de tan solo el 11,10%, mientras que en el 2011 se 
alcanzó un porcentaje del 15,60%
2
, y finalmente en el 2012 se registró un cumplimiento del 
42,58%; cabe indicar que la Defensoría no cuenta con datos certeros de años anteriores
3
. Además, 
es imprescindible mencionar que muchas de las instituciones públicas han limitado su 
cumplimiento al hecho de asumir que con la creación de una página web que contiene datos 
generales, se ha plasmado la obligación, criterio ineludiblemente equívoco, ya que la 
responsabilidad va aún más allá.  
 
Como se colige de los datos anteriores, lamentablemente el nivel de cumplimiento es bajo, 
hecho que niega el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, siendo éste el derecho 
                                                 
1
Cifras del estudio realizado por la Corporación Latinoamericana de Desarrollo, 2004.  
2
MENA, Paúl. Artículo Diario HOY: Lotaip: solo el 16% la cumple, publicado 2011. 
3
Mecanismo De Seguimiento De La OEA/Implementación De La Convención Interamericana Contra La Corrupción. 
(2007).Informe de avance del Ecuador. 
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específico que forma parte de un esquema mayor de derechos, los de participación ciudadana y 
control social, también vulnerados; inclusive la propia entidad estatal se niega a si mismo su 
derecho y a la vez obligación de transparentar su gestión, “dando como resultado una ciudadanía 
pasiva que no opina, no participa y se acostumbra a no conocer, configurándose un círculo vicioso 
de desinformación”. (Navas, Ávila & Campaña, 2004, p.15). 
 
Este incumplimiento de la LOTAIP, se atribuye a la falta de actualización de la norma y 
vacíos legales que la misma contempla, por lo que, sin lugar a dudas la armonización de la 
LOTAIP con la actual constitución plasmará los ideales del nuevo modelo de Estado que exige una 
gestión transparente y eficiente que llene las expectativas del primer mandante, el ciudadano, lo 
que no solo permitirá ejercer los derechos de participación sino que también se construirá las bases 
de mecanismos de anticorrupción, que finalmente tendrá como beneficiarios a los ciudadanos que 
contaremos con un estado más transparente, un servicio público eficiente y un país con índices 
menores de corrupción. 
 
Indudablemente el Estado se ha preocupado por crear mecanismos que contribuya al 
ejercicio de los derechos de participación ciudadana y control social a través del libre acceso a la 
información pública, sin embargo estos esfuerzos prácticamente se han quedado en un 
cumplimiento que ni si quiera cubre el 50% del territorio nacional, por lo que se concluye que los 
problemas que existen en la actualidad con respecto a su cumplimiento es por su discrecionalidad 
en ciertos temas, débil coercividad y falta de normativa en algunos temas que contempla la ley.  
 
Por lo tanto, la transparencia y acceso a la información pública, debe ser vista no como una 
obligación o responsabilidad impuesta, sino más bien como un vínculo con el ciudadano, como un 
medio de efectivizar su participación y control, y una oportunidad de facilitar el diario que hacer de 
cada una de las instituciones estatales, inclusive si operara bien dicho sistema, se convertiría en una 
herramienta de mejora de la calidad de servicio público y lo más importante es que se lograría 
transparentar la gestión estatal, tal y como lo manifestó la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) en el Preámbulo de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión: 
“garantizando el derecho de acceso a la información en poder del Estado se conseguirá una mayor 




















2. CAPITULO II MARCO TEORICO 
2.1.  Fundamentación teórica 
 
El derecho al acceso a la información pública es un derecho humano fundamental 
reconocido y garantizado tanto por la vigente Constitución como por los tratados internacionales 
celebrados entre los distintos países, concebido éste como un derecho que encierra las acciones de 
buscar, investigar, recibir y difundir opiniones, adquiriendo el acceso a la información pública cada 
vez mayor importancia. 
 
Para Hernández (2010),  el derecho de acceso a la información pública encuentra su 
horizonte cuando se comprende la idea de que toda la información en manos del Estado no es 
propia de éste sino de todos los individuos que desean participar en las decisiones públicas, por lo 
que afirma que la transparencia no sólo encierra el derecho de acceso a la información pública sino 
la obligación que tiene el Estado en publicitar toda aquella información fundamental sin necesidad 
previa de una solicitud.  
 
Fundamentando en la idea mencionada, el acceso a la información pública va obteniendo 
mayor reconocimiento, al punto que cada país han procurado contemplar dentro de sus 
legislaciones,  normativas que regulen el tema, lo que ha reflejado un progreso a nivel 
internacional, aún cuando todavía hay mucho por mejorar;  tal es así que, según datos del Global 
Right to Information Rating
4
, a nivel mundial 97 de 198 países, contemplan en su marco jurídico, 
leyes de transparencia y acceso a la información sobre sus instituciones públicas y gobiernos, y de 
éstos tan solo 23 cuentan con leyes calificadas con más de 100 puntos sobre 150,  por lo que existe 
aún mucho margen de mejora. En Latinoamérica los cinco países con mayor calificación son El 
                                                 
4 Es un ente del Centre for Law and Democracy, fundado en Canadá, que analiza la calidad de las leyes que se refieren a 
transparencia en todo el mundo.  
9 
 
Salvador, México, Nicaragua, Brasil y Panamá, ubicándolo al Ecuador en el puesto 65, con una 




Sin embargo de las calificaciones dadas, según la metodología de la investigación, el mismo 
organismo afirma que:  
 
En algunos casos, países con leyes relativamente laxas, no obstante, pueden ser mucho 
más abiertos gracias a esfuerzos de implementación positivos, mientras que leyes 
relativamente fuertes no pueden garantizar transparencia si no fueron implementadas 
adecuadamente. Independientemente de estos casos aislados, con el tiempo una Ley de 
Acceso a la Información fuerte, puede contribuir en gran medida a lograr una mayor 





Lo que quiere decir que no por tener una ley que abarque y regule temas presuntivamente 
necesarios es una ley que va a cumplir con su objetivo, sino que por el contrario, al no implementar 
medidas que efectivicen el cumplimiento de este derecho, quedará simplemente como una ley en 
papel, hecho que sin lugar a dudas los países deben evitar, ya que el derecho al acceso a la 
información pública se constituye como la punta de acceso a otros derechos de gran importancia. 
 
Como se aprecia, internacionalmente se ha progresado a través del reconocimiento de este 
derecho en las distintas legislaciones, sin embargo no basta con el mero reconocimiento sino con su 
real implementación, porque el acceso a la información pública, además de ser un derecho humano, 
es una “herramienta esencial para combatir la corrupción, hacer realidad el principio de 
transparencia en la gestión pública y mejorar la calidad de nuestras democracias”. (Álvarez, 2007, 
p.6) 
 
Al respecto Bobbio (1984) manifiesta que la democracia surgió bajo la idea de suprimir de la 
sociedad el poder invisible, y dar paso a un gobierno cuyas acciones sean realizadas en público, por 
lo que la importancia de la publicidad de sus actos radica no solo en “permitir al ciudadano conocer 
las acciones de quien detenta el poder y en consecuencia de controlarlos, sino también porque la 
                                                 
5 Datos tomados de la página web de Global Right to Information Rating (Derecho global de la información). Consultado 
en: http://www.rti-rating.org/country_data.php. Fecha de consulta 27 de Marzo de 2014. 
6 Artículo. Journalism in the America. “Ley de Acceso a la Información de Brasil ocupa puesto 14 en ranking 
internacional” 
 Consultado en https://knightcenter.utexas.edu/es/blog/00-11611-ley-de-acceso-la-informacion-de-brasil-ocupa-puesto-
14-en-ranking-internacional. Fecha de consulta 28 de Marzo de 2014. 
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publicidad es en sí misma una forma de control, es un expediente que permite distinguir lo que es 
lícito de lo que es ilícito” (p. 23) 
 
 Es por ello la estrecha relación que mantiene el acceso a la información pública y la 
democracia,  ya que el derecho de acceder libremente a la información, hace que los actos de los 
administradores del Estado se tornen públicos, y sus decisiones estén sujetas a fiscalización social; 
fortaleciéndose de este modo la democracia a través de la participación ciudadana y control social, 
derechos de los que goza el ciudadano en un Estado democrático como el nuestro y más aún 
cuando la actual Constitución atribuye al ciudadano tan amplia facultad de participación en cuanto 





 Por lo tanto, considerando el real alcance del derecho al acceso a la información pública, se 
establece que es la base que permite la construcción de una sociedad en la cual sea posible  
transparentar la gestión púbica, luchar contra la corrupción y fortalecer la democracia a través del 
efectivo ejercicio de los derechos de participación ciudadana y control social, es decir que todo 
parte del más humano derecho del acceso a la información pública.  
 
2.1.1.  Antecedentes de estudio 
 
2.1.1.1. Antecedentes Investigativos  
 
El acceso a la información pública ha sido tema de intensos debates y estudios tanto por 
autores y organizaciones internacionales como nacionales, ya que el mismo ha adquirido notable 
importancia dentro del progreso de las naciones, no solo como derecho humano fundamental sino 
como uno de los mecanismos o estrategias para conseguir Estados más transparentes y 
democráticos,  ya que el derecho a la información posibilita al ciudadano contar con una gama de 
conocimientos de la realidad en la que vive y enfrentar con responsabilidad su derecho y deber de 
participar activamente en la sociedad.  
 
Entre uno de las investigaciones que se hace necesario mencionar, es el estudio especial 
sobre el derecho de acceso a la información realizado por la Organización de los Estados 
Americanos en el 2007, a través de la Relatoría especial para la libertada de expresión, por ser un 
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documento completo que abarca los temas necesarios para el legítimo ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública. 
 
El estudio en su primera parte menciona todos los esfuerzos que se han realizado para el 
formal reconocimiento internacional de este derecho en los 5 continentes mundiales; seguidamente 
analiza los factores que deben existir dentro del régimen de acceso a la información pública, tales 
como el reconocimiento interno en la legislación de cada Estado,  del acceso a la información 
pública como derecho humano fundamental, el establecimiento de quienes son los obligados a 
suministrar dicha información, la mención de los principios que rigen este derecho y la obligación 
de poner a disposición de la ciudadanía información pública de oficio. 
 
 Otro de los temas tratados es la obligación que tiene el Estado de adoptar normas y 
prácticas que garanticen el derecho de acceso a la información y la supresión de normas y prácticas 
que impliquen violación o vulneración de este derecho; además se reconoce y establece la relación 
que existe entre el derecho de acceso a la información en poder del Estado y el derecho a la 
participación política consagrada en la Convención Americana. 
 
 En su tercera parte analiza el sistema de restricciones al cual está sujeto el ejercicio de este 
derecho, afirmando que debe estar estrictamente establecido por la ley y de manera motivada, 
debiendo ser ésta limitación de tipo temporal.  
 
 Se menciona también a lo largo del estudio a la sentencia dada en el caso Claude Reyes y 
otros en contra del Estado chileno, por constituir jurisprudencia internacional en el presente tema, 
ya que fue a través de esta sentencia que por primera vez dentro de un tribunal internacional, se 
reconoce al acceso a la información pública como un derecho humano fundamental.  
 
 Finalmente, la relatoría llega a la conclusión que al ser el acceso a la información pública 
un derecho humano fundamental, los Estados miembros están en la obligación de adoptar las 
medidas necesarias que posibiliten el ejercicio de este derecho, ya que si bien es cierto que la 
mayoría de los Estados han previsto contar con una ley que garantice este derecho, aún queda 
mucho por hacer, sobre todo en cuanto a la voluntad política de mejorar sus legislaciones y la 
entrega de recursos necesarios para la implementación plena de este derecho que aporta a la 
consolidación de la democracia en la región.  
 
Otra investigación de connotada importancia es el realizado en Febrero de 2010, 
presentado en la Universidad Carlos III de Madrid, Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de 
las Casas”, como tesis doctoral “El acceso a la información pública, evolución y consolidación de 
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un derecho fundamental de nueva generación”, presentado por Alfonso Hernández Godinez, como 
requisito previo para la obtención del Doctorado en Estudios Avanzados en Derechos Humanos.  
 
El estudio se centra principalmente en su primera parte,  en dar a conocer  las definiciones 
y los principios  que deberían regir el acceso a la información pública, contemplando como los más 
importantes al principio de publicidad, de transparencia y de participación, subrayando el autor que 
la transparencia es un elemento esencial de la democracia, ya que pueden existir un sin número de 
definiciones, pero ninguna puede separar de sus conceptualizaciones a la visibilidad o transparencia 
del poder público, ya que cuando un ciudadano se encuentra en ejercicio del poder público, es 
deber y obligación de éste sacar a la luz pública su gestión, resultado de lo cual se mostrará a la 
ciudadanía una acción digna de elogiar o una acción que se puede convertir en un escándalo 
público.  
 
Tomando como ejemplo el caso Mexicano, realiza un análisis sobre el reconocimiento 
como derecho fundamental hecho por México en su constitución en 1977, siendo consumado el año 
2000, en donde un grupo de activistas luchan por el reconocimiento de este derecho, para que 
finalmente en el 2002 se publique la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, donde se rescata la importancia que México le ha dado a este derecho a tal 
punto de establecer constitucionalmente que la información en manos del estado está sujeta al 
principio de máxima publicidad.  
 
Además en capítulos posteriores de la misma investigación, el autor hace mención de los 
principios que rigen el acceso a la información pública particularmente en la Unión Europea, para 
seguidamente pasar al análisis de artículos de la Constitución española que viabiliza el acceso a la 
información pública, y sobre la urgente necesidad de que este tema sea plasmado en la parte 
dogmática de su constitución como un derecho fundamental, desarrollándolo a través de una propia 
ley de acceso a la información pública;  
 
En conclusión, a pesar de que España era la excepción en contar con una ley de 
transparencia y acceso a la información pública de la Unión Europea, el 28 de noviembre de 2012 
es al fin aprobada,  tras las reivindicaciones sociales que exigían la existencia de una ley que regule 
este derecho, siendo esta ley dotada de un carácter fuerte ya que en la normativa contempla 
principios dados por la unión europea, produciéndose como efecto la obtención  una ley clara, con 
un régimen sancionatorio energético y completo, tales como destituciones de cargo y suspensión 
para ocupar determinados cargos públicos por un periodo de entre 5 a 10 años y en algunos casos 
penas de prisión, otros temas novedosos contemplados es la creación de un Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno que será el encargado del control de cumplimiento de la ley y la 
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resolución de los reclamos impuestos por la ciudadanía cuando se les niegue la información; y la 




Para concluir es imprescindible hacer mención a una de las Instituciones con las que cuenta 
el Ecuador que está pendiente del desarrollo de temas relacionados al fortalecimiento de la 
democracia en el país, tales como el acceso a la información pública, la participación ciudadana y 
control social, concebidos como términos que van de la mano. Una de sus obras es la realizada por 
Verónica Cañas y Janeth Yépez, sobre “La participación ciudadana y Control Social”, en donde en 
primera instancia define que es la democracia y estado junto a la división tradicional de poderes. 
 
En segundo lugar, aborda el tema de la participación ciudadana en la nueva Constitución 
del 2008, su tránsito de condición de ciudadano a actor social y político y su papel protagónico en 
la construcción del Buen Vivir y su participación en el control social de la gestión pública. 
 
Resalta además la creación de la Función de Transparencia y Control Social y su Consejo, 
y sus respectivas funciones, finalmente establece que entre uno de los mecanismos más acertados 
para ejercer el derecho de participación y control social es el libre acceso a la información pública.  
 
2.1.1.2. Antecedentes históricos  
 
El libre acceso a la información tiene sus antecedentes más remotos en Suecia, en el año 
1766, en donde se estableció un mecanismo de acceso al ciudadano a los documentos del gobierno; 
cabe indicar que este país fue el primero en aprobar una ley de acceso a la información pública a 
nivel mundial, y, en los Estados Unidos de Norteamérica, donde activistas por los derechos civiles 
y pacifistas contra la guerra de Vietnam demandaban se revele información sobre estos temas, en 
los años sesenta, lo que desembocaría en 1966 en la expedición del Acta de Libertad de 




Si bien es cierto que estos acontecimientos marcaron en la historia, relativamente la 
pretensión de hacer efectivo el acceso a la información en manos del Estado, autores como Kant 
(1795) ya plasmaban en sus libros ideales concernientes al acceso a la información pública, tal es 
                                                 
8
 Datos tomados de la Revista 20minutos.ec. y pueden ser consultados en la página Web: 
http://www.20minutos.es/noticia/1346036/0/ley-transparencia/obliga-gobierno/informar-destino-impuestos/. Fecha de 
consulta 04 de Marzo de 2014. 
9  Ibidem. 
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así que el mencionado autor manifestó que “son injustas todas las acciones que se refieren al 
derecho de otros hombres cuyos principios no soportan ser publicados” (p.61), a lo que han existido 
diversas interpretaciones;  siendo una de las más utilizadas la expuesta por Rodríguez (2008) quien 
aduce que: 
 
Para Kant, la manera más segura de saber si son justas o injustas una intención política, 
una ley o una decisión de un gobernante es sacándolas del secreto y poniéndolas a la 
vista de la opinión pública. Sólo discutiendo abiertamente acerca de la naturaleza de 
estas acciones políticas, sólo dando razones frente a un público capaz de evaluar, dudar, 
discutir, criticar y proponer, es que se construye un argumento genuinamente público y 
se prueba la validez de lo propuesto.(p.39) 
 
Indudablemente que esta interpretación es precisa, al constituirse la publicidad de un acto 
en un medio de conocimiento, difusión y discusión del mismo, que dará como resultado el libre 
acceso a la información que se ha producido por consecuencia de tal acto, lo que permite 
transparentar no solo las decisiones o acciones del Estado, sino también su gestión, beneficiando 
tanto al ciudadano, en el ejercicio de sus derechos, como al Estado en el ejercicio de sus 
obligaciones.  
 
Otro de los autores que vale la pena mencionar es Stuart John (1995), quien acerca de la 
publicidad de los actos gubernamentales afirmó que un gobierno puede merecer el calificativo de 
ser bueno, cuando desarrolla en sus funcionarios en el ejercicio de sus atribuciones, cualidades 
morales e intelectuales, que les permita frenar la corrupción, siendo uno de los mecanismos de 
combate de la corrupción, la publicidad, ya que la misma:  
 
No es obstáculo al mal ni estímulo al bien cuando el público no se fija en lo que ocurre, 
pero sin publicidad, ¿cómo se podría impedir o alentar lo que no sería permitido ver? El 
ideal de una constitución perfecta para una función pública estriba en que el interés del 




Es por esta razón, cuán importante es el tema de la publicidad de la información en manos 
del Estado, ya que como se mencionó, se logra transparentar la gestión estatal y al mismo tiempo 
luchar contra la corrupción, fomentando por un lado una cultura de acceso a la información pública 
sin ningún requisito previo y por otro una cultura de participación ciudadana activa en los temas de 
interés público, fortaleciendo de este modo la democracia.  
 
Por otro lado, Kelsen (1920) manifestó que en una democracia la selección de los 
gobernantes es un punto clave de éste régimen, no teniendo un carácter absoluto, sino relativo, ya 
que su liderazgo está sujeto a un tiempo limitado y bajo ciertas directrices preestablecidas, por lo 
demás goza de los mismos derechos y obligaciones que sus conciudadanos, y sus acciones 
sometidas a la crítica, por lo que la publicidad de los actos de gobierno se convierte en un principio 
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de este tipo de régimen, no sucediendo así en un régimen autoritario en donde su principio es el 
secretismo de sus actos. 
 
 Es por esta razón que la publicidad de los actos gubernamentales y el acceso a la 
información pública de los mismos, es un derecho y a la vez se instituye como un principio y  
mecanismo de un estado democrático ya que permite el conocimiento, participación e inclusive 
control de la gestión pública, terminando con la opacidad bajo la cual se actuó durante muchos 
años.  
 
Finalmente otro de los autores que aportaron con sus ideas fueron Norberto Bobbio (1999, 
p.58), conocido como el filósofo de la democracia, quien considera que una sociedad “sin derechos 
del hombre reconocidos y protegidos no hay democracia” e  insta a las sociedades actuales, a no 
caer en lo que antiguamente se lo llamaba el Arcana Imperii, que no es más que mantener en 
secreto los asuntos de imperio o estado, creyendo que solo así se podía mantener efectivamente el 
poder sobre los gobernados, fenómeno que solo crea corrupción tal y como lo expone Peces Barba 
(1995) al decir que “la invisibilidad lleva a la corrupción y ésta, a su vez reclama más invisibilidad” 
(p.136). 
 
Visiblemente, se puede apreciar que los ideales de los autores antes mencionados apuntan 
al mismo camino o ideal, que es el tener un Estado en donde la época del secretismo que solo crea 
engaño y corrupción se termine, y dar inicio a una época de verdadera democracia, en donde este 
término no solo signifique la elección popular de sus gobernantes, sino que exista la posibilidad de 
conocer y participar en las actos que están realizando nuestros gobernantes y porque no, también 
ejercer el debido control social; el tema de la publicidad de la información pública ciertamente 
constituye una esfera que encierra temas como transparencia, democracia, participación ciudadana, 
control social, términos que plasmados en la sociedad, pretenden acabar con el secretismo y la 
corrupción.  
 
Analizados los ideales de los autores citados, es imprescindible abordar los antecedentes 
históricos desde un punto de vista positivista, es decir, el estudio de aquellos tratados, convenios y 
acuerdos internacionales, que han hecho posible el reconocimiento de este derecho, y que ha 
plasmado de una u otra manera el alcance del derecho de acceso a la información, teniendo como 
los más relevantes los que se describen a continuación. 
 
Su inicio data en los años cuarenta, cuando se empieza a celebrar tratados como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, redactada en 1948, marcando su artículo 19 el 




Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier 
medio de expresión. (p.4) 
 
Años más tarde se celebra la  Convención Americana de Derechos Humanos en el año de 
1969, en donde surge el derecho a la información, bajo los términos de la Libertad de pensamiento 
y de expresión, a través del numeral 1 del artículo 13, que establece: 
 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, 
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. (p.7) 
 
Terminando esta idea el numeral 3 del mismo artículo sostiene que: 
 
No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como 
el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de 
ideas y opiniones. (p.7)  
 
En este sentido cabe indicar que la asamblea general de la Organización de Estados 
Americanos, en el año 2006, al reconocer la importancia que tiene el derecho de acceso a la 
información pública, expidió una resolución, a través de la cual reafirmó que: 
 
Toda persona tiene la libertad de buscar, recibir, acceder y difundir informaciones y que 
el acceso a la información pública es requisito indispensable para el funcionamiento 
mismo de la democracia” e instó a los Estados miembros  a “promover la adopción de 
disposiciones legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para asegurar su 
reconocimiento y aplicación efectiva” (Resolución OEA, 2006, p.3) 
 
Seguidamente, se celebró el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito en 
1976, artículo 19; persiguiendo la misma línea, e incluyendo en su articulado derechos de libertad 
de información que encierran, la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole; siendo estos instrumentos “de carácter vinculante al encontrarse ratificados por el Ecuador 
y por tanto, forman parte del ordenamiento legal de nuestro país”. (Navas, et ál, 2004, p.18) 
 
Complementariamente es menester indicar que dentro de los instrumentos mencionados, 
también se declara de cierta forma, el derecho a la participación que tienen los ciudadanos dentro 
de los asuntos públicos, bajo el siguiente texto, casi el mismo en los tres tratados: “Todos los 
ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:  a) de participar en la dirección 
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de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos” 
(Convención Americana sobre derechos humanos, 1969, p.10) 
 
Como se puede evidenciar, los instrumentos internacionales referidos se dirigen hacia un 
mismo punto, que es el que todo ser humano tiene derecho a la información, el mismo que encierra 
en sí, las acciones de buscar, investigar, recibir y difundir ideas, informaciones y opiniones de toda 
índole; por lo que, en cuanto al derecho analizado en la presente investigación, se puede afirmar 
que para que estas acciones se lleguen a consumar, es necesario que aquellos que poseen la 
información adecuen los canales de información y comunicación que permitan mantener contacto 
con los ciudadanos interesados con la gestión, en este caso pública, lo que estaría garantizando por 
otro lado sus derechos de participación.  
 
Complementariamente es preciso indicar que los tratados y convenios analizados adquieren 
mayor y real importancia dado que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado 
que “recibir información no sólo debe ser visto como un derecho para estar informado mediante los 
medios de comunicación sino que también genera el derecho de solicitar información al Poder 
Público, y éste tiene la obligación de proporcionarla” (Hernández, 2010, p. 21) 
 
Otro antecedente valioso es el caso Claude Reyes VS el Estado chileno, el mismo que se 
originó en el momento en que una de sus instituciones públicas negó la información que Reyes 
requería sobre un proyecto de deforestación con impacto ambiental, pasando este caso a plano 
internacional en el 2005, cuando la  Comisión Interamericana presentó una demanda ante la Corte, 
quien finalmente en su sentencia se reconoció por primera vez, en un tribunal internacional, que el 
derecho de acceso a la información es un derecho humano. Además la sentencia contemplo que la 
negativa de acceso a la información pública debe ser expresamente motivada. 
 
Es de esta manera que los esfuerzos internacionales van cobrando fuerza en la reivindicación 
de este derecho tan necesario en la vida cotidiana del ser humano, siendo uno de los precedente 
importantes la aclaración hecha por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que muchos 
países se quedaban en el hecho de informar a través de los medios de comunicación, y no se 
reconocía el derecho en sí del acceso a la información pública.  
 
Cabe además, hacer mención de instrumentos como la Convención de Naciones Unidas 
contra la Corrupción, en donde se menciona que cada Estado con el propósito de erradicar la 
corrupción, adoptarán “las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su 
administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento y procesos de 
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adopción de decisiones” 10, estando entre las medidas más importantes a tomar, la publicidad de la 
información y el establecimiento de regulaciones que permita obtener información acerca de la 
administración pública. Por otro lado el mismo instrumento en cuanto a la participación de la 
sociedad sostiene que cada Estado debe adoptar medidas que promueva la participación activa de 
los ciudadanos, con el fin de concienciar, prevenir y luchar contra la corrupción; entre las medidas 
que se deben incluir se encuentra el aumento de la transparencia, la promoción de la participación 
de la ciudadanía en procesos de adopción de decisiones, garantizar el acceso eficaz del ciudadano a 
la información. 
 
   Finalmente el Plan Andino de Lucha contra la Corrupción, a través de la decisión 668 de la 
CAN, busca promover los mecanismos que combatan eficiente y eficazmente la corrupción para 
alcanzar una gestión pública transparente en cada Estado, teniendo como principios fundamentales 
“el fortalecimiento de la democracia y la vigencia del Estado de Derecho” 11 y “el derecho de 
acceso a la información y a la transparencia en las instituciones públicas y privadas, respecto de 
temas de interés público y nacional”12. Además la decisión contempla en su contenido que, el Plan 
Andino de Lucha contra la Corrupción se ejecutará a través de la adopción de Programas de Acción 
que sus países miembros deben acogerlos en su normativa, siendo uno de sus puntos principales: 
 
 La Formación Ciudadana, Participación y Control Social: en donde las medidas primordiales a 
tomar son:  
 
- Impulsar la formación ciudadana a través de pedagogías sociales sobre deberes y 
derechos de los ciudadanos en relación a la prevención y combate a la corrupción e 
impunidad y difusión de la legislación penal pertinente, y 
- Promover acciones que fortalezcan la participación ciudadana en el control de la 
gestión pública, a través de mecanismos de control social y derecho de acceso a la 
información pública a través de los mecanismos de control y de acuerdo a lo 
establecido en las legislaciones nacionales. (Decisión CAN 668, 2007, p.6) 
 
La transparencia de la gestión pública: en donde las medidas primordiales a tomar son:  
 
- Apoyar el desarrollo y la aplicación de las legislaciones sobre Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 
- Promover la aplicación de metodologías de participación ciudadana de control 
social. (Decisión CAN 668, 2007, p.7) 
 
Sin embargo, a pesar de los avances realizados internacionalmente, en Latinoamérica no fue 
sino 30 años después, que empezó a acogerse tal derecho dentro de la normativa interna de cada 
                                                 
10  Convención de las Naciones Unidas. 2004. Pág. 13,14.  
11  Plan Andino de Lucha contra la Corrupción. 2007. Pág.4 
12  Ibídem. 
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país, así se tiene que a partir de los años 90, países como El Salvador, Nicaragua, Chile, Argentina, 
Colombia, Panamá, México, Brasil y Ecuador, han previsto contar con este tipo de normativa que 
garantizan el libre acceso a la información
13. Por lo que, se puede afirmar, que el derecho al 
acceso a la información pública surgió “del mas general derecho humano a la información, en base 
a demandas sociales concretas sobre la calidad de sistemas democráticos”. (Navas, et ál, 2004, 
p.19) 
 
Como se aprecia, dentro de los antecedentes citados sobre el derecho al acceso a la 
información pública se destaca el estrecho vínculo que mantiene este derecho con los derechos de 
participación, los mismos que se conciben como derechos que vienen a defender y fortalecer el 
régimen democrático de un país, por lo que, se hace  imprescindible abordar los antecedentes 
internacionales transcendentales sobre estos derechos.  
 
Partimos desde el punto en que las Naciones Unidas, ha calificado a la democracia como un 
derecho humano que está estrechamente vinculado al imperio de la ley y al ejercicio de los demás 
derechos humanos y libertades fundamentales consagrados en los cuerpos normativos de cada 
país
14
. Estando en el seno de esta misma organización garantizada la democracia a través de 
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948, p.5) que claramente manifiesta que “toda 
persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de 
representantes libremente escogidos” y que “la voluntad del pueblo será la base de la autoridad del 
gobierno”15. 
 
Otra de las organizaciones que vela por la consolidación de la democracia es la Organización 
de los Estados Americanos, OEA,  que con el fin de alcanzar este objetivo, expidió en el 2001 un 
documento llamado la Carta Democrática Interamericana (CDI)
16
; se hace referencia a este 
acontecimiento internacional debido a que la naturaleza de este instrumento, radica en 
interrelacionar los conceptos de democracia y derechos humanos.  
 
La Carta Democrática Interamericana describe en su articulado, elementos considerados 
necesarios para la existencia de verdaderas democracias en los países miembros y califica a la 
                                                 
13
Artículo Ecuador: La ley de Transparencia y el derecho a la información, publicado 2010.  
14  Ibídem.  
15  Artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 1948 
16  Ver Anexo No. 1  
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democracia “como un derecho para los ciudadanos y una obligación  para los gobiernos, 
tornándose en una obligación exigible a los Estados” (García, 2003, p.109), al tenor del siguiente 
texto:  
 
Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación 
de promoverla y defenderla. La democracia es esencial para el desarrollo social, político 




Además la CDI considera que para que exista una verdadera democracia deben estar de promedio 
elementos esenciales tales como: 
 
El respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y 
su ejercicio con sujeción al estado de derecho; la celebración de elecciones, libres, 
justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del 
pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e 
independencia de los poderes públicos.18 
 
Y considerando como componentes fundamentales del ejercicio de la democracia: 
 
La transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de 
los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de 
expresión y de prensa (…)19.  
 
Tanto los elementos esenciales como los componentes fundamentales conforman la 
naturaleza de la CDI, que mediante su correcta aplicación en los estados miembros garantizaría el 
orden democrático de los mismos; además estos parámetros, si así se los puede llamar, pueden ser 
utilizados para identificar, cual es el elemento o componente que está siendo afectado, con la 
finalidad de tomar las medidas necesarias para corregirlo. 
 
Es preciso recalcar que la CDI confirma la teoría que la transparencia de las actividades 
gubernamentales, la probidad y la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública son parte 
fundamental de una democracia, siendo uno de los derechos más eficientes a través del cual se 
transparenta la gestión, el acceso a la información pública.  
                                                 
17
 Artículo 1. Carta Democrática Interamericana.2001. pág. 4. 
18
 Artículo 3. Carta Democrática Interamericana.2001. pág. 4. 
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Otro de los artículos de la Carta Democrática Interamericana (2001), que eminentemente 
tienen relación y contribuye con el tema de investigación es el 6 que sostiene que: 
 
La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un 
derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y 
efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de 
participación fortalece la democracia. (p.3) 
  
 Es por ello que se afirma con seguridad, que un régimen democrático responsable tiene la 
obligación de brindar y garantizar mecanismos a través de los cuales la ciudadanía participe y se 
involucre en la gestión estatal, que de acuerdo con el articulado de la CDI mediante la promoción y 
fomento de la participación se defiende y fortalece la democracia. 
 
 Por lo tanto, la CDI se presenta como un antecedente relevante en la historia, ya que 
gracias a los esfuerzos de la OEA y sus miembros, se logró un acuerdo entre países culturalmente 
diferentes, para reconocer que la democracia es un derecho de los pueblos de América y por ende 
obligación no solo de los Estados sino también de los ciudadanos, promoverla y protegerla, no solo 
en el hecho de la elección de sus gobernantes sino en la defensa integral de sus elementos 
esenciales y componentes fundamentales, entre ellos el fomento de la transparencia en la gestión 
pública. (Ayala y Nikken, 2006) 
  
Finalmente, revisados los esfuerzos recabados en los diferentes instrumentos 
internacionales abordados y tomando en cuenta que el Ecuador es un Estado democrático, en donde 
el ser del poder público es beneficiar al mismo pueblo, siendo éste último a quien se le debe 
garantizar el legítimo derecho a vivir en un verdadero Estado democrático que realice los esfuerzos 
necesarias para viabilizar su consumación, a través de la adopción de medidas que faciliten el 
acceso a la información pública, la participación ciudadana y control social, elementos que 
innegablemente crearán un ambiente más democrático y transparente, donde se posibilite el 
exterminio de la corrupción. 
 
2.1.1.3. Fundamentación Legal  
 
En nuestro país, la Constitución de 1998, ya contemplaba escasos rasgos de acceso a la 
información pública, tal es así  que el acceso a la información pública se aludía en un solo artículo, 




El Estado garantizará el derecho a acceder a fuentes de información; a buscar, recibir, 
conocer y difundir información objetiva, veraz, plural, oportuna y sin censura previa, de 
los acontecimientos de interés general, que preserve los valores de la comunidad, 
especialmente por parte de periodistas y comunicadores sociales.(p.42) 
 
 Manifestando además su tercer inciso que: 
No existirá reserva respecto de informaciones que reposen en los archivos públicos, 
excepto de los documentos para los que tal reserva sea exigida por razones de defensa 
nacional y por otras causas expresamente establecidas en la ley (…)20. 
 
Este artículo además se relacionaba con el artículo 23, que en su numeral 15 establecía el 
derecho de petición, que no era más que la solicitud de copias de los documentos que reposen en 
los archivos públicos.  
 
Lo dicho en el párrafo anterior no es más que la intención de la norma de garantizar el 
derecho a acceder a las fuentes de información que reposan en los archivos públicos, que 
aparentemente con esto estaba reconocido el derecho al acceso a la información pública y que en 
teoría era simple, pero en la práctica era todo lo contrario porque “se requería establecer legalmente 
una serie de mecanismos apropiados al derecho en cuestión, que maximice las posibilidades de 
acceso” (Navas,  et ál, 2004, p.21); por lo que indudablemente ese momento no se reflexionó que 
no solo se trataba del simple acceso a la información pública, sino que el mismo serviría de 
mecanismo de cumplimiento de otros derechos e ideales que en ese entonces no se encontraban 
plenamente tipificados, tales como la transparencia en la gestión pública, la participación 
ciudadana, el control social y la rendición de cuentas, que están íntimamente vinculados al acceso a 
la información pública.  
 
A pesar del vínculo innegable de los mismos derechos, la Constitución de 1998, no 
contemplo este hecho, ya que en la misma se menciona en escasos artículos a términos como 
transparencia, participación ciudadana, control social o rendición de cuentas,  y peor aún se los 
relaciona.  
 
En la actual Constitución (2008, p.25) en cambio, se cuenta con un panorama totalmente 
contrario, al ser tratado el tema con mayor profundidad, inclusive, el derecho de acceso a la 
información pública, se lo ha categorizado como un derecho social, formando parte de los llamados 
derechos del Buen Vivir, dentro de la clasificación de la Sección Tercera “Comunicación e 
Información”, en donde el artículo 16, reconoce el derecho a:  
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1. Una comunicación libre, intercultural, incluyente, diversa y participativa, en todos los 
ámbitos de la interacción social, por cualquier medio y forma, en su propia lengua y con 
sus propios símbolos;  
2. El acceso universal a las tecnologías de información y comunicación; 
4. El acceso y uso de todas las formas de comunicación visual, auditiva, sensorial y a 
otras que permitan la inclusión de personas con discapacidad.  
5. Integrar los espacios de participación previstos en la Constitución en el campo de la 
comunicación. 
 
Complementariamente, el artículo 18 manifiesta que las personas tienen derecho a:  
 
1. Buscar, recibir, intercambiar, producir y difundir información veraz, verificada, 
oportuna, contextualizada, plural, sin censura previa acerca de los hechos, 
acontecimientos y procesos de interés general, y con responsabilidad ulterior;  
2. Acceder libremente a la información generada en entidades públicas, o en las 
privadas que manejen fondos del Estado o realicen funciones públicas. No existirá 
reserva de información excepto en los casos expresamente establecidos en la ley. En 
caso de violación a los derechos humanos, ninguna entidad pública negará la 
información. (p.26) 
 
Con los artículos precedentes, se tiene la base que garantiza el derecho a la libertad de 
información que debe caracterizarse principalmente por su veracidad oportunidad y verificabilidad, 
y el libre acceso a la información pública, a excepción de la información con carácter confidencial 
y reservado. 
 
Por otro lado, los derechos interrelacionados de la transparencia, participación ciudadana, y 
control social  se encuentra ampliamente contemplados en la constitución, tal es así que, rompiendo 
la división tradicionalista de las funciones del Estado, se crea la Función de Transparencia y 
Control Social, cuya naturaleza según el artículo 204 es: 
 
El pueblo es el mandante y primer fiscalizador del poder público, en ejercicio de su 
derecho a la participación. La Función de Transparencia y Control Social promoverá e 
impulsará el control de las entidades y organismos del sector público, y de las personas 
naturales o jurídicas del sector privado que presten servicios o desarrollen actividades 
de interés público, para que los realicen con responsabilidad, transparencia y equidad; 
fomentará e incentivará la participación ciudadana; protegerá el ejercicio y 
cumplimiento de los derechos; y prevendrá y combatirá la corrupción. (p.108) 
 
Otro organismo que se crea constitucionalmente es el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social cuya naturaleza, de acuerdo al artículo 207, es promocionar e incentivar el ejercicio 
de los derechos relativos a la participación ciudadana, y el establecer mecanismos de control social 









La esencia de instituir la Función de Transparencia y Control Social y el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control social, es fundar las bases del poder ciudadano, afirmando que 
es él quien debe poner en marcha la fiscalización del poder público, ya que a través de esto se 
efectivizan los derechos de participación, que permitirá al ciudadano participar activamente en los 
asuntos del estado, siendo uno de los mecanismos más prácticos, el acceso a la información 
pública, ya que las actuaciones del poder público solo se transparentan a través de su publicidad, 
posibilitando el ejercicio de los derechos de la participación ciudadana y control social.  
 
Inclusive el acceso a la información pública ayuda al ciudadano a resolver problemas 
relacionados con sus propias necesidades, ya que un ciudadano, bien informado puede acceder de 
manera más rápida y eficiente a los servicios que brinda cada entidad, incluso la propia institución 
pública se beneficia de alguna manera, ya que por un lado logra la cooperación del ciudadano en 
los diferentes requerimientos que éste demande, y por otro logra transparentar su gestión, 
contribuyendo a la reconstrucción de la confianza del pueblo y a la lucha contra la corrupción. 
 
Al respecto Navas (2004) señala que: 
 
Una legislación desarrollada constituye una oportunidad para cambiar hábitos y 
prácticas burocráticas secretistas (…) Resulta importante regular el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública de manera que brinde mayores 
oportunidades a las personas, a los grupos y a las comunidades, para obtener 
información necesaria que permita construir activamente la democracia en un espacio 
público. (p.22) 
 
Por lo tanto, la legislación debe ir encaminada a terminar con prácticas de secretismo, ya que 
ineludiblemente, una ley que regula el derecho al acceso a la información pública contribuye al 
fortalecimiento de un Estado incluyente en su actuar diario a través de la participación ciudadana y 
control social, dicho esto en consonancia con el segundo inciso del artículo 95 que sostener que “la 
participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá 
a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.”(p.67) 
 
 Consecuentemente a lo dicho, en los numerales 2 y 5 del artículo 61 de la Constitución se 
reconoce, como derechos de participación, “el participar en los asuntos de interés público; y el  
fiscalizar los actos del poder público”(p.45). Mientras que el artículo 95 establece como uno de los 
principios de este derecho que:  
 
Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán  de manera 
protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y 
en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus 
representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La 
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participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación 
pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad. (p.67) 
 
Y el artículo 100 garantiza la participación en todos los niveles de gobierno y establece en su 
numeral 4 y 5, respectivamente el objetivo del ejercicio de este derecho: “Fortalecer la democracia 
con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de cuentas y control social y promover la 
formación ciudadana e impulsar procesos de comunicación” (p. 68,69) 
 
En cuanto a las leyes que fueron creadas y publicadas con el fin de garantizar el acceso a la 
información pública tenemos a la Ley Orgánica de Transparencia y acceso a la Información 
Pública, divulgada el 18 de Mayo del 2004, en el Registro Oficial No.337, la misma que tiene en 
esencia efectivizar el derecho protegido y funcionar como uno de los mecanismos que posibilitan el 
ejercicio del derecho de participación ciudadana y control social.  
 
Es además importante mencionar que el  20 abril de 2010, en Registro Oficial Suplemento 
No.  175 se divulgó la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, la misma que en su Artículo 90,  
señala los sujetos obligados a rendir cuentas a la ciudadanía son:  
 
Las autoridades del Estado, electas o de libre remoción, representantes legales de las 
empresas públicas o personas jurídicas del sector privado que manejen fondos públicos 
o desarrollen actividades de interés público, los medios de comunicación social, a través 
de sus representantes legales, están obligados a rendir cuentas, sin perjuicio de las 
responsabilidades que tienen las servidoras y los servidores públicos sobre sus actos y 
omisiones (…)”.  (p.24) 
 
Consecuentemente, la norma establece en su artículo 91, numeral primero, como  objetivo de 
la rendición de cuentas, el de “Garantizar a los mandantes el acceso a la información de manera 
periódica y permanente, con respecto a la gestión pública. (…)”22 
 
Finalmente, como se evidencia, del análisis constitucional realizado se colige que la vigente 
Constitución consagra numerosos artículos a través de los cuales se garantiza la participación 
ciudadana y control social de la gestión pública, con el fin de fortalecer la democracia a través de 
mecanismos idóneos que para el efecto se utilicen, siendo uno de ellos el acceso a la información 
pública, al permitir transparentar la gestión estatal; sin embargo aun cuando el Ecuador cuenta con   
una ley que regula el acceso a la información pública, no se ha logrado efectivizar plenamente el 
ejercicio de estos derechos, debido a la necesidad de una urgente reforma legal, que contemple 
medidas que efectivicen el cumplimiento de este derecho; indiscutiblemente con el pasar de los 
años se han quedado marcados hechos que han permitido un avance en el tema del acceso a la 





información pública, no obstante, aún queda mucho por hacer para lograr que el acceso a la 
información pública y la transparencia, se impongan como una verdadera política pública que 
permite el ejercicio de los derechos de participación.  
 
2.1.2. Definición de términos básicos  
 
Innegablemente, como se lo ha venido mencionando, el acceso a la información pública se 
caracteriza por ser un derecho bilateral, al constituirse por un lado como un derecho en sí,  y por el 
otro, al funcionar como un mecanismo que efectiviza el ejercicio del derecho de participación 
ciudadana y control social, es por ello que es de suma importancia definir los siguientes términos 
que sin lugar a dudas rodean al acceso a la información pública: 
 
1) Corrupción.- es la acción ilícita o ilegítima encubierta y deliberada de servidores públicos o 
personas privadas para favorecer intereses particulares, realizada vía cualquier medio o 
cuota de poder en espacios normativos institucionalizados y estructurados, afectando a 
intereses públicos, de sujetos colectivos, individuales y a la ética. (Plan Nacional de Lucha 
contra la corrupción, 2013, p.11) 
 
2) Democracia.-  la palabra democracia proviene del latín demos que significa pueblo y kratos 
que significa autoridad o poder; por lo tanto la democracia es el gobierno del pueblo. ( 
Borja, 1997)          
 
3) Libertad de expresión.- “es un derecho fundamental que se encuentra reconocido en las 
normas internacionales sobre derechos humanos y en las legislaciones internas de los 
países de la región andina, siendo este derecho un medio para el intercambio de ideas, 
informaciones y opiniones que facilitan la comunicación masiva de seres humanos”. 
(Huerta, 2002, p.15) 
 
4) Opinión pública.-    La opinión pública se forma en una sociedad informada, y tiene como 
objetivo participar en la vida diaria del poder público.  
 
5) Probidad.- Según el diccionario de la Real Academia Española, proviene del latín probitas 
que significa honradez y equivale a la rectitud de ánimo e integridad en el obrar. Sin 
embargo hablando en términos de asuntos públicos, y considerando que uno de los pilares 
fundamentales de la democracia es la transparencia, la probidad en asuntos públicos es 
definida como la conjugación e integración, en la práctica, del acceso efectivo a la 
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información, claridad de las reglas, participación ciudadana en los asuntos públicos y una 
eficaz rendición de cuentas. (Aguilar, Huároc, Pérez & Pighi, 2005). 
 
6) Régimen del Buen Vivir.- Es la forma de convivencia social, que no solo busca la mera 
satisfacción de necesidades materiales del ser humano, sino también de aquellas 
necesidades espirituales; el buen vivir significa vivir en armonía y equilibrio. ( Huanacuni, 
2010)  
 
7) Rendición de Cuentas.-  Es la acción, como deber legal y ético que tiene todo funcionario o 
persona de responder e informar por la administración, manejo y rendimientos de fondos, 
bienes o recursos públicos asignados y los resultados en el cumplimiento del mandato que 




Los vacíos legales que contiene la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, han ocasionado su incumplimiento, limitando el ejercicio de  los derechos de participación 
ciudadana y control social, por lo que, se debe actualizar la ley a través de un articulado que  
garantice el pleno ejercicio de estos derechos constitucionales. 
2.3. Variables  
 
2.3.1. Variable independiente 
 
El incumplimiento de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
limita el ejercicio de los derechos tanto de acceso a la información pública como el de participación 
ciudadana y control social  
 
2.3.2. Variable dependiente  
 
La actualización de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, a 
través de un articulado que garantice el pleno ejercicio de los derechos transgredidos.   
                                                 










DESARROLLO DE LOS TÍTULOS 
TÍTULO I 
Transparencia y acceso a la Información pública  
 
I.1 Generalidades  
 
 El acceso a la información pública es considerado como un derecho humano que ha ido 
evolucionando tanto en el ámbito internacional, como el nacional, debido a su extremada importan-
cia, al constituirse en el principio de acceso de otros derechos aún más relevantes como lo es la 
educación, salud y vivienda; sin embargo para este caso, los derechos que nos compete relacionar 
es el acceso de la información pública y los derechos de participación ciudadana y control social, 
que no se les resta su merecida importancia, al contrario, actualmente los derechos de participación 
han sido reconocidos constitucionalmente, a tal punto que al ciudadano se lo ha instituido en la 
carta magna como el primer mandante y fiscalizador de la gestión pública, debiendo el Estado 
promover e incentivar el ejercicio de estos derechos a través de mecanismos de control social 




Siendo precisamente uno de esos mecanismos de control social el derecho de libre acceso a 
la información pública, que bien ejercido y controlado, no solo traerá como beneficio el efectivo 
ejercicio de los derechos de participación, sino que además, este derecho entendido como 
obligación y deber del funcionario público, también crea beneficios para sí mismo, tal como 
transparentar su gestión, y hacer más eficiente su servicio, ya que a través de la publicidad de la 
información, se obtiene ciudadanos educados y por lo tanto entendedores y participes de la gestión 
estatal, ya sea por necesidad de utilizar los servicios ofrecidos por ciertas instituciones públicas o 
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por interés social. Por lo que, un ciudadano bien informado, puede participar y facilitar la eficiente 
prestación de los servicios públicos.  
 
Sin embargo, el acceso a la información pública, tras 9 años de contar con una ley que regula 
este derecho, aún no se ha comprendido su real alcance, ya que no basta con el solo hecho de 
estipularlo jurídicamente, sino que se debe hacerlo efectivo en la sociedad, al constituirse este 
derecho en una “herramienta fundamental para el control ciudadano del funcionamiento del Estado 
y la gestión pública, en especial para el control de la corrupción, y la participación ciudadana en 
asuntos públicos”(Botero, 2008, p.2) 
 
Por lo tanto, es imprescindible reforzar los mecanismos que exigen a los servidores públicos 
hacer partícipes de sus actos a la ciudadanía, siendo un camino idóneo a seguir, el fortalecimiento 
del derecho de acceso a la información pública, con el propósito de emprender un Estado en donde 
la publicidad de toda la información en manos del poder público sea un derecho y un principio que 
coadyuve a la construcción de un Ecuador más transparente, íntegro y democrático. 
 
I.1.2 Definiciones  
 
I.1.2.1  Transparencia  
  
La palabra transparencia se refiere a la cualidad de transparente, la misma que proviene del 
latín trans que significa a través, y parens-entis que significa que aparece; “dícese del cuerpo a 
través del cual pueden verse los objetos claramente” (Real Academia Española, 1992, p. 1426).  
 
Por lo que se puede afirmar que la palabra transparencia indica translucidez, diafanidad, 
lucidez, luminosidad, claridad, limpidez y nitidez, sinónimos que se pueden atribuir a hechos que 
han sido realizados con rectitud y buen obrar; la transparencia ha sido uno de los términos más 
utilizado en la sociedad, sin embargo para este caso el termino transparencia se lo utilizara 
dentro del campo de la administración de la cosa pública o gestión estatal.  
 
Siguiendo esta línea se puede decir que la transparencia:  
 
Constituye una actitud de gobierno, un principio de conducta de quienes ejercen el 
poder, que se desglosa en una serie de obligaciones de presentar en forma clara y 
comprensible las actuaciones públicas, y quizá además, en el hecho de que estas 
actuaciones estén “iluminadas”, es decir que brillen a la luz pública, que se destaquen, y 
la ciudadanía las pueda ver fácilmente.
 




Es el conocimiento público de datos, documentos, procesos de toma de decisiones e 
informaciones sobre la actividad de los organismos estatales, y a la vez incluye la 
posibilidad de verificar su exactitud por los ciudadanos. (Aguilar, et ál, 2005, p.37).  
 
Otra definición muy acertada para este caso es la dada por Doyle (2003) quien afirma que 
transparentar la gestión pública implica que sea posible la rendición de cuentas a los ciudadanos de 
una sociedad democrática, con la finalidad de que las acciones de las entidades del gobierno 
puedan ser evaluadas.  
 
Inclusive el Plan Nacional de prevención y lucha contra la corrupción del Ecuador (2013), 
constituye a la transparencia como uno de los principios orientadores de la gestión pública y lo 
concibe en los siguientes términos:  
 
Transparencia es la visibilización del proceso de la gestión de lo público que debe 
cumplirse en la relación entre los distintos actores involucrados, como un mecanismo de 
control del poder y de legitimidad democrática. Además como un estado situacional que 
favorece una gestión eficaz, eficiente y equitativa. (p.38) 
 
 Además el mismo documento instituye como una de las políticas y estrategias para la 
prevención y lucha contra la corrupción, la política de transparencia, que es entendida como “un 
conjunto de estrategias y prácticas basadas en una amplia apertura y disponibilidad de información, 
que contribuyen a la gobernabilidad y a la rendición de cuentas” (p.40), estableciéndose como una 
de sus políticas también el “generar espacios y mecanismos institucionales que promuevan y 
faciliten el control social en la gestión pública” (p.42) 
 
Es por ello que se afirma que este plan, establece como políticas a la transparencia y al 
control social, a través de los cuales se garantice la publicidad de los actos de la administración 
pública y se establezca como deber del Estado crear los mecanismos adecuados que incentiven el 
control de la gestión pública por parte de los ciudadanos, con el propósito de obtener una gestión 
pública transparente, y combatir contra la corrupción.  
 
Concordantemente con lo manifestado, el Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017, 
manifiesta que se hace necesario el “afianzamiento de la transparencia como eje de la gestión 
pública; en las relaciones entre lo público y lo privado, el Estado y la ciudadanía; y en la 
implementación de estrategias y acciones encaminadas a combatir la corrupción”. (p.95); siendo 
una de estas estrategias el “fortalecer los mecanismos de control social, la transparencia de la 
administración pública y la prevención y la lucha contra la corrupción” 25 a través de “facilitar y 
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 Política y lineamiento estratégico del Objetivo 1 del Plan Nacional del Buen Vivir “Consolidación del Estado 
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promocionar el ejercicio de prácticas transparentes y la rendición de cuentas de las instituciones 
públicas en todos los niveles de gobierno e instituciones privadas que reciban fondos públicos”. (p. 
104) 
 
 Por lo tanto se puede concebir a la transparencia, en primer lugar, como aquella actitud o 
característica de las entidades públicas que manejan su gestión bajo el compromiso de dar a 
conocer a los ciudadanos, todas sus acciones y decisiones, en relación al manejo de la cosa pública, 
y en segundo lugar, como aquella política pública que pretende garantizar la erradicación de la 
corrupción y el ejercicio del control social, haciendo posible una verdadera rendición de cuentas.   
 
I.1.2.2  Información  
  
 Etimológicamente la palabra información proviene del latín informatio  que significa 
"acción de formar", "dar forma", informar, en latín, es también educar, formar. La palabra tiene 
varios sentidos, pero todos se dirigen a la idea de construcción, elaboración. (Breton, 1989) 
 
 Entre las definiciones dadas por distintos autores tenemos que (Ferrell y Hirt, 2004, p.121), 
sostienen que la información “comprende los datos y conocimientos que se usan en la toma de 
decisiones", otra definición reconocida es la dada por  Czinkota y Kotabe (2001), quienes 
afirmaron que la información “consiste en datos seleccionados y ordenados con un propósito 
específico”. (p.115) 
 
Finalmente Chiaveno (2010) define a la información como:  
 
El conjunto de datos con un significado, o sea, que reduce la incertidumbre o que 
aumenta el conocimiento de algo. En verdad, la información es un mensaje con 
significado en un determinado contexto, disponible para uso inmediato y que 
proporciona orientación a las acciones por el hecho de reducir el margen de 
incertidumbre con respecto a nuestras decisiones. (p.110) 
 
De lo manifestado se deduce que la información, de manera general, es el conjunto de 
datos o noticias de un acontecimiento específico, que ha sido ordenada con el propósito de dar a 
conocer o informar al ser humano los detalles de temas concretos.  
 
                                                                                                                                                    




Por otro lado, cabe mencionar que jurídicamente, se cuenta con una rama del derecho que 
regula todo lo concerniente a la información, conocido como el derecho de la información, sin 
embargo resulta casi inevitable confundir los términos “el derecho de la información” con “el 
derecho a la información”, los mismos que si bien  mantienen una estrecha relación se distinguen, a 
la vez por sus particularidades, siendo sus definiciones las siguientes: 
 
El derecho de la Información ha sido definido por Fernández (1977) como “el conjunto de 
normas jurídicas que tienen por objeto la tutela, reglamentación y delimitación del derecho a 
obtener y difundir ideas, opiniones y hechos con carácter de noticiables, es decir, con trascendencia 
pública” (p.10). 
 
Esta disciplina jurídica según el mismo encuentra su origen: 
 
En la necesidad de reglamentar y organizar el ejercicio de un derecho natural del 
hombre, reconocido con estas características en las leyes fundamentales de los diversos 
países modelados en el ámbito jurídico-político al modo de los Estados de derecho. El 
derecho subjetivo a la información, el derecho a informar y a estar informado, el 
derecho a expresar ideas y a recibirlas, es el objeto primario del derecho de la 
información, a la vez que su explicación más sencilla, encuentra el origen de su 
nacimiento.(p.9) 
 
Por otro lado, el derecho a la información, tal y como se lo contemplo por primera vez en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 es “un derecho que está integrado 
básicamente por tres facultades: investigar, recibir y difundir mensajes informativos” (Desantes, 
1992, p.43) 
 
Otra definición valedera para la presente investigación es que: 
 
El derecho de acceso a la información es un derecho fundamental reconocido a nivel 
internacional como tal debido a la naturaleza representativa de los gobiernos 
democráticos; es un derecho esencial para promover la transparencia de las instituciones 
públicas y para fomentar la participación ciudadana en la toma de decisiones.
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La información en el mundo actual se ha instituido en una herramienta necesaria para el 
progreso de las sociedades, cumpliendo la información un rol social que tiene como propósito 
primordial mantener informados a los ciudadanos y contribuir a la educación de los mismos. 
(Bonet, 1994) 
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Por lo tanto cabe reafirmar que el derecho de la información es la rama jurídica del derecho 
público cuyo objeto de regulación es la información, mientras que el derecho a la información, es 
en sí el acceso a la información, derecho que permite transparentar la gestión estatal y garantiza la 
participación ciudadana; siendo entonces el propósito máximo del derecho de la información, el 
efectivizar el ejercicio del derecho a la información.   
 




I.1.2.2.1 Información Pública 
 
La LOTAIP (2004) define a la información Pública como: 
 
Todo documento en cualquier formato, que se encuentre en poder de las 
instituciones públicas y de las personas jurídicas a las que se refiere la ley 
orgánica de transparencia y acceso a la información pública, contenidos, 
creados u obtenidos por ellas, que se encuentren bajo su responsabilidad o se 
hayan producido con recursos del Estado. (p.3) 
 
Percepción parecida es la dada por Abad (2005) quien sostiene que información pública es: 
 
La que se halla contenida en cualquier documento, bajo cualquier formato, que se 
encuentre, se emane o esté en poder de las instituciones públicas y de las personas 
jurídicas a las que se refiere la ley , contenido creado u obtenido por ellas, que se 
encuentre bajo su responsabilidad o que se haya producido con recursos del Estado. 
(p.234) 
 
Inclusive el PNBV dentro su objetivo 1 acerca de la “Consolidación del Estado 
democrático y la construcción del poder popular” plantea como una de sus políticas y lineamiento 
estratégico el “fortalecer los mecanismos de control social, la transparencia de la administración 
pública y la prevención y la lucha contra la corrupción” a través de “maximizar el acceso a la 
información pública, oportuna, de calidad, comprensible, adaptada y diversa”. (p.104) 
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Es decir que, para la presencia de transparencia en la gestión estatal es imprescindible que 
la información y documentación sea pública para el libre conocimiento de la ciudadanía a través de 
sistemas informáticos de administración de información.  
 
La transparencia está a la par con la ética y moral de cada funcionario público, por lo que 
es deber permanente de aquellos que manejan la cosa pública, mantener informados sobre sus 
actuaciones a los ciudadanos.  
I.1.2.2.2 Información Confidencial  
 
La LOTAIP define a información confidencial como: 
 
Aquella información pública personal, que no está sujeta al principio de publicidad y 
comprende aquella derivada de sus derechos personalísimos y fundamentales. El uso 
ilegal que se haga de la información personal o su divulgación, dará lugar a las acciones 
legales pertinentes. (p.4) 
 
 Otra conceptualización es la dada por Villanueva (2008) quien manifiesta que “es la 
información que se refiere a datos personales. Es la información que se entrega a la autoridad con 
ese carácter” (p.30) 
 
Por lo tanto, información confidencial es aquella que se refiere a los datos personales de 
una persona, los mismos que se han originado del ejercicio de sus derechos personales y 
fundamentales contemplados principalmente en los artículos 66 y 76 de la Constitución vigente. 
Inclusive la misma Constitución ha instituido como uno de los derechos de libertad a la protección 
de datos de carácter personal, que incluye el acceso y la decisión sobre información y datos de este 
carácter, así como su correspondiente protección; su recolección, archivo, procesamiento, 
distribución o difusión requiere de autorización del titular o el mandato de la ley. 28 
 
Sin embargo constitucionalmente se ha implantado una excepción a la norma que 
manifiesta que “en caso de violación a los derechos humanos, ninguna entidad pública negará la 
información”29, en concordancia con lo establecido en la misma LOTAIP que establece que “no se 
podrá invocar reserva, cuando se trate de investigaciones que realicen las autoridades, públicas 
competentes, sobre violaciones a derechos de las personas que se encuentren establecidos en la 
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 Constitución de la República del Ecuador. Art. 66, numeral 19, p.49. 
29
 Constitución de la República del Ecuador. Art. 18, p.26. 
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Constitución Política de la República, en las declaraciones, pactos, convenios, instrumentos 
internacionales y el ordenamiento jurídico interno. Se excepciona el procedimiento establecido en 
las indagaciones previas.” 30 
  
Como se evidencia, la naturaleza de la ley es garantizar el derecho del acceso a la 
información pública a todos los ciudadanos, sin embargo también es deber de ella proteger la 
información personal que se encuentra en manos del Estado.  
 
I.1.2.2.3 Información Reservada  
 
La definición de información reservada está dada de acuerda a lo que establece la LOTAIP, en 
donde se ha establecido dos formas en las que la información será clasificada como reservada:  
 
1) Los documentos calificados de manera motivada como reservados por el Consejo de 
Seguridad Nacional, actualmente el Ministerio de Coordinación de Seguridad, por razones 
de defensa nacional, de conformidad al artículo 91, de la vigente Constitución y que son: 
a) Los planes y órdenes de defensa nacional, militar, movilización, de operaciones 
especiales y de bases e instalaciones militares ante posibles amenazas contra el Estado; 
b) Información en el ámbito de la inteligencia, específicamente los planes, operaciones e 
informes de inteligencia y contra inteligencia militar, siempre que existiera conmoción 
nacional; 
c) La información sobre la ubicación del material bélico cuando ésta no 
entrañe peligro para la población; y, 
d) Los fondos de uso reservado exclusivamente destinados para fines de la defensa 
nacional;  
Se debe considerar que este tipo de información reservada solo puede ser desclasificada por el 
Ministerio de Coordinación de Seguridad. 
2) Las informaciones expresamente establecidas como reservadas en leyes vigentes.  
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Es decir que la información que tiene carácter de reservada es aquella establecida como 
información de carácter militar y defensa nacional y la información establecida por las instituciones 
públicas como reservadas, debiendo está cumplir con los siguientes requisitos:  
 
- Ser calificada como información reservada a través de resolución estrictamente 
motivada. 
- La declaración de reservada deberá habérsela realizado con anterioridad a la 
presentación de una solicitud de acceso a la información pública.  
- Al momento de su calificación, se debe establecer el tiempo por el cual mantendrá esa 
categorización, no pudiendo sobrepasar los 15 años. 
- Las instituciones públicas deberán elaborar un índice de información reservada, sujeta 
a actualización semestral, debiendo este ser entregado a la Defensoría del Pueblo.  
 
Este tipo de información podrá ser desclasificada en cualquier momento por la Asamblea 




I.1.3 Principios relacionados con acceso a la información pública 
 
La Corte Interamericana de Derechos humanos en su Informe Anual de la Relatoría para la 
Libertad de Expresión (2003), afirmó que:  
 
El actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y 
transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se 
encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, 
de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado 
cumplimiento de las funciones públicas. El acceso a la información bajo el control del 
Estado, que sea de interés público, puede permitir la participación en la gestión pública, 
a través del control social que se puede ejercer con dicho acceso. (p.55) 
 
Por ello, con el propósito de efectivizar el derecho de acceso a la información pública, a 
continuación se detalla los principios básicos relacionados al ejercicio de este derecho de acuerdo a 




                                                 
31  Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Art. 18.  
32 La Comisión Interamericana de Derechos humanos, en su informe anual de 2003, profundizó sobre la necesidad de 
incluir en las legislaciones de cada país, entre los principios de acceso a la información pública a la transparencia, 
máxima divulgación, publicidad y participación ciudadana. 
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I.1.3.1 Principios de la información pública 
 
a) Principio de Veracidad.- La información publicada y entregada debe ser veraz, auténtica  
y comprobable, por lo tanto deberá estar respalda por la documentación pertinente.  
 
b) Principio de Integridad.-La información debe publicarse y entregarse de forma clara, 
completa, amplia, y suficiente. 
 
c) Principio de Responsabilidad.- el contenido de la información difundida y entregada es 
responsabilidad de los funcionarios públicos.  
 
I.1.3.2 Principios del derecho de acceso a la información pública 
 
a) Principio de publicidad.-  El ejercicio de las funciones públicas están sujetas al principio 
de publicidad, por lo tanto, todas las actuaciones o acciones realizadas por los servidores 
públicas deberán estar abiertas al escrutinio público, lo que posibilita por un lado 
transparentar la gestión pública y por el otro faculta al ciudadano a recibir y solicitar la 
información producida por el mismo Estado. Éste principio está sujeto además al régimen 
de excepciones, conformado por la información confidencial y reservada. 
 
b) Principio de buena fe.- Para un legítimo ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, es imprescindible que los sujetos obligados por la ley, actúen de buena fe con la 
finalidad que sean éstos quienes viabilicen las acciones posibles que coadyuven a 
transparentar su gestión y garantizar el ejercicio de tan importante derecho. Es decir que las 
autoridades públicas deben asumir una actitud que promueva una verdadera cultura de 
transparencia.  
 
c) Principio de Igualdad.- El acceso a la información pública es derecho de toda persona,   
      eliminando todo tipo de  discriminación y que se ejercerse sin necesidad de justificar el   
      motivo por el cual se solicita la información.
 33 
 
d) Principio de norma más favorable.-  Las autoridades y jueces están en la obligación 
de aplicar la norma más favorezca para el  efectivo ejercicio de los derechos.  
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 Obra citada.  
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e) Principio de Gratuidad.-  El acceso a la información pública deberá ser gratuito, a 
excepción de los costos que impliquen su reproducción.  
 
f) Principio de difusión.- Toda la información producida en manos del poder público, 
deberá  ser difundida en el portal web institucional y por los medios que sean necesarios, 
por lo menos en los términos del artículo 7 de la LOTAIP, y de acuerdo a los parámetros 




g) Principio de rendición de cuentas.- El acceso a la información pública posibilita la                 
rendición de cuentas a través de una participación ciudadana activa en la toma de 
decisiones  
              y un responsable control social de las actuaciones públicas.
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 I.1.3.3 Principios de difusión de la información pública en webs institucional 
 
a) Difusión íntegra.- las instituciones públicas deben difundir la información, de acuerdo a 
los requisitos establecidos tanto en el artículo 7 de la LOTAIP como en los parámetros 
de aplicación dados por la autoridad competente. La difusión de la información en 
páginas web no exime a las instituciones públicas de contestar las correspondientes 
solicitudes y suministrar la información requerida.  
 
b) Libre acceso a la información del Portal.- las páginas webs institucionales deben 
permitir el libre acceso a la información que las mismas contemplan, por lo que, bajo 
ninguna circunstancia establecerán en sus páginas web restricciones de acceso, tales 




c) Organización de la información.- la información mínima requerida a ser difundida a 
través del portal web, debe estar organizada por temas, items, orden secuencial o 
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 Resolución Sustitutiva de los parámetros de aplicación de los artículos 7 y 12 de la LOTAIP. Registro Oficial 
Suplemento 579 de 18-nov-2011. Ver Anexo No. 2.  
35
  Artículo 4 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
36
  Resolución Sustitutiva de los parámetros de aplicación de los artículos 7 y 12 de la LOTAIP. Registro Oficial 
Suplemento 579 de 18-nov-2011 
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cronológico, sin agruparla o generalizarla, con la finalidad de facilitar el acceso a la 
misma. 
 
d) Funcionamiento permanente de la página web.- las instituciones deben garantizar el 
correcto y permanente funcionamiento del portal web institucional, es decir que los 
sistemas deben ser efectivos, eficientes, dinámicos, amigables y ópticamente 
comprensibles al ciudadano.  
 
e) Adecuación técnica para personas con capacidades especiales.-  Las instituciones 





I.1.3. Limitaciones al derecho de acceso a la información pública  
 
 Al igual que todos los derechos, el acceso a la información pública no es un derecho 
absoluto, sino que por el contrario cuenta con sus respectivos límites, conocido como régimen de 
excepciones y conformado tanto por la Información confidencial como por la reservada, 
considerada como información restringida y no sujeta a publicidad.  
 
 Inclusive, las limitaciones a este derecho, ya fueron establecidas en la misma Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (1969),  a través de su artículo 13, que en conclusión 
manifiesta que si bien es cierto toda persona tiene derecho a la información, se debe asegurar: 
 
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
pública.(p.7)  
  
 Cabe indicar que también se contempla que las limitaciones deben estar expresamente 
establecido por la ley.  
  
Al respecto, relatores de la libertada de expresión de organismos como la ONU, la OEA y 
la OSCE, en su Declaración Conjunta (2004) sobre el  acceso a la información y sobre la 
legislación que regula el secreto
38
 coinciden y declaran que: 
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El derecho de acceso a la información deberá estar sujeto a un sistema restringido de 
excepciones cuidadosamente adaptado para proteger los intereses públicos y privados 
preponderantes, incluida la privacidad; que las excepciones se aplicarán solamente 
cuando exista el riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos y cuando ese daño 
sea mayor que el interés público en general de tener acceso a la información, y que la 
autoridad pública que procure denegar el acceso debe demostrar que la información está 
amparada por el sistema de excepciones. (p. 2) 
  
Autores como Villanueva (2006) concuerdan y sostienen que “las áreas reservadas de 
información se deben fundar en proteger la seguridad nacional o el derecho a la privacidad de 
particulares, cuyos datos estén en posesión de algún órgano estatal. (p.72) 
 
 Por lo que, tanto el derecho internacional como la doctrina coinciden en que no toda la 
información en manos del estado puede ser considerada pública, ya que el ejercicio de este derecho 
tiene como limitación a la información confidencial y reservada, limitaciones que pretenden 
garantizar el ejercicio de otros derechos también garantizados a los ciudadanos constitucional e 
internacionalmente.  
 
En cuanto a la información confidencial, la LOTAIP contempla que la publicidad de este 
tipo de información está prohibida, y quien la difunda o haga uso ilegal de ella estará sujeto a las 
acciones legales que para el efecto se establezcan, tal como lo es el Recurso de Habeas Data, que 
pretende garantizar este derecho, sin embargo cabe mencionar que en algunos países, al mismo 
tiempo de haber expedido leyes de acceso a la información pública, han publicado leyes de 
protección de datos personales, con la finalidad de que la protección de datos personales no 
dependa de la interpretación hecha por la autoridad pública, sino de lo manifestado en la legislación 
atinente, ya que si no se controla bien este tema se pueden cometer faltas como la entregar 
información que por su naturaleza tenía que habérsela protegido, o por el contrario, negar el acceso 
a la información, por considerarla confidencial, sin en la realidad tener esa calidad.(Bahamonte, 
2005) 
 
Por lo tanto cabe considerar que, la información confidencial al ser un límite del ejercicio 
del acceso a la información pública, es imprescindible que cuente con una ley que establezca 
lineamientos claros acerca de la recolección, archivo, procesamiento, manejo y distribución de los 
datos personales, ya que la simple enumeración o definición de lo que es, puede acarrear el 
cometimiento de errores y dudas tanto en la protección de datos personales como en  la garantía de 




 En cuanto a información reservada, se encuentra establecida en el artículo 17 de la 
LOTAIP, debiendo esta información, antes de ser clasificada como tal cumplir, con requisitos 
como: 
 
-  Ser declarada como reservada por el Ministerio de Coordinación de Seguridad, en casos 
taxativamente enumerados, en la ley, con temas relacionados a información militar y 
defensa nacional. 
- Ser declarada mediante ley como información reservada.  
 
Esta información además no podrá permanecer por más de 15 años en esa calidad, y deberá 
ser desclasificada cuando el motivo por la cual se la declaró reservada haya sido superado, cabe 
además considerar que la información debe ser clasificada como reservada mediante una ley, previa 
a la presentación de una solicitud de acceso a la información pública.  
 
Finalmente es necesario manifestar que el régimen de excepciones debe estar sometido a 
estrictas y definidas limitaciones a través de la misma ley, ya que este tema no se puede dejar a la 
discrecionalidad de autoridades de turno. 
  
 TITULO II 




La Organización de los Estados Americanos, ha reconocido a la participación ciudadana 
como fundamento constitutivo de las democracias, tal es su importancia que se lo ha instituido 
como un derecho humano en tratados internacionales como la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, en su artículo 21 manifiesta que:  
 
Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por 
medio de representantes libremente escogidos, toda persona tiene el derecho de acceso, 
en condiciones de igualdad, a las funciones y que la voluntad del pueblo es la base de la 
autoridad del poder público (…)” 39. 
                                                 




Al tenor del mismo texto otros instrumentos internacionales han contemplado al derecho de 
participación ciudadana, tales como el Pacto de derechos civiles y políticos y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, manifestando el reconocimiento del derecho que tienen los 
ciudadanos de participar en los asuntos públicos. Es más, tal ha sido la preocupación de la OEA 
que, como ya se lo mencionado anteriormente, resolvió expedir una Carta Democrática 
Internacional, en donde la participación ciudadana asume su carácter de derecho, responsabilidad 
de los Estados y condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. (Aguilar, 
2006) 
 
La Carta Democrática Internacional sostiene que la democracia  “se refuerza y profundiza 
con la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad 
conforme al respectivo orden constitucional.” 40      
 
Particularmente el orden constitucional ecuatoriano protege en gran medida el derecho de 
participación ciudadana, al posicionar al pueblo como el primer mandante y fiscalizador del poder 
público, garantizando su participación en todos los niveles de gobierno. Inclusive se ha creado 
constitucionalmente la Función de Transparencia y Control Social que tiene precisamente como 
uno de sus objetivos el incentivar la participación ciudadana a través de la formulación de políticas 
públicas de transparencia, control, rendición de cuentas, promoción de la participación ciudadana y 





II.2.1 Participación Ciudadana 
 
La palabra participación proviene del latín “participatio”, que según la Real Academia de la 
Lengua  Española significa la acción y efecto de participar, compartir o noticiar, y ciudadano 
proviene del lartín "cive" que  significa ciudad, "tas" que significa cualidad, y "ano" que significa 
pertenencia, por lo se define como aquella persona que forma parte o pertenece a una sociedad. Por 
lo tanto significa la acción y efecto de la participación de una persona que forma parte de una 
sociedad.  
 
                                                 
40  Ibídem. 
41  Ibídem. 
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 Para efectos de la presente investigación se han seleccionado autores que dieron su 
definición en cuanto a la participación desde un punto de vista social, tal es así que Velásquez 
(1986) define a la participación como “un proceso social en el que distintas agrupaciones sociales 
intervienen directa o indirectamente en el desarrollo de la sociedad”. (p.73) 
 
 Y ya en sí una definición de participación ciudadana se tiene la dada por Baño (1998), 
quien sostiene que es “la intervención de los particulares en actividades relacionadas con la 
esfera pública”. (p.15) 
 
Otro concepto acertado es el mantenido por Aguilar (2006) quien manifiesta que: 
 
“Es un conjunto de mecanismos, institucionalizados o no, a través de los cuales, los 
ciudadanos inciden o buscan incidir en las decisiones públicas con la expectativa que 
aquellas decisiones representen sus intereses sociales, difusos y colectivos, ejerciendo 
su derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos” (p.57) 
 
 
 Por ello se puede definir a la participación ciudadana como un proceso social continuo a 
través del cual el ciudadano o los ciudadanos en su conjunto, van asumiendo un papel protagónico 
en las decisiones adoptadas por las instituciones públicas que forman parte del Estado, el mismo 
que tiene como obligación crear el escenario que posibilite al ciudadano participar de estos actos 
que de una u otra manera afectan el desarrollo de sus estilos de vida. 
 
 Tal es la importancia que ha adquirido este término, que ha sido considerado como el 
motor de cambio social y fundamento constitutivo de la democracia
42
 que ha pasado de ser sujeto 
de simple definición a ser sujeto de declaración de derecho tanto en la realidad nacional como la 
internacional, por lo que se lo ha reconocido como uno de los derechos fundamentales del ser 
humano, cuya garantía es responsabilidad del Estado.  
 
 Afortunadamente, el Ecuador no es la excepción ya que se acoge en la Constitución vigente 
el derecho de participación ciudadana y se prevé la creación y fortalecimiento de mecanismos que 
hagan posible el efectivo ejercicio de este derecho. 
 
Todo lo dicho en la Constitución en cuanto a la participación ciudadana ha sido sujeto de 
análisis por parte del Estado con el propósito de encaminar las acciones necesarias que hagan 
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  Organización de Estados Americanos. Vigésimo octavo periodo extraordinario de sesiones, 11 de septiembre de 2001 
en la ciudad de Lima, Perú.  
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efectivo este derecho, por lo que vale la pena hacer mención del contenido del Plan Nacional del 
Buen Vivir para el 2013-2017,  en cuanto a la participación ciudadana y control social. 
 
 El primer objetivo planteado en el PNBV, es la consolidación del Estado democrático y la 
construcción del poder popular, en donde se “contempla la voluntad de forjar una ciudadanía que 
viva en armonía y respete el bien común, así como reforzar las prácticas de rendición de cuentas, el 
control social y la lucha contra la corrupción” (p.86)  
 
Según el referido plan, este objetivo tiene como prioridad el fortalecimiento de la sociedad 
mediante la construcción del poder popular, a través de la promoción de la participación, sea ésta la 
electoral, la representación política, los mecanismos de democracia directa y los instrumentos de 
participación ciudadana, y la construcción de una cultura democrático- participativa, ya que solo se 
logrará democratizar el Estado y la sociedad a través de una ciudadanía activa y preocupada por la 
cosa pública. (PNBV, 2013) 
 
El cumplimiento de este objetivo se lo logrará a través de políticas y lineamientos 
planteados, siendo uno de los más relevantes el “consolidar la implementación de mecanismos de 
participación ciudadana para fortalecer la articulación del Estado y la sociedad en todos los niveles 
de gobierno y funciones del Estado, y mejorar los procesos de toma de decisiones” (p.102) 
 
Es evidente que la esencia de este objetivo es establecer un vínculo de comunicación y 
participación entre el ciudadano y el Estado, a través de creación de mecanismos, o fortalecimiento 
de los ya existentes, que faciliten la participación ciudadana y el ejercicio del control social dentro 
de la gestión pública, todo esto con el propósito de contar con un Estado en donde sus acciones se 
caractericen por ser transparentes.  
 
Es menester además mencionar que dentro de este objetivo del PNBV, se señala como 
política y lineamiento el mejorar la facultad reguladora y de control del Estado con el propósito de 
garantizar el cumplimiento de los derechos de la ciudadanía, es decir que el Estado en caso de que 
se vulnere un derecho está en la obligación de controlar y establecer la respectiva sanción.  
 
Concomitantemente el Plan Nacional de prevención y lucha contra la Corrupción (2013) manifiesta 
que:  
La participación ciudadana en todo el ciclo de la política pública, resulta en un 
mecanismo idóneo para reducir los escenarios propicios a la corrupción y 
concomitantemente con ello, ampliar la transparencia y la gobernabilidad, redunda 





Por lo tanto la participación ciudadana cumple un rol fundamental en el crecimiento y 
progreso de un Estado democrático, al fundar nuevos márgenes de relación entre ciudadano y 
Estado y  establecer un vínculo de comunicación entre éstos dos, permitiendo la participación en 





II.2.2 Control Social 
 
 La Enciclopedia Universal Espasa Calpe (2005) define al término control como la 
“comprobación, inspección, fiscalización, intervención, regulación, dominio, mando, y  





Sin embargo, estos dos términos en conjunto autores como Lenardón (2007) concibe al 
control social como las medidas ejercidas por la sociedad para fiscalizar las acciones de la hacienda 
pública, a fin de medir la eficiencia, la economía y la eficacia de la gestión; por lo tanto es deber de 
la administración pública estar al servicio de la sociedad y posibilitar su evaluación.  
 
Mientras que Petrei (1997) siguiendo la misma visión señaló que el control descansa en tres pilares:  
 
1. La necesidad de establecer mecanismos que aseguren el menor desvío posible entre 
las preferencias de los individuos respecto a la acción del Estado;  
2. La concepción democrática que asigna al legislativo un papel de control sobre el 
ejecutivo;   




El control social por lo tanto viene a configurarse como un derecho y un deber de la 
ciudadanía que viene a transparentar la gestión estatal, con el objetivo de mostrar los resultados de 
sus acciones a los ciudadanos, posibilitando a estos últimos ejercer el respectivo control, 
convirtiéndose en un medio efectivo para detectar irregularidades y retroalimentar las decisiones 
del Estado. (Aicardi, 1998) 
 
 
                                                 
43






 Como se ha manifestado anteriormente, la Constitución del 2008 garantiza en gran medida 
el derecho de participación de los ciudadanos dentro de la gestión pública, y tal y como el mismo 
cuerpo normativo lo señala, esta participación se la ejercerá bajo los principios de igualdad, 
autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e 
interculturalidad. 
 
 Sin embargo, tomando en cuenta los principios establecidos tanto en la Constitución, la 
Ley Orgánica de participación ciudadana (2010) y las posiciones de distintos autores que manejan 
el tema, se considera que el ejercicio de este derecho se lo debe ejercer bajo los siguientes 
principios:  
 
a) Principio de igualdad.- se reconoce la participación de todos los ciudadanos, por si solos 
o en conjunto lícito, en las gestión pública del país, sin importar su edad, sexo, condición 
social, comunidad,  pueblo o nacionalidad, preferencias religiosas y políticas. 
 
b) Principio de autonomía.-  el Estado garantizará el ejercicio de los derechos de 
participación respetando la autonomía de las personas y de acuerdo a sus convicciones. 
 
c) Deliberación pública.- la participación ciudadana supone y respeta la confrontación e 
intercambio público de argumentos razonados, con el propósito de llegar a la construcción 
de acuerdos que promuevan el fortalecimiento de la democracia.  
 
d) Paridad de género.- se garantiza la igualdad de participación y control social tanto de 
hombres como de mujeres en todos los ámbitos de la gestión pública.   
 
e) Principio de corresponsabilidad.- la participación se asume como un compromiso legal y 
ético tanto por parte de las instituciones pública como por el ciudadano, teniendo el Estado 
como obligación garantizarla y los ciudadanos el deber de ejercerla.  
 
f) Principio de la información y transparencia.- todas las actuaciones y decisiones de los 
funcionarios que conforman la administración estatal, son consideradas públicas y por lo 
tanto de conocimiento por parte de todos los ciudadanos, por lo tanto el Estado garantizará 




g)  Principio de solidaridad.-  la participación ciudadana promueve el fortalecimiento de las 
relaciones entre Estado y ciudadano, integrando esfuerzos para la colaboración y ayuda 
mutua.  
II.4 El acceso a la información pública y el ejercicio de los derechos de 
participación ciudadana y control social  
 
Los derechos de participación ciudadana y control social y el acceso a la información pública 
son incuestionablemente dos términos que se complementa el uno con el otro, no podemos hablar 
de participación ciudadana si ésta no cuenta con información que permita que su participación sea 
legitima y en base a un criterio real, y más aún cuando estos mismos derechos ha cobrado tanta 
importancia en la vida democrática del estado.  
 
Inclusive, de la revisión tanto de los principios bajos los cuales se debe ejercer el derecho de 
acceso a la información pública como del derecho de participación ciudadana, se establece que los 
dos derechos figuran como principio de ejercicio en ambos casos.  
 
Así, la participación ciudadana y el control social ha ganado reconocimiento y espacio a 
través de la divulgación de la Constitución del 2008, la Ley Orgánica de Participación Ciudadana 
(2010), y la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (2010), 
normativa que va encaminada a promover el ejercicio de los derechos de participación. 
 
 De igual forma el acceso a la información pública ha venido desarrollándose en gran 
medida, al constituirse las libertades informativas en uno de los principales valores de las 
sociedades democráticas. El ciudadano es políticamente libre si tiene a su alcance el conocimiento 
suficiente de lo que ocurre a su alrededor, sólo así, con elementos que le permitan un juicio 
racional, puede tomar decisiones propias, siendo consciente de las causas y consecuencias de sus 
actos y de la participación dentro del Estado. (Navarro, 1998) 
 
Es por ello que para que “la ciudadanía ejerza su derecho a participar es importante que 
acceda a información completa, adecuada, oportuna y veraz sobre la actuación del Estado, pues 
quien participa sin información, participa sin poder”. (Baragli, Giupponi, Gómez & Caro, 2013, 
p.72), siendo precisamente el ejercicio del derecho de acceso a la información pública que permite 
a los ciudadanos tener más conocimiento de la gestión pública, lo que supone una mayor 




 La Democracia básicamente radica, en la facultad que posee el ciudadano para conocer y 
participar en las decisiones que los entes públicos han adoptado, las mismas que en la mayoría de 
casos afectan la vida cotidiana del pueblo, por lo tanto la participación de los ciudadanos dependerá 
del grado de información que posean, es por ello que se ha descrito a la información como el 
oxígeno de la democracia. (Mendel, 2003) 
 
Por lo tanto el derecho de acceso a la información pública y los derechos de participación 
ciudadana y control social, son derechos que por su naturaleza están estrictamente vinculados, tal 
es así que dentro de la jurisprudencia internacional, específicamente en el caso Claude Reyes, 
antecedente relevante mencionado anteriormente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en su sentencia “destacó claramente el vínculo existente entre la democracia y la participación 
política de las personas a través del derecho de acceso a la información” (OEA, 2007, p.45) 
 
 Y particularmente, dentro de nuestra jurisprudencia, en sentencias No. 002-11-SIN-CC. 
dada por la Corte Constitucional en el caso No. 0034-10-IN. R.O. 624 de 23 de enero de 2012, 
manifiesta que: 
Se debe establecer que el derecho de acceso a la información se convierte en una 
herramienta crítica para el control de funcionamiento del Estado y la gestión pública y 
para el control de la corrupción. En este contexto, el derecho de acceso a la 
información es el parámetro para garantizar la transparencia y la eficaz 
gestión pública del gobierno y de las otras autoridades estatales. El pleno ejercicio del 
derecho al acceso a la información es una garantía fundamental para evitar abusos de 
los funcionarios públicos, promover la rendición de cuentas y la transparencia en la 
gestión estatal, previniendo la corrupción y el autoritarismo. Por otra parte, el 
libre acceso a la información se convierte en el mecanismo para que en un sistema 
democrático representativo y participativo la ciudadanía pueda ejercer adecuadamente 
sus derechos políticos, en razón de que estos tienen como presupuesto la existencia de 
un debate amplio y vigoroso, en virtud de lo cual se debe contar con 
la información pública a efectos de evaluar con seriedad los avances y las dificultades 
de los logros de las distintas autoridades. Cabe destacar que solo a través del acceso a 
la información bajo el control del Estado es posible que los ciudadanos puedan 
informarse si se está dando cumplimiento adecuado a las funciones públicas y por ende 
el mandato por ellos encomendado. Finalmente, el acceso a la información tiene una 
función instrumental esencial, debido a que solamente a través de una adecuada 
implementación de este derecho, las personas podrán conocer con exactitud cuáles son 
sus derechos y qué mecanismos existen para protegerlos.  
 
 Con todo esto se evidencia, que la normativa ya preveía la existencia de este vínculo entre 
los dos derechos, inclusive antes de la actual Constitución, al ser una de las principales razones de 
haberse publicado la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el facultar 
a la ciudadanía a participar y controlar la gestión pública, tal y como se lo concibe en su 
considerando: 
 
Que el artículo 81 de la Constitución Política de la República, garantiza el derecho a 
acceder a las fuentes de información, como mecanismo para ejercer la participación 
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democrática respecto del manejo de la cosa pública y la rendición de cuentas a la que 
están sujetos todos los funcionarios del  Estado, y demás entidades obligadas por esta 
ley. (LOTAIP, 2004, p.1) 
 
Incluso, tal y como se lo analizo en la fundamentación legal, la Constitución del 2008, 
concibe al Ecuador como un Estado democrático, cuya soberanía radica en el pueblo y su voluntad 
es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las 
formas de participación directa previstas. Además, al tenor de lo manifestado en el artículo 100, se 
garantiza la participación en todos los niveles de gobierno, con el propósito de fortalecer la 
democracia con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de cuentas y control social; 
promover la formación ciudadana e impulsar procesos de comunicación. 
 
A esto sumado la creación de la Función de transparencia y Control Social y el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, cuyo objetivos primordiales son promover el control de 
las instituciones del sector público y demás entes obligados para que sus funciones las realicen con 
responsabilidad, transparencia y equidad, fomentar e incentivar la participación ciudadana, proteger 
el ejercicio y cumplimiento de los derechos, impulsar y establecer mecanismos de control social en 
los asuntos de interés público y combatir la corrupción. 
 
Cabe hacer mención también a los distintos objetivos y políticas que se han establecido en 
el PNBV, con el fin de plasmar en hechos lo cobijado por la Constitución, estando entre los más 
importantes el objetivo de reforzar las prácticas de rendición de cuentas, el control social y la lucha 
contra la corrupción a través de la política y lineamiento de maximizar el acceso a la información 
pública, oportuna, de calidad, comprensible, adaptada y diversa. (PNBV, 2013) 
 
Por todo lo expuesto, no cabe duda alguna que uno de los mecanismos permanentes de 
transparencia, participación ciudadana y control social e inclusive de comunicación es 
precisamente el acceso a la información pública, ya que a través de este medio se posibilita al 
ciudadano a conocer día a día las decisiones adoptadas por el Estado que de una u otra manera 
afectan en el desarrollo de sus vidas.  
 
Por lo tanto se hace necesario contar con leyes claras, completas y efectivas, sin ser la 
excepción el marco jurídico que regulariza y garantiza el acceso a la información pública, y más 
aún cuando se trata de un derecho que marca el principio de ejercicio de otros derechos que 
promueven la transparencia de la gestión pública, la participación activa de una ciudadanía bien 
informada y el control social, todos éstos escenarios imprescindibles para el desarrollo de prácticas 





El acceso a la información pública a nivel mundial 
 
III. 1 Generalidades  
 
 El acceso a la información pública a lo largo del desarrollo de la historia del mundo, ha 
sido un tema sujeto de la celebración de tratados, convenciones, declaraciones, y acuerdos 
internacionales, todos ellos con el objetivo de plasmar en los Estados la garantía que están 
obligados a brindar a través de sus legislaciones internas en el reconocimiento y ejercicio de este 
derecho.  
 
 Afortunadamente, todos estos esfuerzos realizados internacionalmente, han ocasionado un 
gran impacto en los Estados, a tal punto que de los 198 países que conforman los 5 continentes, 97 
países cuentan con una ley de acceso a la información pública, equivaliendo a casi el 50% de países 
que dentro de sus legislaciones internas garantizan este derecho.  
 
 Sin embargo, el hecho de que los Estados cuenten con una ley de acceso a la información 
pública, si bien marca su reconocimiento, no significa que se esté garantizando el efectivo ejercicio 
de este derecho, por lo que, se hace forzoso en primer lugar, identificar cuáles son los países que 
cuentan con este tipo de leyes, conocer cuál es el continente que posee mayor número de países que 
se han preocupado por reconocer este derecho, definir los países definidos a nivel mundial como 
los líderes en transparencia y acceso a la información pública, y finalmente, en segundo lugar 
analizar las mejores legislaciones en este tema, a nivel de continente, especialmente con países 
latinoameri-canos, debido a la historia y realidad que comparten, con la finalidad de conocer cuáles 
han sido los puntos más fuertes de determina legislación que han permitido un efectivo ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública.  
III.2 Legislaciones de Acceso a la Información Pública a nivel 
Mundial  
 
 A continuación se mostrara gráficamente los países de los diferentes continentes que 
cuentan con leyes de acceso a la información pública, y cuáles son los que aún no las contemplan 
en sus legislaciones internas, considerando el siguiente cuadro: 
 













Fuente: The Centre for Law and Democracy 
                                                                              Elaborado por: Elizabeth Cajas 
Continente Americano  
 
Gráfico 2. Leyes de acceso a la información pública en el Continente Americano 
 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas  
 
El continente americano está constituido por aproximadamente 35 países, de los cuales la 
mayoría contemplan dentro de sus legislaciones, el derecho de acceso a la información pública, 
actualmente 10 países no cuentan con una ley que regule este derecho, ente ellos esta Cuba, Costa 







Gráfico 3. Leyes de acceso a la información pública en el Continente Europeo 
 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas  
 
El continente europeo está constituido por aproximadamente 50 países, este continente a 
pesar de estar integrado por un número elevado de países, tan solo 5 países no cuenta con una ley 
de acceso a la información pública. Entre estos países figuran Bielorrusia, Chipre, Luxemburgo, 




El continente Africano está compuesto por 53 países, de estos tan solo 11 cuentan con una 
Ley de Acceso a la Información pública, (Nigeria, Níger, Túnez, Etiopía, Tunisia, Liberia, 
Sudáfrica Uganda, Guinea Conakry, Angola y Zimbabue),   siendo Sudáfrica el primer país en 
adoptar una ley de este tipo y Liberia uno de los países que cuenta con una ley que garantiza en 




Gráfico 4. Leyes de acceso a la información pública en el Continente Africano 
 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas  
 
Son pocos los países africanos que cuentan con leyes de acceso a la información pública, y 
de aquellos que cuentan con una ley de este tipo, se enfrentan a problemas como no contar con un 
ente controlador, no estar bien definido su régimen de restricciones, en sí por no garantizar 




Sin embargo las reivindicaciones sociales actualmente están luchando por contar con una 
ley que garantice su derecho a la información , tal es así que la Comisión Africana de Derechos 
Humanos (CADHP) ha aceptado analizar la Ley modelo sobre Acceso a la Información, elaborada 




Continente Asiático  
 
El continente Asiático está compuesto por 48 países de los cuales aproximadamente 20 
países no cuentan con una ley de transparencia y acceso a la información pública, estando entre 
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Gráfico 6. Leyes de acceso a la información pública en el Continente 
Oceánico 
ellos, Arabia Saudita, Irán, Irak, Afganistán, Vietnam, Malasia, Corea del Norte, Singapur, Quatar, 
Filipinas, Kuwait, Emiratos Árabes y Omán 
 
Gráfico 5. Leyes de acceso a la información pública en el Continente Asiático 
 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas  
 
 












Fuente: The Centre for Law and Democracy 




Oceanía está compuesta por 13 países, de los cuales tan solo dos cuentan con una ley que 
regula el acceso a la información pública, siendo estos Australia y Nueva Zelanda. 
 
Por lo que, de los datos mencionados se refleja que el continente que cuenta con mayor 
número de países que ha contemplado en su marco jurídico el derecho de acceso a la información 
pública es Europa, por su bajo número de países sin leyes de acceso.  
 
Sin embargo de lo manifestado, es de suma importancia no solo dar a conocer las 
estadísticas de forma cuantitativa, sino también cualitativa, ya que organizaciones como “Access 
Info Europe” y “The centre for Law  and Democracy, a través de su sistema Global Right to 
Information Rating, herramienta utilizada para medir la calidad de la solidez de las leyes de acceso 
a la información de todo el mundo, mas no su calidad de ejecución
45
, han calificado a las leyes de 
todo el mundo, en base a parámetros establecidos. 
 
 La calificación se la ha hecho en base a un máximo de 150 puntos, considerando ítems 
como el reconocimiento del derecho de acceso, su alcance, el procedimiento de solicitudes, 
régimen de excepciones, apelaciones, sanciones, y medidas de fomento; parámetros que han sido 











Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas  
 
                                                 
45
 Es una herramienta utilizada por  “The Centre for Law and Democracy”, fundado en Canadá, que analiza la calidad de 
las leyes que se refieren a transparencia en todo el mundo.  
Gráfico 7. Calificaciones leyes de acceso a la información pública 
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Gráfico 8. Leyes de acceso a la información pública en el mundo 
 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: The Centre for Law and Democracy 
 
Como se evidencia alrededor del 50 % de los países del mundo cuentan con una ley de 
acceso a la información pública, siendo sus calificaciones muy variadas de acuerdo a un rango 
entre 37 puntos, que es el más bajo y 135, siendo el puntaje más alto. En general, el 80% de países 
tienen una puntuación sobre los 60 puntos, sin embargo se han determinado falencias, a nivel 
mundial, como alcance limitado, régimen de excepciones muy amplios, procedimientos de 
apelación y supervisión débiles y falta de normativa que promueva el conocimiento del derecho de 
acceso a la información pública. 46 
 
                                                 
46
 Ibídem.  
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 Pocos son los países considerados que poseen leyes sólidas, entre ellos Serbia con una 
calificación de muy buena de 135/150 puntos,  India con 130 puntos, Eslovenia con 129, Liberia 
con 126, Liberia con 126, El salvador con 124 y México con 119. 
 
 Entre las consideradas como leyes buenas tenemos a países como Ucrania con 115 puntos, 
Etiopía con 114, Nicaragua con 113 puntos, Croacia con 112, Brasil con 110, y Finlandia y Yemen 
con 105.  
 
 Las leyes de acceso a la información pública calificadas como regulares con tendencia a ser 
buenas figuran países como Nepal con 104 puntos, Bosnia Herzegovina y Panamá con 102, 
Indonesia con 101, Reino Unido con 99, Rusia y Uganda con 98, Guatemala con 96, Perú con 95, 
Estonia con 94, Uruguay con 91, Chile con 93  Estados Unidos de América con 89. 
 
 Y finalmente entre la clasificación de legislaciones regulares se tiene a Australia con 
83puntos,  Mongolia con 82, España y Noruega con 78, Angola con 76, Ecuador con 75, Níger con 
74,  Turquía Letonia y China con 72,  Guyana con 69, Argentina con 66, Francia e Islandia con 64, 
Italia con 57, Liechtenstein con 39 y Austria con 37.  
 











AÑO DE EXPEDICIÓN 
DE LEY 
1 Serbia 2003 
2 India 2005 
3 Eslovenia 2003 
4 Liberia 2010 
5 Sierra Leona 2013 
6 El Salvador 2011 
7 México 2002 
8 Azerbaiyán 2005 
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Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
 Y finalmente, el listado de los 10 países mejores calificados del continente Americano:  
 
Tabla 2. Posiciones de leyes de acceso a la información pública a nivel continente americano 
Fuente: The Centre for Law and Democracy 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 De los cuadros anteriores se demuestra que al menos, el Salvador y México también 
ocupan un lugar en las mejores posiciones a nivel mundial, por lo que se hace necesario ampliar el 
análisis de éstas legislaciones, para conocer cuáles son los puntos que hacen que se las considere 
como una de las mejores. 
 
II.3 Legislaciones de Acceso a la Información Pública en el Continente 
Americano  
 
1) El Salvador 
 
 La Ley de Acceso a la Información Pública del salvador fue expedida en el año 2011, y 
está conformada por 111 artículos y 10 títulos que contemplan en el título I, el objetivo que tiene la 
ley, las definiciones, fines y principios bajo los cuales se rige, destacando de este título que uno de 
9 Ucrania 1992 






AÑO DE EXPEDICIÓN DE 
LEY 
1 El Salvador 2011 
2 México 2002 
3 Nicaragua 2007 
4 Brasil  2011 
5 Panamá 2002 
6 Guatemala 2008 
7 Perú 2003 
8 Chile 2008 
9 Uruguay 2008 
10 Jamaica 2002 
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los fines que persigue es “ la promoción de la participación ciudadana en el control de la gestión 
gubernamental y la fiscalización ciudadana al ejercicio de la función pública”, “la prevención de la 
corrupción y el fomento de la cultura de transparencia” y “facilitar la participación de los 
ciudadanos en los procesos de toma de decisiones concernientes a los asuntos públicos”. (p.2) 
 
 Otro de los puntos novedosos es que además de los principios que por general rigen el 
ejercicio del acceso de la información pública, se suma el de prevalencia del criterio de máxima 
publicidad que sostiene que “en caso de duda sobre si una información es de carácter público o está 
sujeta a una de las excepciones, deberá hacer prevalecer el criterio de publicidad”. 47 Esto sumado a 
la posibilidad de ejercer el derecho de acceder a la información pública sin necesidad de acreditar 
interés legítimo o derecho precedente. 
 
 
Otro importante avance en el tema, es el establecido en el título II de las clases de 
información, en donde se establece que dentro de la información que de oficio tiene que ser 
divulgada están “los mecanismos de participación ciudadana y rendición de cuentas existentes en el 
ámbito de competencia de cada institución, de las modalidades y resultados del uso de dichos 
mecanismos” y “el informe de los indicadores sobre el cumplimiento de esta ley que diseñe y 
aplique el Instituto”. 48 Además de contar con  otros puntos importantes que inclusive incluye la 
difusión de cuadros estadísticos de la gestión de las distintas funciones, estableciendo que ninguna 
institución podrá negar información so pretexto de no contar con la tecnología adecuada.  
 
 En cuanto a información reservada se establece específica y taxativamente los casos en los 
que se podrá declarar la información con tal categoría, bajo un plazo máximo de 7 años, con opción 
de prórroga por 5 años más, tiempo después del cual, sin necesidad de resolución pasará a ser parte 
de la información pública, pudiendo ser desclasificada antes del tiempo establecido si se han 
superado los motivos por los que adquirió esa clasificación.  
 
 Sobre la información confidencial, de igual forma, se encuentra taxativamente numerada, y 
prohibida su divulgación sin consentimiento previo del titular, y se establece sanciones para aquel 
funcionario que haga pública tanto la información reservada como la confidencial. En este tema se 
establece una particularidad que es el tema de versiones oficiales, que consiste que en el caso que 
se tenga que publicar un documento que contenga información pública e información restringida, 
se deberá realizar una versión en donde solo conste la información pública. 
                                                 
47
 Ibídem.  
48




 Inclusive, a la información se le ha dedicado un título completo, siendo este el tercero, en 
donde se establecen los derechos y obligaciones derivadas de la protección de esta información, su 
procedimiento de acceso a ella por parte de los titulares, el registro de estos datos, la gratuidad de 
su entrega, el recurso de apelación por negativa de entrega, consulta, actualización o rectificación 
de datos o falta de contestación dentro del plazo establecido. 
 
 En su título IV constan exclusivamente lineamientos técnicos para la administración, 
catalogación, conservación y protección de información pública en los archivos de la función 
pública, mientras que en su título V, sobre la promoción de la cultura de acceso a la información 
pública, se establece la obligación que tiene cada institución pública de capacitar a sus funcionarios 
en el tema, y concomitantemente a esto se estable como obligación del ente de regulación llamado 
“Instituto de acceso a la información pública”, la capacitación de la sociedad civil en cuanto al 
ejercicio del derecho de acceso a la información, derecho a la participación ciudadana para la toma 





 El título VI, de la estructura institucional, prevé la creación de unidades de acceso a la 
información pública, con el propósito de manejar todo lo concerniente al acceso a la información, 
dichas unidades estarán lideradas por un oficial de información quien será nombrado por la máxima 
autoridad. La obligación es extendida a todos los municipios, en donde se permite que dichas 
unidades sean unipersonales; la ley inclusive plantea el perfil con el que debe cumplir la persona 
que ocupe el cargo de oficial de la información. 
 
 En el mismo título se contempla la creación del Instituto de Acceso a la Información 
Pública, “como institución de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
autonomía administrativa y financiera, encargado de velar por la aplicación de esta ley”. 50 Este 
instituto estará integrado por 5 comisionados y sus respectivos suplentes, teniendo a su cargo entre 
las principales funciones, el promover, velar, y garantizar el efectivo ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública, y en caso de incumplimiento de los entes obligados, sancionarlos 
de conformidad a la ley, además éste órgano debe rendir un informe anual ante la Asamblea 
Legislativa.  
 
                                                 
49
 Ibídem.  
50
 Ibídem.  
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 Su título VII, funda el procedimiento de solicitudes de acceso a la información ante los 
entes obligados, en donde se manifiesta que éste debe ser gratuito, debiendo el solicitante cubrir los 
gastos de reproducción, en caso de copias certificadas su costo será de acuerdo a las tasas previstas 
en las leyes especiales; por otra parte, en ningún caso la entrega de información estará 
condicionada a que se motive o justifique su utilización, ni se requerirá demostrar interés alguno y 
para su contestación se la deberá hacer dentro de los 10 días hábiles, pudiendo esta prorrogarse 
justificadamente por 5 días más, finalmente la resolución a través de la cual se de contestación a la 
solicitud, debe caracterizarse por estar debidamente motivada. La falta de contestación habilita al 
solicitante acudir al Instituto, con la finalidad de que sea éste quien presione a la entidad obligada, 
la misma que deberá remitir la información en el término máximo de tres días a partir de su 
requerimiento oficial, si persiste su negativa el interesado interpondrá una denuncia ante el mismo 
instituto.  
 
 A través del título XIII, se crea el régimen sancionatorio, en donde sus infracciones se las 
ha clasificado en muy graves, graves y leves, teniendo como sanción para las infracciones muy 
graves, una multa de veinte a cuarenta salarios mínimos mensuales, suspensión de funciones por el 
término de treinta días calendario, e inclusive destitución del funcionario. Las infracciones graves 
son sancionadas con multa de diez a dieciocho salarios mínimos mensuales y las infracciones leves 
con una multa de multa de uno hasta ocho salarios mínimos mensuales, debiendo estas sanciones 
ser publicadas en medios electrónicos del Instituto y anexadas al informe anual. 
 
 Por otro lado, el título IX establece procedimiento de acceso a la información y 
sancionatorio ante el instituto de acceso a la información pública, el mismo que inicia a través de la 
interposición del recurso de apelación de la resolución que niega el acceso a la información, por la 
entrega de información incompleta o que no corresponda a lo solicitado, por la negación, 
rectificación  de datos personales y por no estar conforme con el tiempo, el costo, o la modalidad 
de entrega.  
 
Este recurso se interpondrá ante el Instituto, quien puede establecer las medidas cautelares 
que considere necesarias y deberá dar contestación en un tramitarlo, recabar pruebas, formar un 
expediente, y crear el proyecto de resolución en un término de 15 días, la decisión final es sometida 
al pleno del instituto, inclusive se considera la existencia de audiencias orales para resolver el 
conflicto e imputación de presunta responsabilidad penal por parte del funcionario, si fuese el caso, 




Finalmente, también se considera la posibilidad que tienen los solicitantes de recurrir al 
Contencioso Administrativo, para impugnar las resoluciones de negativa, y su título X, da a 
conocer el régimen transitorio, su vigencia y aplicabilidad de la ley.  
 
Del contenido mencionado de la ley, se colige que es una ley sólida, tal y como ha sido 
calificada por el “Centre for Law and Democracy”, ya que si bien no conocemos en realidad como 
se aplica la normativa en el Salvador, se puede afirmar que la ley contempla en su articulado 
figuras jurídicas muy importantes que en la praxis deberían estar efectivizando el ejercicio de este 
derecho; es una ley que se caracteriza por no dejar casi ningún tema a la discrecionalidad de 
autoridades de turno, figuras como el reconocimiento del acceso a la información como mecanismo 
de participación ciudadana, transparencia y lucha contra la corrupción, su régimen sancionatorio y 
de excepciones bien definidos, el establecimiento de un procedimiento rápido, gratuito y sencillo 
para la realización de solicitudes de acceso a la información sin necesidad de alegar interés 
legítimo o derecho precedente, la facultad sancionatoria atribuida a su órgano de control, e 
inclusive el procedimiento para el recurso de apelación sustanciado por el instituto, instituyen un 
marco jurídico que fuerza a los entes obligados a garantizar y hacer efectivos estos derechos.  
 
Sin embargo de lo dicho, “The Centre for Law and Democracy”, en el análisis realizado, 
considera que, a pesar de ser una de las leyes más sólidas a nivel mundial, hace tomar medidas que 
refuercen la garantía de este derecho, principalmente en lo que tiene que ver con el régimen 





El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos expidió la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental (2002), estando conformada por cuatro títulos. El 
primero contempla todas las disposiciones comunes para los sujetos obligados, sustentando que 
tiene como propósito la promoción de lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la 
información en posesión de los poderes públicos. 
 
La ley además define a palabras como datos personales, comités, sujetos obligados, 
información, información reservada, y documentos, contando ésta última con una definición 
particular al afirma que “los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, 
sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico” 51 lo dicho se debe a que en la mayoría de 
                                                 
51 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de México. p.2. 
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legislaciones de este tipo solo se contempla la frase “en cualquier formato”, en cambio la 
legislación mexica a preferido ser aún más específica.  
 
 Los objetivos que se deben alcanzar a través de esta ley, esencialmente se señala ser, el 
transparentar la gestión pública a través de la difusión de toda la información producida por los 





 Uno de los artículos que es necesario transcribirlo por su importancia es el que se refiere a 
la interpretación, al tenor de lo siguiente:  
 
El derecho de acceso a la información pública se interpretará conforme a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; la Convención Sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, y demás instrumentos 
internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y la interpretación que de 




Este  artículo ha sido considerado por organismos internacionales,  como un gran progreso 
dentro de la legislación mexicana no solo a través de esta ley, sino incluso a través de su 
Constitución, ya que instituye al principio de máxima publicidad como eje de interpretación del 
derecho de acceso a la información, inclusive su interpretación se la realizará de acuerdo a tratados 
internacionales   suscritos por México.  
 
 Otro de los temas importantes, es que la ley obliga a las entidades a publicar de oficio 
cierta información descrita en su art.7, de acuerdo a la ley, reglamento, lineamientos y 
recomendaciones del ente controlador.  
 
 En cuanto a Información reservada si bien se enumera que información tendrá esta calidad, 
se deja abierta una brecha a la discrecionalidad ya que contempla la posibilidad de declarar 
reservada la información a través de una ley, sin especificar en qué casos exactamente, es decir que 
no se encuentra bien definido su régimen de excepciones; además se contempla dentro de este 
régimen que está prohibida la difusión de los procedimientos de responsabilidad de los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva, 
inclusive las opiniones que de este se deriven son reservadas.  






 El tiempo máximo que una información pude estar bajo reserva es de 12 años y se podrá 
prorrogar este tiempo previa solicitud justificada al ente de control, sin embargo no se establece el 
tiempo máximo de prórroga, también se contempla la obligación por parte de las instituciones 
públicas de elaborar un índice de información reservada. 
 
 Por otro lado, la protección de información confidencial se encuentra bien especificada en 
la ley, contemplando incluso que es obligación de cada entidad elaborar una política de manejo de 
este tipo de datos, debiendo procurar que ésta este actualizada y exacta; considera además que los 
costos por obtener la información no podrán ser superiores al costo de los materiales utilizados en 
la reproducción de la información, y el costo de envío.  
 
Dentro del título segundo, sobre el acceso a la información en el poder ejecutivo federal, se 
crea las unidades de enlace y comités de información, cuya finalidad es atribuir a esta unidad todas 
las funciones que se desprendan del manejo de la información pública que dicha institución 
produzca. Se crea a través de este título también el órgano de control llamado Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública, que es un órgano de la Administración  Pública Federal, con 
autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de promover y difundir el ejercicio 
del derecho de acceso a la información; resolver sobre la negativa a las solicitudes de acceso a la 
información y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades.
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Una de las falencias con las que cuenta esta ley, es que el órgano de control no se le ha 
atribuido la facultad sancionadora, sino que en caso de que se incumpla la ley, dicho órgano emite 
recomendaciones que son de acatamiento inmediato y obligatorio, sin embargo este es uno de los 
puntos que se debe mejorar en dicha legislación. 
 
 De éste título se rescata también que el proceso para realizar una solitud de acceso de 
información pública ante una unidad de enlace, no se solicitan requisitos imperiosos, por el 
contrario en ningún caso la entrega de información estará condicionada a que se motive o justifique 
su utilización, ni se requerirá demostrar interés alguno, y su contestación está sujeta a un tiempo 
máximo de 20 días, a falta de respuesta se entenderá resuelta en sentido positivo, por lo que la 
dependencia o entidad estará en la obligación de darle acceso a la información en un periodo de 
tiempo no mayor a los 10 días hábiles, asumiendo además los costos de reproducción.  
 




 Esta legislación prevé la existencia de documentos que poseen información restringida e 
información pública a la vez, en cuyo caso se deberá eliminar la información reservada o 
confidencial y entregar la pública. 
 
 La negación de acceso a la información pública, la no entrega o corrección de datos 
personales solicitados por el titular, la no conformidad con el tiempo, costo y forma de entrega de 
la información posibilita la presentación de un recurso de revisión ante el Instituto, estando éste 
regido a un procedimiento establecido expresamente en la ley.  
 
 Finalmente en el título III se mencionan a los demás sujetos obligados a brindar acceso a la 
información pública, y en el IV se establece el régimen sancionatorio, que se caracteriza por no ser 
muy claro, ya que no cuenta con una clasificación de infracciones y en cuanto a sanciones se indica 
que se aplicaran de acuerdo a la ley federal de responsabilidades administrativas de los servidores 
públicos. 
 
  Por lo tanto de la revisión de la ley que regula el derecho de acceso a la información 
pública, se desprende que es una ley proteccionista y garantista de este derecho, y que reconoce 
además su rol transcendental en el ejercicio de los derechos de participación de la ciudadanía 
mexicana, a más de contar la norma con principios, como el de máxima publicidad, y figuras 
jurídicas encaminadas a garantizar este derecho  
 
Sin embargo de lo dicho, la ley cuenta con algunas falencias que en la práctica puede 
conllevar a la vulneración del derecho de acceso, entre las más graves que se han detectado está la 
falta de limitación estricta del régimen de excepciones, principalmente con todo lo relacionado a la 
información reservada, al dejar a la decisión de autoridades de turno su declarativa y el tiempo por 
el cual se puede prorrogar el estado de la información como reservada, constituyéndose estos 
hechos en un peligro para el libre ejercicio del derecho 
   
 Otra de las inexactitudes que acoge el cuerpo legal de México, es su régimen sancionatorio 
al ser tan genérico ya que no contempla situaciones que en la praxis se pueden ocasionar, a tal 
punto llega su vacío legal que el órgano regulador no cuenta con facultad sancionatoria, tan solo su 
vigilancia está sujeta a la emisión de meras recomendaciones.  
  
 Al respecto “The centre for Law and Democracy”, en su estudio realizado, a pesar de 
considerar a la legislación mexicana como una de las pocas leyes sólidas en materia de acceso a la 





3) Brasil  
 
La ley de acceso a la información pública de Brasil fue publicada recientemente en el año 
2012, ubicándose internacionalmente en una de las mejores posiciones en cuanto a leyes de acceso 
a la información pública se refiere.  
 
 Dicha ley está conformada por seis capítulos, contemplando en el primero, disposiciones 
generales, tales como el ámbito de aplicación y sus los principios que la rigen, estando entre los 
más importantes el principio de publicidad como regla general y como excepción el secreto, la 
promoción de una cultura de transparencia y el control social de la gestión pública. 
 
Su capítulo II establece que los órganos gubernamentales deben proporcionar un amplio 
acceso y difusión de la información, proteger la información confidencial y personal, restringiendo 
su acceso de ser necesario. Además se establece como obligación la difusión de información 
mínima requerida en los portales web de las instituciones, estableciendo directamente en la ley 
parámetros que deben contener las webs, como la existencia de herramientas de búsqueda rápida 
que permita encontrar la información de manera objetiva, clara y fácil, la revelación de detalles de 
la estructuración de la información y la adopción de acciones que faciliten el acceso a la 
información a personas con discapacidad. Se condona esta obligación a los municipios con 
poblaciones de hasta 10.000 habitantes. 
 
El capítulo III trata sobre el procedimiento de acceso a la información, en donde se afirma 
que se podrán presentar las correspondientes solicitudes de acceso a la información a través de 
cualquier medio legítimo, debiendo las instituciones encaminar alternativamente, la posibilidad de 
presentación de solicitudes a través de sus portales web.  
 
Se establece como únicos requisitos la identificación del solicitante y la determinación de 
la información requerida, se prohíbe expresamente requerir como requisito justificar los motivos 
por los cuales se realiza la solicitud o demostrar interés alguno. La solicitud debe ser contestada en 
el plazo máximo de 20 días, pudiendo éste ser extendido por 10 días más siempre y cuando se 
justifique la demora.  
 
En caso de tratarse de solicitud de información que ya esté disponible al público, el 
funcionario tiene la responsabilidad de responder dicha solicitud por escrito, con la finalidad de 




 En este mismo capítulo se establece el procedimiento para interponer recursos contra la 
negativa de entrega de información pública, estableciendo un plazo máximo de 10 días ante la 
autoridad máxima de la institución o ante la Contraloría General de la Unión, debiendo estos 
sustanciar en el plazo de 5 días.  
 
 Dentro del capítulo IV se establecen las restricciones de acceso a la información, 
estableciendo como regla general que en ningún caso se podrá negar el acceso cuando se trate de 
proteger legal o administrativamente los derechos fundamentales de los ciudadanos. Sin embargo 
también se instituye la reserva a una serie de información, expresamente limitada en la ley, fijando 
a la vez el tiempo por el cual permanecerá en esa calidad, dependiendo del riesgo que signifique 
para la seguridad del estado y de la sociedad, siendo el tiempo máximo 25 años.  
 
También se establece como información no pública la confidencial, la misma que está 
sujeta a protección obligatoria por parte del Estado, dejando por sentado en la misma ley que se 
crearán reglamentos que contengan medidas que aseguren la protección de este tipo de 
información.  
 
El capítulo V se configuran las conductas ilícitas en las que puede estar inmerso un 
funcionario público, tales como negar la información, destruirla, hacer mal uso de ella, exponer 
información reservada y confidencial, en general actuar de mala fe o con dolo; estas conductas 
serán sancionadas principalmente con advertencias, multas, suspensión del cargo, destitución, e 
inhabilitación de celebrar contratos con el Estado.  
 
Finalmente en su capítulo VI se mencionan las disposiciones finales y transitorias para la 
correcta vigencia de la norma. 
 
Como se puede apreciar, a pesar de llevar vigente aproximadamente 2 años la ley de 
transparencia de Brasil, organismos internacionales la califican como una buena ley, instituyéndola 
como una de las mejores a nivel del continente Americano, sin embargo de la revisión de la ley, se 
puede afirmar que puede caer en un alto incumplimiento por parte de los entes obligados, por no 
contar en primer lugar con un procedimiento unificado de recolección y manejo de la información 
y en segundo lugar por la inexistencia de un órgano independiente que vigile su cumplimiento y 
sancione las faltas en las que pudieran incurrir las instituciones estatales.  
 




El Ecuador es uno de los países que cuenta con una ley de acceso a la información, sin 
embargo, dentro del análisis hecho por el Global Right to Information Rating
55
, lo ha ubicado 
dentro de los países que cuentan con una ley básica de promedio regular, ocupando el puesto 65 a 
nivel mundial con una calificación de 75 puntos sobre 150. 
56
 Cabe indicar que al Ecuador, según 
Transparencia Internacional, en cuanto a corrupción ocupa el puesto 120 entre los 183 países 
estudiados.  
 
A pesar de que las leyes de acceso a la información pública en latinoamericanas han pasado 
por un proceso de reconocimiento e implementación, todavía cuentan con dificultades, y obstáculos 
que imposibilitan su total ejercicio, por lo que es transcendental que se cuente “con fuertes leyes de 
acceso a la información que estén correctamente implementadas y se hagan cumplir 
completamente” (Neuman, 2012).  
 
El camino por recorrer aún es largo y complejo, sin embargo todas las medidas que se 
adoptan al respecto, aportarán para alcanzar un cambio tanto en el reconocimiento del acceso a la 
información pública como su efectivo ejercicio, que dará como resultado un cambio en la actitud de 
gobiernos en donde su principal política sea transparentar al máximo su gestión.  
TITULO IV 
Análisis de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 
Información pública 
 
IV. 1 Tendencia del Ecuador hacia un estado de transparencia y acceso a la 
información pública  
  
 El Ecuador ha venido enfrentando cambios estructurales en el ámbito social y legal, tal es 
así que a partir de la actual Constitución, como se lo manifiesta en su artículo 1 “es un Estado 
constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, 
intercultural, plurinacional y laico” (2008, p.16) 
 
                                                 
55
 Es un ente del Centre for Law and Democracy, fundado en Canadá, que analiza la calidad de las leyes que se refieren a 
transparencia en todo el mundo.  
56
 Datos tomados de la página web de Global Right to Information Rating (Derecho global de la información). 
Consultado en: http://www.rti-rating.org/country_data.php. Fecha de consulta 27 de Marzo de 2014. 
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Por lo que el Estado hoy por hoy debe, en la medida de lo posible, maximizar el ejercicio 
de los derechos de los ciudadanos; en este caso particular, el acceso a la información pública, que 
se ha convertido en un derecho fundamental y humano que posibilita transparentar la gestión 
pública y efectivizar el ejercicio de los conocidos derechos de participación, mismos que dentro de 
un estado democrático como lo es el Ecuador, se los debe fortalecer.  
 
 Han sido innumerables las manifestaciones del Estado por hacer posible un Ecuador más 
transparente y democrático, no solo a través de todo el andamiaje constitucional vigente, sino 
también por las políticas que se han planteado tanto en el Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017,  
como en el Plan de prevención y lucha contra la corrupción, esto sumado a que la Ley Orgánica de 
Acceso a la Información Pública se encuentra vigente en nuestro país casi 9 años. 
 
 Sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados tenemos como resultado que no se están 
alcanzando totalmente los objetivos bajo los cuales fue creada la ley, entre uno de ellos el rol 
fundamental que desempeña el acceso a la información pública dentro del control social, al 
constituirse en una de las  herramienta con las que cuenta el ciudadano para el conocimiento de las 
actuaciones del poder público.  
 
Si bien es cierto se ha avanzado en el tema de acceso a la información pública, aún queda 
mucho por hacer; el Estado debe apuntar a la erradicación total de la cultura del secretismo, y por 
el contrario, implantarse una cultura de transparencia en la cual el principio rector sea la máxima 
publicidad de los actos gubernamentales, con el propósito de que tanto ciudadanos como 
funcionarios públicos estén llamados a interesarse por el manejo transparente de la cosa pública. 
 
Se debe considerar además que una cosa es el reconocimiento del derecho en sí del acceso 
a la información pública, otra el garantizar su efectividad y otra la actitud de un gobierno, porque 
se puede tener leyes extraordinarias que reconozcan y garanticen el derecho pero si no se cuenta 
con la predisposición de un gobierno con el que esté dispuesto a cambiar y terminar con el 
secretismo, esta realidad difícilmente podrá cambiar. 
 
Sin embargo un buen inicio para encaminar una nueva etapa en la cual no se vean 
vulnerados ni limitados los derechos de acceso a la información pública y los de participación, es 
subsanar los errores de la base legal que los regula.  
 
Por lo tanto a continuación se realiza un análisis de los derechos, obligaciones y falencias 




IV.2 Obligaciones que establece la LOTAIP 
 
 La Ley Orgánica de Transparencia y acceso a la información pública  es una ley que 
reconoce el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y contempla entre sus 
principales obligaciones  las siguientes:   
 
a) Difusión de la información mínima requerida por el artículo 7 de la LOTAIP: 
 
  A través del artículo 7, se establece como obligación, la difusión de información mínima 
requerida por la ley, la misma que está sujeta al principio de publicidad de oficio por parte de las 
instituciones públicas, debiendo la siguiente información estar publicada en el portal web de cada 
institución : 
 
a) Estructura orgánica funcional, base legal que la rige, regulaciones y procedimientos internos 
aplicables a la entidad; las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad 
con sus programas operativos; 
b) El directorio completo de la institución, así como su distributivo de personal; 
c) La remuneración mensual por puesto y todo ingreso adicional, incluso el sistema de 
compensación, según lo establezcan las disposiciones correspondientes; 
d) Los servicios que ofrece y las formas de acceder a ellos, horarios de atención y demás 
indicaciones necesarias, para que la ciudadanía pueda ejercer sus derechos y cumplir sus 
obligaciones; 
e) Texto íntegro de todos los contratos colectivos vigentes en la institución, así como sus 
anexos y reformas; 
f) Se publicarán los formularios o formatos de solicitudes que se requieran para los trámites 
inherentes a su campo de acción; 
g) Información total sobre el presupuesto anual que administra la institución, especificando 
ingresos, gastos, financiamiento y resultados operativos de conformidad con los clasificadores 
presupuestales, así como liquidación del presupuesto, especificando destinatarios de la entrega 
de recursos públicos; 
h) Los resultados de las auditorías internas y gubernamentales al ejercicio presupuestal; 
i) Información completa y detallada sobre los procesos precontractuales, contractuales, de 
adjudicación y liquidación, de las contrataciones de obras, adquisición de bienes, prestación de 
servicios, arrendamientos mercantiles, etc., celebrados por la institución con personas 
naturales o jurídicas, incluidos concesiones, permisos o autorizaciones; 
j) Un listado de las empresas y personas que han incumplido contratos con dicha institución; 
k) Planes y programas de la institución en ejecución; 
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l) El detalle de los contratos de crédito externos o internos; se señalará la fuente de los fondos 
con los que se pagarán esos créditos. Cuando se trate de préstamos o contratos de 
financiamiento, se hará constar, como lo prevé la Ley Orgánica de Administración Financiera 
y Control, Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado y la Ley Orgánica de 
Responsabilidad y Transparencia Fiscal, las operaciones y contratos de crédito, los montos, 
plazo, costos financieros o tipos de interés; 
m) Mecanismos de rendición de cuentas a la ciudadanía, tales como metas e informes de 
gestión e indicadores de desempeño; 
n) Los viáticos, informes de trabajo y justificativos de movilización nacional o internacional 
de las autoridades, dignatarios y funcionarios públicos; 
o) El nombre, dirección de la oficina, apartado postal y dirección electrónica del responsable 
de atender la información pública de que trata esta Ley; 
p) La Función Judicial y el Tribunal Constitucional, adicionalmente, publicarán el texto 
íntegro de las sentencias ejecutoriadas, producidas en todas sus jurisdicciones; 
q) Los organismos de control del Estado, adicionalmente, publicarán el texto íntegro de las 
resoluciones ejecutoriadas, así como sus informes, producidos en todas sus jurisdicciones; 
r) El Banco Central, adicionalmente, publicará los indicadores e información relevante de su 
competencia de modo asequible y de fácil comprensión para la población en general; 
s) Los organismos seccionales, informarán oportunamente a la ciudadanía de las resoluciones 
que adoptaren, mediante la publicación de las actas de las respectivas sesiones de estos 
cuerpos colegiados, así como sus planes de desarrollo local; y, 
t) El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, adicionalmente, publicará el texto íntegro de 
sus sentencias ejecutoriadas, producidas en todas sus jurisdicciones. 
 
La información mencionada deberá ser publicada organizándola por temas, ítems, orden 
secuencial o cronológico, etc., sin agrupar o generalizar, de tal manera que el ciudadano pueda ser 




Es necesario indicar que, con la finalidad de viabilizar el cumplimiento de esta obligación, se 
expidió la Resolución Defensorial Sustitutiva No. 579-D-DP-2011, R. O. 579 de 18 de noviembre 
de 2011, a través de la cual se fijan los parámetros de aplicación de los Arts. 7 y 12 de LOTAIP.   
 
                                                 
57
 Artículo 7 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
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Esta resolución defensorial, es básicamente un documento a través del cual se establece 
criterios y lineamientos que apoyan al cumplimiento de la obligación, teniendo como los más 
importantes los siguientes: 
 
-  Se debe publicar la información detallada en cada literal que conforma el artículo 7, de 
acuerdo a la organización y descripción detallada de los parámetros de aplicación.  
-  La actualización de la información estará sujeta a los tiempos establecidos en la resolución.  
- La información debe ser publicada ordenadamente, con la finalidad de ser encontrada 
fácilmente por los ciudadanos.  
- Los entes obligados a más de publicar la información requerida, deben controlar que sus 
páginas estén en correcto funcionamiento y disponibles las 24 horas del día.  
-  La información a publicada en el portar debe ser amplia, suficiente y completa, teniendo 
mucho cuidado en no hacer pública información de tipo confidencial y reservada,  
-  Las instituciones deben llevar un registro de la información declarada reservada, el mismo 
que contendrá la fecha de la resolución de reserva, período de reserva y los motivos que 
fundamentaron la clasificación de reserva. 
      -  Las páginas web deben contar con herramientas que permitan el acceso a la información 
pública a personas con capacidades especiales.  
     -  La publicación de la información en el portal web institucional, no deslinda a la autoridad 
pública de su obligación de entregar información solicitada por un ciudadano, aun así ésta se 
encuentre publicada.  
 
b) Presentación de Informes  
La LOTAIP en su artículo 12, establece que todas las entidades obligadas, deben presentar a la 
Defensoría del Pueblo un informe anual sobre el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública, hasta el último día laborable del mes de marzo de cada año, debiendo 
contener éste lo siguiente:  
 
a) Información del período anterior sobre el cumplimiento de las obligaciones que le asigna 
esta ley; 
b)    Detalle de las solicitudes de acceso a la información y el trámite dado a cada una de ellas;  
c)    Informe semestral actualizado sobre el listado índice de información reservada. 
 
Al respecto de esta obligación, a través de la resolución defensorial sustitutiva No. 579-D-DP-





1. La Carta de presentación del informe de la LOTAIP dirigido al Defensor del Pueblo, 
suscrita por la máxima autoridad de la institución obligada.  
 
2. El Formato A,  que consiste en un cuadro diseñado para registrar el cumplimiento, el  no 
















Fuente: Defensoría del Pueblo 
 
3.  El formato B, que está diseñado para registrar el detalle de las solicitudes de acceso a la 
información y el trámite dado a cada una de ellas por las instituciones, para lo cual la 




Tabla 3. Formato A. Informe Defensoría del Pueblo 
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Tabla 4. Formato B1. Informe Defensoría del Pueblo 
 




Tabla 5. Formato B2. Informe Defensoría del Pueblo 
 




4. El formato C, que debe contener el listado índice de información reservada del semestre 
anterior.  
Fuente: Defensoría del Pueblo 
 
Es menester indicar que en el caso de no haber recibido solicitudes de acceso de información 
pública, o no haberse calificado una información como reservado, se tiene que colocar “No aplica”. 
Además por fuente de la Defensoría en la actualidad este informe se lo debe entregar en formato 
escrito y magnético (CD, formato Excel). 
 
c) Contestación de solicitudes de acceso a la información pública  
 
El artículo 19 de la LOTAIP faculta a los ciudadanos a presentar solicitudes escritas de acceso 
a la información que reposa, manejan o producen las entidades obligadas; debiendo éstas contestar 
dichas solicitudes dentro de los 10 primeros días hábiles, contados a partir de la presentación de la 
solicitud ante la máxima autoridad de la institución, este término puede ser ampliado por 5 días 
más, siempre y cuando se justifique e informe al solicitante. 
IV.3 Problemática LOTAIP   
 
Tal y como se lo ha manifestado la LOTAIP fue concebida con el propósito de reconocer y 
garantizar el derecho de acceso a la información pública e instituirlo a la vez como un mecanismo  
que efectivice el ejercicio del derecho de participación ciudadana y control social, a través de una 
Tabla 6. Formato C. Informe Defensoría del Pueblo 
76 
 
serie de obligaciones establecidas a los funcionarios del Estado, quienes están llamados a 
posesionarse de una actitud que garantice por un lado la transparencia de su gestión y por el otro 
informarle al ciudadano sobre todas las actuaciones y decisiones que éste asume dentro del 
ejercicio de sus funciones.  
 
Sin embargo, a pesar de que el derecho se encuentre reconocido, la ley no ha tenido una eficaz 
y eficiente aplicación, hecho que se ha convertido en un problema, que no transgrede solo el 
derecho a la información, sino que afecta a otros derechos que encuentran su principio de ejercicio 
en la información.  
 
Entre las principales causas a las que se puede atribuir su incumplimiento esta por un lado el 
desconocimiento del contenido de la ley tanto por funcionario de las entidades obligadas como por 
la ciudadanía en general y la falta de decisión política en el tema de transparencia, y por el otro, la 
desactualización de la ley, principalmente por sus vacíos legales, ambigüedades y discrecionalidad 
en ciertos temas. Al respecto, la CIDH afirma que en la mayoría de casos la falta de acceso a la 
información pública no solo proviene de la oscuridad o vacíos de la ley, sino también de la cultura 
del secretismos, por lo que el Estado debe invertir tiempo y recursos en capacitar tanto a 
funcionarios como ciudadanos, con el propósito de dar a conocer cuáles son sus obligaciones,   
cuáles sus derechos y cuales los mecanismos para hacerlos efectivos. 
 
A criterio del periodista Paúl Mena (2010), la LOTAIP con el transcurso del tiempo no ha 
cumplido con su objetivo, al quedar a la suerte de lo que las entidades obligadas consideran 
pertinente publicar ya que muchas de las instituciones han limitado su cumplimiento al hecho de 
contar con una página web, pero no se publica la información mínima requerida completa ni 
actualizada, tal y como lo exige la ley; inclusive muchas de las instituciones no cuentan con un 
departamento o funcionario responsable de la aplicación en su totalidad de las obligaciones que 
deben ser cumplidas y en muchas ocasiones los requerimientos de  información pública hechos por 
los ciudadanos no han sido contestadas.  
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 MENA, Paul, Artículo Diario HOY: LOTAIP; solo el 16% la cumplen, publicado en 2011. 
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APROXIMADAMENTE   
4 990 INSTITUCIONES 
PÚBLICAS  
 
2120 informes  42,58% 57,42%. 
2011 781 informes  15,60% 84,40% 
2010 554 informes  11,10% 88,90% 
Fuente: Periódico el Diario HOY 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
  
 Es necesario resaltar que a pesar del notable incumplimiento de la LOTAIP, según versión 
dada por el Sr. Leonardo Ordóñez, Director nacional de Promoción de Derechos Humanos y de la 
Naturaleza de la Defensoría del Pueblo, en una entrevista realizada por el Diario Hoy, en 2011, 
indicó que en los siete años de vigencia de la ley no se ha sancionado a ninguna institución ni 
funcionarios a pesar del evidente incumplimiento, diciendo que “Trabajamos desde la 
sensibilización y la persuasión. Recogemos los informes y preparamos observaciones y 
recomendaciones. La sanción que dicta la Defensoría es moral”60. 
 
 Es preciso además indicar que a pesar de haberse dictado la resolución defensorial 
sustitutiva sobre los parámetros de aplicación del artículo 7 y 12 de la LOTAIP, con la finalidad de 
sistematizar y estandarizar la divulgación y publicación de la información, no ha tenido mayor 
impacto y acatamiento a nivel nacional, ya que algunas instituciones lo ponen en práctica y otras 
no.  
 
Es por esto, que se evidencia que la existencia de una ley de transparencia “no es condición 
suficiente para alcanzar en la práctica buenos indicadores. Además de legislación, se requiere 
voluntad política, recursos humanos y materiales e infraestructura. Sin estos ingredientes, no puede 
hablarse de una auténtica política pública de transparencia.” (Villanueva, 2003, citado por Parra, 
2007, p.5)  
 
                                                 
59
 Cabe indicar que no se posee cifras de años anteriores, debido a que la Defensoría no cuenta con datos certeros; en 
cuanto a cifras del año 2013, la Defensoría del Pueblo aún sigue receptando informes. 
60  Diario Hoy, “Entrevista al Director Nacional de Promoción de Derechos Humanos y de la Naturaleza de la 
Defensoría del Pueblo”,2011.  
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 Si bien el acceso a la información pública es un derecho esquivo en el país, es esencial que 
la acción ciudadana exija su aplicación, ya que no basta con tener una constitución y una norma 
que tipifique el acceso a la información, sino que se efectivice su aplicación y garantice los 
derechos que de ésta se derivan
61
, tales como los derechos de participación que innegablemente 
coadyuvan a la construcción de un Estado más democrático y transparente. 
 
Es por ello que en cumplimiento de los principios de aplicación de los derechos es necesario 
que se tome acciones dentro de la problemática que ha creado el incumplimiento de la LOTAIP, ya 
que como manifiesta la Constitución, entre uno de los principios de aplicación de los derechos, 
tenemos que, el contenido de los derechos debe desarrollarse de manera progresiva, a través de 
normas,  jurisprudencia o políticas públicas, debiendo el Estado garantizar las condiciones 




Luis Huerta (2003)  manifestó que una ley sobre acceso permite dejar establecido con 
carácter obligatorio los lineamientos a seguir en el marco de una  política de transparencia y 
publicidad de la información pública; este concepto permite establecer, que una ley de acceso a la 
información pública actualizada a las exigencias del realidad social actual, permite fundar los 
lineamientos para una cultura de transparencia y acceso a la información y su verdadera utilidad 
tanto en la participación como en el control social a ser ejercido, tal y como lo conceptualiza 
constitucionalmente en el tercer inciso del artículo 95 al sostener que “La participación de la 
ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de los 
mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.”63 
 
Por lo que, expuesta la problemática que encierra la Lotaip, el  Estado debe asumir el deber 
de publicar su información, por lo menos en los términos de información mínima requerida 
establecida por la ley sobre los diversos ámbitos de su gestión, hecho mediante el cual se puede dar 
a conocer desde sus datos más generales para el conocimiento del ciudadano, hasta los más 
necesarios para acceder a sus servicios y participar y conocer su gestión.  
 
IV. 4.1 Factores que impiden la plena aplicación de la ley 
 
El acceso a la información pública ha sido un derecho que no se le ha dado la importancia 
que realmente se merece, ya que como se lo ha manifestado a lo largo de la investigación, la 
                                                 
61  MENA, Paúl. Obra citada.  




presencia de la garantía de este derecho es imprescindible dentro de un Estado democrático como 
el nuestro, por los relevantes beneficios que otorga el ejercicio de este derecho a la sociedad, tales 
como transparentar la gestión pública y efectivizar el ejercicio de los derechos de participación 
ciudadana y control social; considerando además que el Estado tiene la responsabilidad de 
garantizar el ejercicio de los derechos constitucionales, en la mayor medida posible, propendiendo 
siempre a maximizar el efectivo ejercicio de los mismos.  
 
Dentro del Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión (2003), se manifiesta 
que para hacer efectivo los derechos y libertades relacionadas con el acceso a la información 
pública, el Estado tiene la obligación de suprimir las prácticas que no garanticen su efectividad y 
reforzar aquellas que conducen al fortalecimiento de su garantía, adoptando como medidas 
indispensables de lucha contra el secretismo, el silencio y la arbitrariedad:  
 
Programas de capacitación a los órganos y autoridades públicas encargados de atender 
las solicitudes de información, garantizar la efectividad de un procedimiento 
administrativo adecuado para la tramitación y resolución de las solicitudes de 
información, fijar plazos para resolver y entregar información; medidas que para su 





Por todo esto,  se hace forzoso mencionar y analizar los factores que han impedido la plena 
aplicación de la LOTAIP, tales como: 
 
- La falta de consagración del derecho de acceso a la información pública como 
mecanismo de ejercicio de los derechos de participación ciudadana y control social.  
- La discrecionalidad otorgada por la misma ley, en cuanto al procedimiento y reglas de 
organización interna bajo las cuales los funcionarios públicos deben cumplir con la 
obligación impuesta por el artículo 7 de la LOTAIP.  
- No se contempla la existencia de una unidad que se encargue de todo el manejo de la 
información pública, ni de un procedimiento estandarizado.  
- La falta de protección de la información confidencial como derecho constitucional.  
- Solicitudes de acceso a la información pública complexas y no contestadas. 
- El ente de control no tiene como atribución la facultad sancionadora. 
- Régimen sancionatorio oscuro e incompleto.  
 
Por ello es necesario analizarlos en los siguientes literales: 
 




a) El acceso a la información pública como mecanismo de ejercicio del derecho de 
participación ciudadana y control social  
 
Como se lo ha analizado a lo largo de la investigación, el acceso a la información pública y la 
participación ciudadana son dos derechos que se ejercen juntos, ya que no es posible participar en 
la sociedad si no se cuenta con información. La actual LOTAIP, en su considerando contempla al 
acceso a la información pública como mecanismo para ejercer la participación democrática 
respecto del manejo de la cosa pública y la rendición de cuentas a la que están sujetos todos los 




Sin embargo, a pesar de que la Lotaip acoge como objeto de la ley, el facilitar la efectiva 
participación ciudadana en la toma de decisiones de interés general y su fiscalización, se cree que 
es necesario constituir al acceso a la información como un mecanismo de ejercicio de los derechos 
de participación de los que goza la ciudadanía, a través de un artículo que garantice tal situación.  
 
b) Discrecionalidad otorgada por la ley  
 
Cortés (2005) manifiesta que las leyes deben estar encaminadas a reducir al mínimo las 
decisiones discrecionales de las autoridades de turno, debiendo cada actuación caracterizarse por 
estar regulada por normas de orden público claras.  
 
Sin embargo de ello, lamentablemente la LOTAIP, es una ley que cuenta con ambigüedades en 
algunos temas, hecho que afecta en gran medida al incumplimiento de la ley. La discrecionalidad 
se presenta principalmente en los siguientes puntos: 
 
 - Procedimiento interno de manejo y difusión de información pública  
  
Si bien se conoce que es responsabilidad de la máxima autoridad definir o establecer como se 
efectuará el proceso de recopilación de toda la información producida en la institución, la ley no 
contempla disposiciones exactas acerca de la metodología y reglas de organización interna bajo las 
cuales las instituciones públicas deben cumplir con los preceptos de la LOTAIP. (Guerra, 2013) 
 
Por lo tanto es preciso contar con reglas de organización interna estandarizadas para todas las 
instituciones obligadas, que no sean demasiado rígidas pero que si establezcan las pautas de una 
buena organización interna, y que por lo menos al ciudadano le dé una idea de cómo funciona el 




proceso interno de cada ente, o que por lo menos sepa que unidad es la encargada de dar respuesta 
a su solicitud de información.  
 
Es por ello que es imprescindible contar con una unidad administrativa que se encargue 
específicamente del tema y establecer un proceso general que se reproduzcan en todas las entidades 
obligadas, que garantice la total recolección y actualización de información producida por las 
mismas, a ser entregada y difundida a la ciudadanía.  
 
En este apartado cabe indicar que en el Ecuador existen dos entidades que han previsto en sus 
regulaciones internas, invertir en temas de transparencia, siendo estas la Contraloría General del 
Estado y la Procuraduría General del estado, instituciones que han creado en sus instituciones una 
unidad específica para el manejo de la información pública, formando parte en el caso de la 
Contraloría de la Dirección de Planificación y evaluación institucional, y llamada como unidad de 


















Fuente: Organigrama Contraloría General del Estado 
 
         -  Falta de control de la información confidencial 
 
En la LOTAIP  se define a la información confidencial como aquella información pública 
personal, que no está sujeta al principio de publicidad, sin embargo la ley no establece, en primer 
lugar, el medio como el titular de esa información puede acceder a ella, sea por motivos de 
rectificación, actualización, confidencialidad o supresión de datos personales, y en segundo lugar 
Gráfico 9. Organigrama Contraloría General del Estado 
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no se establece sanciones a funcionarios que difundan o hagan uso de información confidencial, 
tomando en cuenta que actualmente en la Constitución, la protección de datos personales se lo ha 
instituido como un derecho de libertad, que incluye el acceso y la decisión sobre información y 
datos de este carácter, así como su correspondiente protección.  
  
Es por esta razón que a criterio personal, tal y como se lo ha hecho en otros países, sería 
necesario contar con una ley que regule este derecho constitucional de protección de datos 
personales en manos del estado.  
  
      -  Tiempo de clasificación de información reservada  
 
La información clasificada como reservada, debe cumplir con ciertos requisitos, siendo uno de 
ellos, la indicación del tiempo por el cual permanecerá con tal carácter. La ley contempla como un 
plazo máximo, 15 años. Sin embargo establece la excepción para ampliar dicho plazo si sobre 
permanecieran y se justificaran las causas que dieron origen a su clasificación. 
 
Sin embargo no se fija el plazo de prórroga máximo, posibilitando a que esa información 
permanezca como reservada para siempre, debido a que queda a la discrecionalidad de la máxima 
autoridad. Siempre se debe considerar que la información reservada en algún momento debe pasar 
a ser información pública. 
 
Por lo tanto, la discrecionalidad en estos temas, pueden dejar abierto el camino para transgredir 
el derecho protegido; haciéndose imprescindible controlar y reformar estos temas en la propuesta 
de reforma.  
 
c) Solicitudes de acceso a la información complexas y no contestadas  
  
La LOTAIP contempla el proceso mediante el cual un ciudadano puede interponer una 
solicitud de acceso a la información ante autoridad pública, sin embargo se ha visto vulnerado este 
derecho, ya que muchas de las instituciones públicas han alegado la falta de requisitos innecesarios 
tales como el motivo de requerimiento de la información y la forma en la que será utilizada la 
información, requisitos que evitan el ejercicio del derecho.  
 
Al respecto, la Corte Interamericana, dentro de la sentencia del Caso Reyes y otros, señaló que 
no hace falta acreditar interés directo ni una afectación personal para obtener la información que se 
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ha producido en manos del Estado, excepto caso de información restringida expresamente por la 
ley. (Sentencia de CIDH, 2006). 
 
Otro de los problemas que tienen que enfrentar los ciudadanos es la falta de respuesta a sus 
solicitudes, un estudio hecho en el 2011 por Fundamedios en su libro “Venciendo el silencio”, 
revelo que tan solo el 30% de las solicitudes son contestadas, el 50% no obtienen respuesta alguna, 
el 10% tiene respuestas parciales, el 6% se alegó información reservada y el 4% obtuvo respuesta 
negativa sin ningún tipo de fundamento.  
 
Además la investigación dio como resultado que el documento de la solicitud de acceso a la 
información pasa por lo menos por dos departamentos antes de ser sustanciada, hecho que 
evidencia que al no contar con una unidad específica para el manejo de información pública, 
internamente no conocen quien debe contestar dicha solicitud.  
 
Cabe mencionar que los requisitos que un ciudadano debe cumplir para la presentación de una 
solicitud de acceso a la información pública son los siguientes: 
 
1. Presentación de la solicitud ante la máxima autoridad en forma escrita. 
2. Identificación del solicitante  
3. Ubicación de los datos o temas motivo de la solicitud. 66 
 
En la realidad estos son los únicos requisitos con los que se debe cumplir para acceder a 
información pública sin embargo en la práctica el panorama cambia totalmente, solicitándose 
requisitos adicionales infundados.  
 
Otra de los vacíos que posee la ley, y que se relaciona con el tema de solicitudes de acceso a la 
información pública, es la falta de un procedimiento de apelaciones o queja ante la Defensoría del 
Pueblo, que es el ente controlador, ya que como se lo prevé en otras legislaciones, el ente 
controlador puede ejercer control y establecer sanción administrativamente en el caso de negación 
de información o falta de contestación al solicitante, y lo más importante, a través de éste se puede 
presionar para la entrega de la información.  
 
A continuación se presenta un formato de solicitud de acceso a la información pública, 
establecido por la Defensoría del Pueblo, del que se puede concluir que solo se debe argumentar los 
requisitos antes mencionados.  




Fuente: Defensoría del Pueblo 
 
d) Falta de facultad Sancionatoria  
 
Constitucionalmente los funcionarios públicos solo pueden actuar bajo las competencias y 
atribuciones que se les han asignado a través de ley, al tenor de lo mencionado en el Artículo 226 
de la vigente Constitución:  
 
Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores 
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente 
las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer 
efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución. (p. 117). 
 
Gráfico 10. Modelo de solicitud de acceso a la información pública 
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 Esto es lo que comúnmente en Derecho se lo conoce como el principio de legalidad que 
rige a todo el sector público, por lo que de acuerdo a la este principio la Defensoría del Pueblo está 
impedida de establecer sanciones a aquellas instituciones que incumplen la ley. 
 
 Toda ley para ser eficaz debe caracterizarse por ser coercitiva, en caso de incumplimiento,  
contemplando en su articulado un régimen sancionatorio que se active al momento de la 
vulneración de derechos y obligaciones, Villanueva (2008) asegura que:  
 
En la medida en que las Leyes de Acceso a la Información Pública contengan un 
catálogo de responsabilidades y sanciones en las que pueden incurrir los servidores 
públicos que incumplan, la ley tendrá mayor fuerza de ejecución inhibiendo su 
incumplimiento”. (p.41) 
 
 Lamentablemente la LOTAIP no ha concebido a la Defensoría del Pueblo la facultad 
sancionadora, hecho por el cual han pasado por alto escenarios donde claramente se ha vulnerado el 
derecho del ciudadano a acceder libremente a la información pública, tal es así que a pesar del bajo 
cumplimiento que ha tenido la LOTAIP, este órgano controlado no ha podido sancionar ni a una 
sola institución que ha transgredido el derecho de acceso a la información pública de los 
ciudadanos negando inclusive el ejercicio de los derechos de participación.  
 
 Por lo tanto, es necesario considerar que el incumplimiento de una norma tiene como 
consecuencia una sanción, medida que dará como resultado la obtención de normas vigentes y 
eficaces que garanticen los derechos. 
 
La sanción se deberá aplicar de acuerdo al régimen sancionatorio que contemple la ley, sin 
embargo este es otra de sus falencias, ya que su régimen sancionatorio se caracteriza por no ser 

















3. CAPITULO III: MARCO METODOLÓGICO  
 
3.1. Tipos de investigación  
 
3.1.1. Investigación bibliográfica  
 
El tipo de investigación que se empleó para el desarrollo del presente trabajo investigativo 
fue principalmente de carácter documental, al ser el resultado de la recopilación y análisis de 
información encontrada en libros, cuerpos legales, artículos de revistas y periódicos, e información 
encontrada en páginas de internet relacionadas con el derecho de acceso a la información pública, 
la participación ciudadana, el control social, la democracia, la corrupción y demás temas 
relacionados al objeto de estudio. 
 
Para la redacción del presente trabajo a más de haberse utilizado la documentación 
mencionada, se hizo necesario el uso de documentos como declaraciones, convenios, pactos, 
acuerdos internacionales, y normativa jurídica de otros países que contemplan el derecho analizado.   
 
3.1.2. Investigación de campo  
 
La investigación de campo cumplió un rol muy importante en el desarrollo del presente 
trabajo, ya que fue imprescindible recurrir a la fuente en donde se hace efectivo el ejercicio de los 
derechos, objetos de la investigación, así como a entidades en donde es su obligación garantizar y 
monitorear el cumplimiento del mismo.  
 
Este tipo de investigación se la realizó a través de la realización de entrevistas, a expertos 
conocedores del problema, y encuestas a la población respecto del tema, todo esto con la finalidad 
de encaminar de mejor manera la investigación y  profundizar la problemática que rodea al 
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ejercicio de los derechos de acceso a la información pública, participación ciudadana y control 
social. 
 
3.1.3. Investigación descriptiva  
 
Se hizo uso de este tipo de investigación, en la descripción de la situación mundial del 
derecho sujeto de análisis, lo que permitió la obtención de resultados que contribuyeron a tener una 
idea macro sobre el reconocimiento de este derecho a nivel mundial.   
 
3.2. Población o muestra 
Considerando que la presente investigación es de tipo documental, descriptiva y de campo, 
fue imprescindible para su desarrollo la aplicación de entrevistas y encuestas, por lo que fue 
necesario establecer la población y muestra a examinar.  
 
Los estratos que se seleccionaron fueron los siguientes:  










3.3.1. Método inductivo 
 
Al ser esté método utilizado para estudiar al problema desde sus particularidades, para 
llegar a conclusiones generales, fue uno de los métodos más utilizados en la investigación, ya que 
facilito el análisis de las causas que generaron el problema y el estudio de una serie de 
conocimientos específicos del tema, para llegar a conclusiones generales. 
 
 




Ciudadanos  Encuesta 100 




3.3.2. Método deductivo  
 
Inevitablemente se hizo uso de este método ya que permitió, a través del análisis de los 
distintos tratados y casos internacionales, llegar a formulaciones y conclusiones generales en el 
tema, que coinciden no solamente en el ámbito nacional, sino en el internacional.  
 
3.3.3. Método Histórico 
 
A través del cual se conoció el desarrollo histórico que ha tenido el derecho del acceso a la 
información pública, y el de participación ciudadana y control social, tanto en nuestro país como 
internacionalmente,  hecho que ha evidenciado los esfuerzos adoptados internacionalmente por el 
reconocimiento y efectividad de estos derechos.  
 
3.3.4. Método exegético jurídico 
 
Método a través del cual se ha hecho posible la interpretación de los distintos principios, 
leyes e instrumentos internacionales, con la finalidad de conocer cuál es la naturaleza y alcance del 
derecho que se estudió. 
 
3.3.5. Método analítico-comparativo 
 
Se lo utilizó para comparar los diferentes sistemas normativos de países de América, en 
cuanto a sus normativas de acceso a la información pública, los países que han sido tomados en 
cuenta postulan entre los mejores ubicados dentro del examen hecho por  Global Right to 
Information Rating, acerca de la solidez de las legislaciones que norman el derecho a la 
información en cada país. Además se utilizó este método para comparar los planteamientos de 




3.4.1. Técnica documental 
 
Esta técnica fue la más utilizada, al cumplir un papel muy importante en la investigación, a 
través de la búsqueda y selección detalla de información pertinente al tema, la misma que ha sido 
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encontrada en libros, enciclopedias, tesis, revistas, artículos, y publicaciones tanto físicas como en 
páginas de internet.  
 
3.4.1.1. Técnica de la entrevista  
Siendo la naturaleza de ésta técnica la obtención de información y criterios de personas que 
cuentan con un amplio conocimiento del tema, por desenvolverse laboralmente o por su 
experiencia, se hizo necesario contar con criterios que aportaran a la investigación. 
Por lo que se realizaron 3 entrevistas, la primera se la efectuó al Sr. Iván Aguinaga Yépez, 
Director Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública de la Defensoría del Pueblo, 
el 13 de Mayo de 2014, en las instalaciones de dicha institución pública.  
La segunda entrevista  se la hizo a la Sra. Angélica Villavicencio, Web master                             
de la Secretaría Nacional de telecomunicaciones, el 14 de Mayo del presente, en las instalaciones 
de la mencionada institución pública.  
Y la tercera entrevista se la realizó a la Dra. Ruth Hidalgo, Directora Ejecutiva de la                                                                        
Corporación de Participación ciudadana, el 28 de Mayo del presente, en las instalaciones de dicha 
entidad.  
Todos los criterios recogidos, sin lugar a dudas contribuyeron en gran medida a la 
investigación.  
 
3.4.1.2. Técnica de la encuesta  
 
Con la finalidad de recolectar información de los sujetos de los derechos de acceso   la 
información pública, participación ciudadana y control social, se encuestó a 100 ciudadanos de la 
ciudad de la ciudad de Quito, a través de 10 preguntas claras y ordenadas de manera adecuada y 
coherente, que sea de fácil comprensión. Las encuestas se las realizo del 1 al 30 de Abril de 2014. 
Cabe indicar que las preguntas fueron encaminadas a cumplir con el propósito de 
evidenciar la necesidad de reformar la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 





Cuestionario de encuesta 
Indicaciones: Lea detenidamente y marque con una X la respuesta seleccionada. 
 
 Pregunta No. 1 
¿Sabía usted que el Ecuador cuenta con una ley que garantiza su derecho de acceder libremente a la 
información producida por las instituciones públicas? 
SI                                                 NO         
 
 Pregunta No. 2 
¿Cree usted que el estado actualmente promociona el derecho que tienen los ciudadanos a acceder a 
la información pública? 
SI                                                 NO         
 
 Pregunta No. 3 
¿Sabía usted que las instituciones públicas tienen la obligación de facilitarle toda la información 
necesaria que usted requiere para la realización de trámites personales, y en general toda la 
información que usted demande? 
 
SI                                                 NO         
 
Pregunta No. 4 
¿Sabía usted que todas las instituciones públicas están en la obligación de contar con una página de 
internet, en donde se difunda la mayoría de información que éstas producen? 
 
 
SI                                                  NO 
  
Pregunta No. 5 
¿Cree que acceder libremente a la información producida por las instituciones públicas, le sirve a 
usted, como mecanismo de ejercicio de sus derechos de participación ciudadana y control social? 
 
 
SI                                                  NO 
 
Pregunta No. 6 
¿Cree usted que si se le niega el acceso a la información producida por las instituciones públicas se 





SI                                                   NO 
 
 Pregunta No. 7 
¿Ha recibido usted, alguna vez, capacitaciones acerca de cómo acceder a la información producida 
por las instituciones públicas? 
 
 
SI                                                    NO 
 
Pregunta No. 8 
¿Cree usted necesario recibir por parte del Estado capacitaciones relacionadas al acceso a 
información pública, para que usted como ciudadano pueda participar de forma más activa? 
 
 
SI                                                     NO 
 
 Pregunta No. 9 
¿Cree usted que se debe sancionar estrictamente a aquellas instituciones que le niegan su 
derecho de acceso a la información pública? 
 
SI                                                     NO 
 
 Pregunta No.10 
¿Considera que es necesario contar con una ley de acceso a información pública que le permita un 
mejor ejercicio de sus derechos tanto de acceso a la información pública como de participación 
ciudadana y control social?  
 
 
SI                                                     NO 
 
3.4.2. Instrumentos  
 
En la presente investigación se utilizó como instrumentos, un cuaderno de notas, los 
formularios de cuestionario tanto de la entrevista como de la encuesta, actas de constancia de 
entrevistas
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 y finalmente una grabadora de audio, donde se registró las entrevistas realizadas. 
 
 
                                                 







4. CAPITULO IV ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS  
4.1. Formulario No.1 Encuesta 
4.1.1. Análisis e interpretación de resultados  
 
Tras la aplicación de encuestas realizadas a los ciudadanos de la ciudad de quito, se obtuvo 
como resultado lo siguiente: 
 
Pregunta No. 1: ¿Sabía usted que el Ecuador cuenta con una ley que garantiza su derecho 
de acceder libremente a la información producida por las instituciones públicas? 




                                                                                








                                                                               Elaborado por: Elizabeth Cajas 
Análisis: 
Respecto a esta pregunta, el 21% de las personas opinan que si sabían que existe una ley 
que garantiza su derecho de acceder libremente a la información producida por las 
instituciones públicas, mientras que el 73% no lo sabía; por lo tanto la mayoría de 
ciudadanos ni si quiera conocen de su existencia, peor aún el contenido y el derecho que 
protege esta ley, configurándose el desconocimiento de la ley. 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  27 21% 
NO 73 73% 
TOTAL 100 100% 
Gráfico 11. Resultado pregunta no. 1 
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Pregunta No. 2: ¿Cree usted que el Estado actualmente promociona el derecho que tienen los 
ciudadanos a acceder a la información pública? 
 
Tabla 10. Resultado pregunta no. 2 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  22 22% 
NO 78 78% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 12. Resultado pregunta no. 2 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 




Las respuestas a esta pregunta reflejan que, el 22% de los ciudadanos creen que el Estado si 
promociona el derecho de acceso a la información pública, mientras que el 78% considera que no; 
por lo tanto, la mayoría de ciudadanos consideran que no se promociona el derecho de acceso a la 
información pública, hecho que, en gran medida ha ocasionado el desconocimiento de este derecho 






Pregunta No. 3.- ¿Sabía usted que las instituciones públicas tienen la obligación de facilitarle toda 
la información necesaria que usted requiere para la realización de trámites personales, y en general 
toda la información que usted demande? 
 
 
Tabla 11. Resultado pregunta no. 3 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  42 42% 
NO 58 58% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 13. Resultado pregunta no. 3 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 





Con relación a esta pregunta, el 42% de las personas encuestadas conocen que las 
instituciones públicas están en la obligación de facilitarles la información que ellos 
requieran; mientras que el 58% lo desconocen; por lo tanto la mayoría de la ciudadanía no 




Pregunta No. 4.- ¿Sabía usted que todas las instituciones públicas están en la obligación de contar 
con una página de internet, en donde se difunda la mayoría de información que éstas producen? 
 







Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 14. Resultado pregunta no. 4 
 
Fuente: Opinión ciudadana 





Respecto a esta pregunta el 35% de los ciudadanos conocen que todas las instituciones 
públicas deben contar con una página web, en donde se difunda la información, mientras 
que el 65% lo desconocía; por lo tanto la mayoría de los ciudadanos no de la obligación 
que tiene las instituciones públicas de utilizar herramientas tecnológicas para difundir la 
información, lo que supone que no se le da un buen uso a este medio, debido a su 
desconocimiento.  
 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  35 35% 
NO 65 65% 
TOTAL 100 100% 
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Pregunta No. 5.-  ¿Cree que acceder libremente a la información producida por las 
instituciones públicas, le sirve a usted, como mecanismo de ejercicio de sus derechos de 
participación ciudadana y control social? 
 







Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 15. Resultado pregunta no. 5 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 




Con relación a esta pregunta, el 78% de los ciudadanos encuestados están conscientes de 
que el  acceder libremente a la información producida por las instituciones públicas, le 
permite ejercer su derecho de participación ciudadana y control social,  lo que supone que 
al no ser difundida la información pública o negar su acceso, se estaría negando la 
posibilidad al  ciudadano de estar involucrados y ser partícipes de la gestión estatal. 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  78 78% 
NO 22 22% 
TOTAL 100 100% 
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Pregunta No. 6.- ¿Cree usted que si se le niega el acceso a la información producida por 
las instituciones públicas se está limitando su derecho de participación ciudadana y control 
social? 
 
Tabla 14.Resultado pregunta no. 6 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  97 97% 
NO 3 3% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 16. Resultado pregunta no. 6 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 




Respecto a esta pregunta, el 97 % de los ciudadanos creen que si se le niega el acceso a la 
información producida por las instituciones públicas se estaría limitando su derecho de 
participación ciudadana y control social, mientras que el 3% no ve afectado su derecho; 
por lo tanto la mayoría si considera el acceso a la información pública como un medio de 
participar en los asuntos públicos.  
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Pregunta No. 7.- ¿Ha recibido usted, alguna vez, capacitaciones acerca de cómo acceder a 
la información producida por las instituciones públicas? 
 







Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 17. Resultado pregunta no. 7 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 




Con relación a este tema, el 15% de los ciudadanos asegura haber recibido alguna vez una 
capacitación en acceso a la información pública, mientras que el 85%, afirma no haber 
recibido nunca una capacitación en el tema; por lo tanto se refleja la necesidad de capacitar 
no solo a los funcionarios sino a  los ciudadanos.  
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  15 15% 
NO 85 85% 
TOTAL 100 100% 
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Pregunta No. 8.- ¿Cree usted necesario recibir por parte del Estado capacitaciones relacionadas al 
acceso a información pública, para que usted como ciudadano pueda participar de forma más 
activa? 
 
Tabla 16. Resultado pregunta no. 8 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  88 88% 
NO 12 12% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 18. Resultado pregunta no. 8 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 




En relación a esta pregunta, el 88% de los ciudadanos considera que el Estado debería 
brindar capacitaciones en este tema, mientras que el 12% cree que no; por lo tanto se 
desprende que es realmente importante que el Estado tenga como prioridad activar la 
participación ciudadana a través de capacitaciones que den a conocer cuáles son sus 







PREGUNTA No. 9 
SI NO
Gráfico 19. Resultado pregunta no. 9 
  
Pregunta No. 9.-   ¿Cree usted que se debe sancionar estrictamente a aquellas instituciones 
que le niegan su derecho de acceso a la información pública? 
 
Tabla 17. Resultado pregunta no. 9 
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  88 88% 
NO 12 12% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Opinión ciudadana 















Fuente: Opinión ciudadana 




Con respecto a esta pregunta, el 88% de los ciudadanos sostiene que se debe sancionar 
estrictamente a aquellas instituciones que le niegan su derecho de acceso a la información 
pública, mientras que el 12% no lo cree necesario; por lo tanto es necesario que la ley 





Pregunta No. 10.-  ¿Considera que es necesario contar con una ley de acceso a información 
pública que le permita un mejor ejercicio de sus derechos tanto de acceso a la información pública 










Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
 
Gráfico 20. Resultado pregunta no. 10 
 
 
Fuente: Opinión ciudadana 
Elaborado por: Elizabeth Cajas 
Análisis: 
Con relación a esta pregunta, el 87% de los ciudadanos consideran que es necesario contar con una 
ley de acceso a información pública que proteja y garantice el ejercicio de su derecho de acceder 
libremente a la información pública, mientras que el 13% no lo considera importante; por lo tanto 
se desprende la innegable necesidad de una reforma a la ley que refuerce y garantice el ejercicio de 
este derecho constitucional.     
RESPUESTA  VALORES  PORCENTAJE 
SI  87 87% 
NO 13 13% 
TOTAL 100 100% 
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4.2. Formulario No. 2 Entrevista  
 
El cuestionario que básicamente se utilizó en la realización de las entrevistas, contuvo las 
siguientes preguntas:  
 
1. ¿Cuán importante opina usted que es el tema del acceso a la información pública? 
 
2. ¿Cree usted que la publicidad de la información transparenta la gestión estatal? 
 
3. ¿Cree usted que el acceso a la información pública además de ser un derecho se instituye 
como un mecanismo de ejercicio del derecho de participación ciudadana y control social? 
 
4. ¿Se han impartido capacitaciones a instituciones públicas en el tema de acceso a la 
información pública? ¿Cuántas al año? ¿A nivel nacional cual es el porcentaje que se ha 
abarcado? 
 
5. En su criterio ¿Cuál es la importancia de que los funcionarios públicos conozcan y 
manejen conceptos, principios, procedimientos relacionados con la transparencia y 
tratamiento de la información pública? 
 
6. ¿Tiene conocimiento de alguna institución que haya sido sancionada por incumplimiento 
por la Defensoría del Pueblo? 
 
7. ¿La actual LOTAIP, no proporcional facultad sancionadora a la Defensoría del Pueblo? 
¿Cree usted necesaria atribuirle esta facultad al ente controlador? 
 
8. ¿La ley no contempla un procedimiento interno para todas las instituciones públicas, en 
cuanto al manejo y finalmente la difusión en la página web de la información requerida 
por el art. 7? ¿Cree usted necesaria la creación de un procedimiento estandarizado? 
 
9. ¿Cree usted necesaria la creación en cada institución pública, de una unidad específica que 
maneje todo la información a publicarse? 
 
10. ¿Cuáles cree usted que  han sido los principales obstáculos que han tenido que enfrentarse  
en el proceso de la difusión de la información pública? 
 
11. ¿Usted cree necesaria una reforma a la LOTAIP? ¿Cuáles serían sus principales puntos a 
reformar? 
 
12. ¿Considera usted que es necesario la creación de un Sistema de Transparencia y manejo 
de la Información Pública a nivel Nacional, que tenga como propósito estandarizar el 




4.2.1. Análisis e interpretación de resultados  
 
4.2.1.1. Entrevista Defensoría del Pueblo 
 
Con fecha 13 de Mayo de 2014, se acudió a las instalaciones de la Defensoría del Pueblo, 
con el propósito de efectuar una entrevista al Sr. Iván Aguinaga, Director Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, quien supo manifestar al siguiente: 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR  
TEMA DE TESIS: “EL INCUMPLIMIENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPARENCIA Y  ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA LIMITA EL 
EJERCICIO DEL DERECHO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 
SOCIAL” 
ENTREVISTA  
INSTITUCIÓN  Defensoría del Pueblo  
ENTREVISTADO  Sr. Iván Aguinaga Yépez  
CARGO  
Director Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 
CIUDAD Quito 
CONTENIDO DE LA ENTREVISTA  (Parte I) 
1. ¿Cuán importante opina usted que es el tema del acceso a la información 
pública? 
 
Es un derecho humano reconocido a nivel internacional, es un derecho ciudadano, es 
un derecho fundamental, definitivamente es la punta de acceso a otros derechos,  
 
2. ¿Cree usted que la publicidad de la información transparenta la gestión estatal? 
 
Por supuesto, porque está la información a la mano del ciudadano, definitivamente 
ayuda a transparentar, inclusive ayuda a fiscalizar la gestión de la autoridad. 
 
3. ¿Cree usted que el acceso a la información pública además de ser un derecho se 
instituye como un mecanismo de ejercicio del derecho de participación 
ciudadana y control social? 
 
Por supuesto, el acceso a la información nos permite verificar como fue la gestión de 
la institución, que tan efectiva, que tan poco efectivo, fue la gestión de esa autoridad 
dentro de su administración 
 
4. ¿Cree usted que hace falta difundir más la LOTAIP tanto en instituciones 
públicas como en la sociedad civil, con el propósito de conocer cuáles son sus 
obligaciones y cuales sus derechos? 
 
Por supuesto, la LOTAIP, si bien es cierto que es una ley que tiene 10 años, es una 
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ley completamente olvidada y muy mal manejada, con el nombramiento del Sr. 
Defensor del Pueblo, Ramiro Rivadeneira se ha dado la importancia real que la ley 
requiere, es por eso que sí, creo que el hecho de que las instituciones y los 
ciudadanos conozcan el derecho que tienen y la obligación de cumplimiento de 
LOTAIP, va a ser un beneficio completamente para todos. Aún falta mucho por 
hacer, es un trabajo que se tiene que realizar con universidades e instituciones 
públicas. 
 
5. En su criterio ¿Cuál es la importancia de que los funcionarios públicos 
conozcan y manejen conceptos, principios, procedimientos relacionados con la 
transparencia y tratamiento de la información pública? 
 
Primero porque es su obligación, como funcionarios públicos tiene la obligación de 
dar la información, en los tiempos establecidos, por su condición natural de 
funcionarios públicos y su  obligación legal, y no solo eso, sino el manejo de los 
derechos humanos, entre los cuales está el acceso a la información, tiene que ser 
procesado y exteriorizado a todos los ciudadanos, desde los ciudadanos de a pie, 
hasta los ciudadanos que son funcionarios públicos, los ciudadanos que son 
docentes, los ciudadanos que son empresarios, entonces yo creo que éste es el inicio 
de otros derechos fundamentales .  
 
6. ¿Usted cree necesaria una reforma a la LOTAIP? ¿Cuáles serían sus 
principales puntos a reformar? 
En esencia la LOTAIP, a mi manera de ver es bastante buena, si tiene puntos en los 
cuales se debería trabajar, por ejemplo cuando se habla de sanción a la máxima 
autoridad, por falta de entrega de información, en el caso de que un GAD parroquial 
X no entrego información, existe la sanción a la máxima autoridad, pero la máxima 
autoridad no se puede sancionar así mismo, ese tipo de cosas si es un hueco legal que 
existe.  
 
7. ¿Cómo se maneja institucionalmente el proceso de difusión de la información 
pública?  
 
Existe la obligatoriedad que las instituciones públicas tengan que publicar la 
información en el portal web, pero la Defensoría del pueblo no puede obligar a las 
instituciones a presentar de tal manera, porque es información propia de ellas, lo que 
si vamos hacer como Defensoría homogenizar la información mínima requerida que 
tiene que ser publicada en el portal. Entonces las entidades tendrán que 
reorganizarse, para que con base a lo que nosotros establecemos deba estar publicada 
en el portal.  
Nos hemos dado cuenta que no sacamos nada con que la información este ahí si es 
información incomprensible para el ciudadano, no gano si la información que consta 
ahí no es actualizada, o no gano si la información no tiene una firma de 
responsabilidad para saber a qué persona debo acudir.  Es por eso que nosotros este 
año estamos procesando esta información y vamos a proceder a establecer estándares 
obligatorios sobre el cumplimiento del artículo 7.  
 
8. ¿Y en cuanto al procedimiento interno se pudiera estandarizar? 
 
No, porque por ejemplo yo le digo, que en el procedimiento interno tiene que decir, 
que el literal  b, c y d debe ser en base al departamento de planificación, y estamos 
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hablando de un GAD parroquial que tiene dos personas, entonces mal nosotros 
podríamos establecer ese tipo de cosas, porque las estructuras son muy distintas. Por 
ese mismo motivo, existen distorsiones en la parte de recursos, ya que no es lo 
mismo el portal de una institución que cuenta con suficiente recursos y una 
institución muy pequeña, es por eso mismo que se está hablando de un Portal 
Nacional de Información, en el que las instituciones puedan ingresar ahí su 
información, sin tecnología de ellos, para el mejor acceso del ciudadano, estamos 
trabajando en eso. 
 
9. ¿La actual LOTAIP, no proporcional facultad sancionadora a la Defensoría del 
Pueblo? ¿Cree usted necesaria atribuirle esta facultad al ente controlador? 
 
Por principio la Defensoría del Pueblo no es una entidad sancionadora, que lo que 
busca es que el derecho dado se cumpla, partamos del inicio que el derecho 
ciudadano de acceso a la información tiene que cumplirse, si bien es una ley que ha 
estado vigente 10 años, es una ley muy olvidada, muy poca trabajada, que mucha 
gente no le ha dado la importancia de su cumplimiento como tal, es por eso que 
nosotros hemos empezado a trabajar en este sentido, ya que la ley no nos faculta para 
establecer una sanción; que tipo de sanción deberíamos nosotros dar, una sanción 
moral.  
 
A mi criterio personal no considero que se le debería atribuir la facultad 
sancionadora, ya que la Defensoría del Pueblo es por esencia una entidad que 
defiende los derechos humanos, que debe velar porque no se viole el derecho al 
ciudadano, y se cumplan los derechos ciudadanos. Considero que existe un amplio 
debate en cuanto a eso ya que si bien no existe una sanción en cierto punto es letra 
muerta, pero creo que ya empezamos a cambiar como país y la sanción moral ya es 
más importante, ya empieza a ganar peso la sanción moral sobre la sanción 
pecuniaria.  
 
10. ¿Cuáles han sido los principales obstáculos que han tenido que enfrentarse  en 
el proceso de la difusión de la información pública? 
 
Primero el desconocimiento del derecho y la ley, aparte de eso, el cambio de 
autoridades en las distintas instituciones públicas, nos complicó, ya que muchas 
autoridades no le dieron la importancia al cumplimiento del informe LOTAIP porque 
ya salía de la institución, entonces si se dio eso y fue complicado, principalmente el 
desconocimiento del derecho como tal, al no darse la importancia del derecho que 
tiene el ciudadano al acceso a la información 
 
11. ¿Considera usted que es necesario la creación de un Sistema de Transparencia 
y manejo de la Información Pública a nivel Nacional, que incluya la 
estandarización del proceso de manejo de la información pública y su difusión? 
 
Completamente de acuerdo, creo que hemos analizado que es parte del proyecto que 







4.2.1.2. Entrevista Secretaria Nacional de Telecomunicaciones 
  
Con fecha 14 de Mayo de 2014, se acudió a las instalaciones de la Secretaría Nacional de 
Telecomunicaciones, a fin efectuar una entrevista a la Sra. Angélica Villavicencio, Web master, 
quien es la encargada del manejo del portal web institucional, manifestando que:  
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR  
TEMA DE TESIS: “EL INCUMPLIMIENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPARENCIA Y  ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA LIMITA EL 
EJERCICIO DEL DERECHO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 
SOCIAL” 
ENTREVISTA  
INSTITUCIÓN  Secretaría Nacional de Telecomunicaciones   
ENTREVISTADO  Sra. Angélica Villavicencio  
CARGO  Web master 
CIUDAD Quito 
CONTENIDO DE LA ENTREVISTA  (Parte I) 
1. ¿Cuán importante opina usted que es el tema del acceso a la información 
pública? 
 
El tema es de relevada importancia, ya que a mi manera de ver, la ejecución de este 
derecho nos permite mantener un medio de enlace con el ciudadano. 
 
2. ¿Cree usted que la publicidad de la información transparenta la gestión estatal? 
 
Definitivamente, al publicarse la información en el portal web, damos a conocer al 
ciudadano todo lo que se está realizando internamente en la institución, 
permitiéndonos por una parte informarle y por otra hacer visible nuestras acciones.  
 
3. ¿Cree usted que el acceso a la información pública además de ser un derecho se 
instituye como un mecanismo de ejercicio del derecho de participación 
ciudadana y control social? 
 
Claro que sí, principalmente en cuanto a servicios se refiere, a mi manera de ver lo 
más importante que tiene el sitio web es la parte de programas y servicios, divididas 
en departamentos que deben entregarme a mí la información que debe conocer el 
público en general 
 
4. ¿Y en cuanto a toda la información mínima requerida por la LOTAIP también 
se la envía a usted? 
 
Sí, me mandan todo, por ejemplo toda la información que tiene que ir en la pestaña 
de transparencia, se encargan de recoger principalmente las áreas de Recursos 
107 
 
Humanos, Planificación y Gestión, ellos organizan la información que se quiere 
subir, y me entregan a mí, todo por vía mail. 
 
 
5. ¿Y las unidades administrativas de la secretaría como recopilan la 
información?  
 
Cada área tiene la potestad de organizarse de acuerdo a sus organigramas o formas 
de trabajar. 
  
6. ¿Es decir que no hay un procedimiento establecido? 
 
No, eso ya depende de cada director. 
 
7. ¿Cómo se Organiza la información en el portal? 
 
Últimamente el gobierno dio la orden que el portal tenga el mismo formato, 
justamente tengo abierta las páginas web del Ministerio de Telecomunicaciones, y la 
Secretaría, si te fijas, los portales tiene la misma estructura y menú, es decir que 
todos los ministerios y secretarías tienen las mismas plantilla e información 
disponible para el ciudadano.  
 
8. ¿En cuánto ha sanciones se refiere la Defensoría del Pueblo ha llamado la 
atención en alguna ocasión?  
 
En mi conocimiento no, más bien lo que nos hacen, es enviarnos memos a través del 
QUIPUX, recordándonos que hace falta subir tal información.  
 
 
9. ¿Considera usted que es necesario la creación de un Sistema de Transparencia 
y manejo de la Información Pública a nivel Nacional, que incluya la 
estandarización del proceso de manejo de la información pública y su difusión? 
 
Claro, justamente en el área de comunicación se está analizando ese tema, ya que es 





4.2.1.3. Entrevista Corporación de Participación Ciudadana.  
  
Con fecha 28 de Mayo de 2014, se acudió a las instalaciones de la Corporación de 
Participación Ciudadana, a fin de efectuar una entrevista a la Dra. Ruth Hidalgo, directora ejecutiva 






UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR  
TEMA DE TESIS: “EL INCUMPLIMIENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPARENCIA Y  ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA LIMITA EL 
EJERCICIO DEL DERECHO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 
SOCIAL” 
ENTREVISTA  
INSTITUCIÓN  Corporación de Participación Ciudadana 
ENTREVISTADO  Dra. Ruth Hidalgo  
CARGO  Directora Ejecutiva  
CIUDAD Quito 
CONTENIDO DE LA ENTREVISTA  (Parte I) 
1. ¿Cuán importante opina usted que es el tema del acceso a la información 
pública? 
 
El tema de acceso a la información pública es clave en los procesos democráticos, 
porque en términos generales, las ciudadanas y ciudadanos tienen el derecho de estar 
involucrados e informados de todas las decisiones políticas que en determinado 
momento cambian sus estilos de vida, eso desde la óptica macro. 
 
Ahora desde la óptica país, nosotros tenemos una Constitución Política de la 
República que consagra y habla de lo que la misma llama el poder ciudadano, que lo 
describe y lo define como la capacidad y el derecho de todas las ciudadanas y 
ciudadanos de involucrarse en las decisiones y gestiones de todos los niveles de 
gobierno a través de una adecuada utilización e implementación de acceso a la 
información pública, como usted ve es un tema absolutamente transversal y clave. 
Sin embargo lo que al menos yo he visto, unas normas constitucionales y regionales 
de esa naturaleza, plantean un desafío enorme para los Estados, porque significa que 
de parte de los Estados se debe generar la institucionalidad de un efectivo derecho a 
la información, y por su puesto generar una institucionalidad adecuada para ejercer 
la participación ciudadana también. Derecho a la información y participación 
ciudadana son dos términos que no pueden ir separados, son dos términos que tienen 
que ir paralelos, una persona no va a poder participar sino se le da la información 
adecuada, y una persona que no tiene la información adecuada no va a estar en 
capacidad de participar adecuadamente, de manera que debe entenderse en la lógica 
democrática estos dos derechos de participación ciudadana y acceso a la información 
pública paralelos en un mismo camino. 
 
2. ¿Cree usted que la publicidad de la información transparenta la gestión estatal? 
 
Yo creo que la publicidad es una de las herramientas, pero no es únicamente la sola 
herramienta para promover o para ser transparentes, yo creo que el tema de 
transparencia va más dirigida a la gestión, porque si usted a través de medios de 
comunicación, o a través de herramientas comunicacionales, usted da un informe a la 
nación, el tema de transparencia es una actitud, es decir los gobiernos transparentes 
tienen como actitud la transparencia, siendo transparentes a todo nivel, en el 
momento de contratar públicamente, el momento de endeudarse con el exterior, el 
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momento de gestionar o diseñar políticas públicas y económicas, todo esto 
cumpliendo lo establecido en la ley, que muchas veces ese cumplimiento a la ley, no 
es conocido o no puede ser publicitado, y por eso es importante tener una actitud 
transparente, cuando usted tiene un gobierno con una actitud transparente, es un 
efecto multiplicador desde arriba hacia abajo, porque si usted tiene un aparataje 
publicitario donde permanente se está diciendo que se es transparente, y no lo 
demuestra en su actuar, simplemente lo que hay es un buen nivel de comunicación, 
un buen aparataje de marquetink pero la actitud le está faltando   
 
3. ¿Cree usted que el acceso a la información pública además de ser un derecho se 
instituye como un mecanismo de ejercicio del derecho de participación 
ciudadana y control social? 
 
Por supuesto que es un mecanismo de control social, nosotros tenemos una LOTAIP 
que está vigente desde el año del 2004 y allí establece una serie de parámetros, a 
través de los cuales los organismos estatales y los organismos privados que reciben 
fondos públicos, tienen que cumplir para transparentar su gestión. La LOTAIP 
establece una serie de acciones, a los que se conoce como peticiones de acceso, que 
no son más que las posibilidades o el derecho que se le da al ciudadano que se le da 
al ciudadano de ejercer el derecho a la información, de exigir la información que 
ellos necesitan recabar para cualquier actividad. Además establece también la ley 
una serie de derechos de Acceso a la información a través de los cuales también se 
estable los mecanismos para ejercer control social. La Lotaip es una herramienta 
bien interesante de control social, a través de una peticiones  de acceso se puede 
medir cuan eficiente es el estado, cuan transparente es el estado, inclusive puede 
apelar a las decisiones, cuando se le niegue el acceso a la información. La ley prevé 
la realización de una queja o una denuncia, en estos casos, entonces esa garantía que 
da la LOTAIP es definitivamente un mecanismo que permite al ciudadano ejercer 
control social. 
 
4. En su criterio ¿Cuál es la importancia de que los funcionarios públicos 
conozcan y manejen conceptos, principios y procedimientos relacionados con la 
transparencia y tratamiento de la información pública? 
Uno de los grande problemas que se han identificado, y no de ahora sino que se lo ha 
venido trayendo desde hace años en nuestro país, es el hecho de que una las mayores 
circunstancias, a través de las cuales no se puede ejercer efectivamente el derecho de 
acceso a la información pública es el desconocimiento de tanto funcionario público, 
autoridades nominadoras y cabezas de las organizaciones estatales de la ley, de sus 
derechos y sus obligaciones, entonces mal se puede exigir el cumplimiento si los 
mismos operadores de los servicios públicos si desconocen su nivel de 
involucramiento y su nivel de obligatoriedad, que deben cumplir. Ese es un enorme 
desafío que hasta ahora no se ha logrado cumplir, ni sacado adelante, porque 
generalmente este tipo de capacitaciones, esfuerzos y empoderamiento tanto a la 
ciudadanía como a los funcionarios públicos han sido llevados adelante por 
iniciativas de sociedad civil. La sociedad civil ha sido desde afuera, la que ha 
apoyado permanentemente, y ha sido la interesada en fomentar este conocimiento, 
no solamente en ciudadanía sino en los funcionarios, entonces cuando usted mira 
técnicamente hablando, la capacidad de incidencia de sociedad civil es mínima, en 
relación a lo que podría hacer el Estado, ya que si se tuviera una decisión política 
desde arriba, intencionalidades del gobierno, una actitud de transparencia, éste sería 
el primero en interesarse en capacitar a sus funcionarios, ya que en la medida en la 
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que sus funcionarios están capacitados van hacer más transparentes, y por su puesto 
sus gobiernos van a mejorar y la confianza de los ciudadanos van a mejorar. Pero no 
hemos tenido hasta ahora, ni antes ni ahora, un gobierno que se interese en el tema, 
un gobierno con actitud de transparencia absoluta que se haya comprometido a 
empoderar a sus miembros sobre el tema, de lo que significa ser transparente, y lo 
que abarca cumplir con la LOTAIP. Yo creo que este es el problema. 
 
5. ¿Cuáles considera usted que serían las medidas a adoptarse para solucionarse 
este problema? 
Bueno hay varias medidas, primero yo creo que es el tema de fondo, no podemos 
esperar un cambio cuantitativo y cualitativo, si es que usted no tiene a la cabeza un 
gobierno con actitud transparente y con decisión política de cambiar esto, la decisión 
política es clave, porque solamente si el gobierno tiene dentro de su agenda pública y 
política el mejoramiento de la transparencia a niveles técnicos, no solamente del 
discurso, o solamente políticos, sino ya en sí el tema técnico. Solo así, cuando el 
gobierno asuma el desafío y el reto de llevar a un nivel técnico este empoderamiento 
de la LOTAIP, solamente allí se podrá cambiar.  
Desgraciadamente la historia latinoamericana, en general, y particularmente la 
historia ecuatoriana nos ha demostrado que es muy difícil general esos temas de 
transparencia, porque los políticos están más orientados en hacer otras cosas, la ley 
de transparencia no es su prioridad. Las malas prácticas políticas tienden a replicarse 
de tendencia a tendencia, no ha existido un gobierno que se merezca la calificación 
de un gobierno emblemático que tenga decisión política para eliminar la corrupción 
y mejorar la transparencia. Por lo tanto mientras tanto lo que hay que hacer, es  
fomentar actividades de iniciativa desde donde siempre se han apoyado, que es desde 
la sociedad civil, lo cual es difícil también generar indicadores que realmente sean de 
peso y logren cambiar la política. Lo que realmente se hace desde sociedad civil, es 
como yo llamo, poner un granito de arena en la dinámica de cambiar estas prácticas 
de acceso a la información. Por eso mientras no exista una alianza estratégica de 
sociedad civil y por otro lado decisión política y agenda pública, no va hacer posible 
cambiar, y vamos a seguir con estos niveles de transparencia bajos y de acceso a la 
información sumamente bajos. 
 
6. ¿Usted tiene conocimiento si la Defensoría del Pueblo en los 10 años de estar 
vigente la ley ha sancionado a algún funcionario o institución por 
incumplimiento de la ley? 
No, nosotros al menos no tenemos conocimiento, eso no significa que no haya sido 
así. Sin embargo hasta el año 2012 que monitoreamos a 30 instituciones públicas, 
con conocimiento causa le puedo decir que no hubo ninguna sanción. 
 
7. ¿La actual LOTAIP, no proporcional facultad sancionadora a la Defensoría del 
Pueblo? ¿Cree usted necesaria atribuirle esta facultad al ente controlador? 
 
Existe una resolución defensorial del Ex Defensor del pueblo, Fernando Gutiérrez, 
del 2012, me parece, que precisamente establece sanciones administrativas, de todas 
maneras si considero necesario reforzar este punto a través de una reforma que 
establezca sanciones administrativas y que posibilite su sanción, ya que la 
Defensoría como encargada por la Constitución y la LOTAIP del control la 
transparencia, debe ejercer justicia en este tema, claro que no vamos a esperar que le 
clausure a alguna institución, pero que si tome medidas en el asunto, que si este 
presionándole, exhortándole y también brindándole capacitación, porque la 
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Defensoría del Pueblo debería de ser la primera organización que capacite.   
 
 
8. La ley no contempla un procedimiento interno para todas las instituciones 
públicas, en cuanto al manejo y finalmente la difusión de la información 
mínima requerida por el art. 7 de la LOTAIP, en la página web. ¿Cree usted 
necesaria la creación de un procedimiento estandarizado? 
 
Claro que falta reforzar este tema, y se constituye en un vacío legal,  pero como digo, 
lo básico aquí es la decisión política, cuando un organismo del estado o un 
funcionario quiere cumplir, encuentra las formas de cumplir, y se ve la manera. Si la 
Defensoría del Pueblo que es la llamada a estar pendiente de este tema, tuviera por 
ejemplo un personal calificado, capacitado, y dedicado exclusivamente a ayudarles a 
los Organismos a que mejoren sus niveles de transparencias se podría lograr. Por 
ejemplo voy a mencionar un ejemplo emblemático que para nosotros es bien 
interesante, de una organización que cumple los niveles de transparencia, una es la 
Contraloría y otra la Procuraduría, porque el Contralor por un lado y el Procurador 
por otro, son personas que tiene toda la decisión política de generar transparencia y 
cumplir la LOTAIP, y se han dado el trabajo de tener un departamento de solamente 
2 personas cuyo trabajo puntual es hacer el seguimiento diario de cómo están sus 
páginas web y se reúnen constantemente con las personas que refrescan las páginas 
web, como con la persona que sube la información y con los financieros, y con toda 
la gente que está involucrada en cumplir con los parámetros 7 y 12, como digo el 
tema de fondo es el tema de la decisión política porque usted puede tener 
reglamentos maravillosos, puede tener una institucionalidad instalada, pero si no 
tiene la decisión política de hacer efectivo esto, como va a operar, es un tema de 
actitud y decisión , si yo quiero ser transparente entonces toda la gente que trabaja 
conmigo tiene que cumplir parámetros para cumplir con la transparencia, pero si yo 
me relajo y desde la cabeza digo, a no importa son solo 100$ de multa, demuestra lo 
contrario. 
 
9. ¿Cree usted necesaria la creación en cada institución pública de una unidad 
específica que maneje todo el tema de acceso a la información pública? 
 
Totalmente de acuerdo, por lo que le acabo de comentar.  
 
10. ¿Cuáles cree usted que han sido los principales obstáculos que han tenido que 
enfrentarse  en el proceso de capacitación de la difusión de la información 
pública? 
 
En realidad muchos obstáculos no hemos tenido, porque más bien hemos sido 
recibidos muy bien dentro de las organizaciones que hemos querido que capacitar, 
por eso decimos que la necesidad es un hecho, nosotros hemos llegado a la 
conclusión de que existe una necesidad puntual y urgente y la buena voluntad de los 
funcionarios que no es lo mismo decir la decisión política de las cabezas, el único 
obstáculo si se lo quiere llamar así, ha sido convencer a la autoridades cabezas de la 
importancia que significa esto, y además hay que tener en cuenta que todas las 
capacitaciones se las ha hecho con nuestros fondos, el momento que se acabó el 
fondo, ni la Defensoría del Pueblo, ni otra institución ha manifestado el interés de 
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continuar con el monitoreo ni con las capacitaciones, eso a usted ya le da una idea 
del tema de actitud de transparencia, es decir, si queremos mientras usted me pague, 
que realmente no es muy caro, pero si yo tengo que invertir en transparencia, yo no 
invierto un centavo, eso es cultura política deficiente, que es lo que hay que cambiar. 
 
11. ¿Usted cree necesaria una reforma a la LOTAIP? ¿Cuáles serían sus 
principales puntos a reformar? 
 
Como le dije anteriormente a usted, definitivamente se debe hacer una reforma, 
siendo uno de los puntos son, las facultades sancionadoras, temas de ambigüedad, y 
otro de los temas son las peticiones de acceso, para que sea un trámite no muy largo, 
un trámite sumario, que sea rápido y que sea eficiente, porque mueren las peticiones, 
y quien dice algo, nadie.  
 
12. ¿Considera usted que es necesario la creación de un Sistema de Transparencia 
y manejo de la Información Pública a nivel Nacional, que incluya la 
estandarización del proceso de manejo de la información pública y su difusión? 
 
Estos esfuerzos nunca están demás, me parece bien la estructura, la institucionalidad, 
pero yo soy fan, y creo profundamente que la institucionalidad no sirve si es que no 
tiene decisión política. Justamente asistí a un foro brindado por la SEMPLADES en 
este tema, y se le critico desde afuera, porque se presentó un power point 
espectacular de todos los sectores de participación, y cuando le preguntaron cuál de 
ellos estaba activo, ninguno; y todo eso está en página web, y usted dice que bien, 
pero cuales realmente está siendo efectiva, ninguna; entonces la institucionalidad 






 Análisis:  
 
 Mediante las entrevistas, se pudo obtener criterios de personas conocedoras del tema, por 
desenvolverse en ambientes laborales que exigen un alto conocimiento y el compromiso de ejecutar 
acciones que coadyuven al fortalecimiento del derecho de acceso a la información pública.  
 
 A través de estas entrevistas, se encontró que, si bien cada persona tiene su propio punto de 
vista de los temas abordados, coinciden en que toda iniciativa que coadyuve al efectivo 
cumplimiento del acceso a la información pública, contribuirá a la construcción de un Estado 
transparente.  
 
 Sin embargo de le dicho, a continuación se muestran posturas que aportaran en gran 




- Definitivamente consideran que el acceso a la información pública es un derecho  
transcendental, reconocido como derecho humano fundamental por organizaciones 
internacionales, y protegido y garantizado constitucionalmente. 
- Si bien consideran que la publicidad de las actuaciones estatales es una herramienta para 
crear un Estado transparente, debe existir de por medio la actitud de los funcionarios en 
reconocer a la ciudadanía su derecho de conocer que es lo que se está realizando 
internamente.  
 
- Coinciden en que el acceso a la información pública es un derecho clave en un Estado 
democrático, que permite informar al ciudadano acerca de la gestión pública, posibilitando 
a éste involucrarse en las decisiones adoptados por el gobierno que afectan sus estilos de 
vida. A través del ejercicio de este derecho se establece un vínculo de comunicación entre 
estado y ciudadanía. 
 
- Están de acuerdo en que el derecho de acceso a la información pública y el derecho de 
participación ciudadana y control social van de la mano, un ciudadano no puede participar 
en la sociedad si no cuenta con información. La LOTAIP es en sí una herramienta de 
control social. 
 
-  Concuerdan en que lamentablemente la LOTAIP, a pesar de llevar vigente casi 10 años, ha 
sido una ley mal entendida y olvidada siendo uno de los problemas el alto grado de 
desconocimiento del derecho como tal y  la ley, tanto por funcionario públicos, como por 
ciudadanos. La Corporación de Participación Ciudadana además considera que otro de los 
grandes problemas es la falta de decisión política y agenda pública de este tema, por parte 
de las cabezas de las instituciones obligadas, al manifestar que el tema de transparentar la 
gestión se lo debe tratar desde un cambio a nivel técnico, y no solo desde el discurso.  
 
- La Defensoría del Pueblo confirma, que en los 10 años de vigencia de la LOTAIP no se ha 
sancionado a ninguna entidad pública a pesar de incumplimiento de obligaciones, al no 
contar con esta facultad, sin embargo a criterio propio considera que no hace falta otorgarle 
dicha facultad, al ser la Defensoría una institución en esencia que defiende los derechos 
humanos, y que emite sanciones de tipo moral, siendo estás aún más importantes. A este 
criterio se contrapone el dado por parte de la representante de la Corporación de 
Participación ciudadana, ya que sostiene que para garantizar el ejercicio de este derecho 
por parte de los ciudadanos, se debe controlar su cumplimiento, por lo que es fundamental 
sancionar a aquellas instituciones que no consuman las obligaciones establecidas por la 
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normativa, por lo que es necesario que se faculte a la Defensoría aplicar el régimen 
sancionatorio.   
 
- La Corporación de Participación Ciudadana rescata los esfuerzos de dos instituciones 
públicas en cuanto a transparencia se refiere, la Contraloría General del Estado y la 
Procuraduría, en donde sus máximas autoridades, al contar con toda la decisión política de 
generar transparencia y cumplir la LOTAIP, han previsto la creación de una unidad 
administrativa que maneja toda la información pública, con el propósito de cumplir altos 
niveles de transparencia; por lo que apoya la idea de crear un procedimiento único a seguir 
por parte de todas las instituciones públicas, a través de la creación de una unidad 
administrativa de manejo de información pública. 
 
- Finalmente creen que la creación de un Sistema Nacional de Transparencia y acceso a la 
información pública, a través del cual se buscaría estandarizar e procedimiento de manejo 
de información pública,  no estaría por demás, todos los esfuerzos que se realicen en 

























4.3. Conclusiones  
 
- El principio de publicidad de las actuaciones y decisiones generados por la Administración 
Pública en el ejercicio de sus atribuciones, es un deber ineludible de los funcionarios 
públicos; por lo que están sujetos al control social ejercido por la ciudadanía y a la 
obligación propia de rendir cuentas con el propósito de demostrar la transparencia de su 
gestión.  
 
- El derecho de acceso a la información pública hoy por hoy en el ámbito internacional está 
considerado como un derecho humano fundamental, que marca el principio de ejercicio de 
otros derechos, y que por lo tanto las legislaciones del mundo deben dedicar esfuerzos para 
garantizar su reconocimiento y efectivizar su ejercicio.  
 
- El problema más grande que tiene que enfrentar el derecho de acceso a la información 
pública es el desconocimiento tanto por funcionarios públicos como por la sociedad civil, 
hecho que ha dado como resultado, que por un lado, el estado transgreda el legítimo 
ejercicio de  derechos otorgados a los ciudadanos, y por el otro que la sociedad civil no 
conozca sus derechos y que por lo tanto no asuma su papel de ciudadano activo. 
 
- Mediante la rendición de cuentas de las instituciones del sector público se evidencia la 
transparencia de la gestión pública y el cumplimiento de la responsabilidad de someter a 
examen de la ciudadanía el desarrollo de la función pública,  mientras se garantiza el 
derecho al acceso a la información. 
 
- Queda evidenciado que el derecho de acceso a la información es un derecho transversal, ya 
que se instituye en un derecho constitucional como tal,  y a la vez en uno de los 
mecanismo, más idóneos y de mayor alcance por los ciudadanos, a través del cual se hace 
posible efectivizar el ejercicio de los derechos de participación ciudadana y control social, 
lo que quiere decir que no podemos separar un derecho del otro, por estar los mismos  
interrelacionados para fundar un Estado más transparente y democrático. Por lo tanto 




- Se constituye como otro problema del ejercicio de los derechos de acceso a la información 
pública y participación ciudadana, la falta de actitud de un gobierno transparente, y la poca 
decisión política de cambiar esta realidad.  
 
- El cambio de esta situación debe dárselo desde la misma ley, fortaleciendo temas que ya 
contempla la LOTAIP, eliminando aquello que está impidiendo su correcta aplicación y 
creando un articulado que termine con los vacíos legales.  
 
- La ciudadanía debe reclamar la reivindicación de este derecho tan importante en la vida 
diaria de los ecuatorianos, si bien tenemos una ley que protege este derecho debemos exigir 
su cumplimiento e instar a la aplicación de fuertes sanciones a aquellos que nieguen el 
derecho de acceso, porque a una sociedad que se le niega la información es una sociedad 





























4.4. Recomendaciones  
 
- Se debería reconocer a nivel constitucional el principio de máxima publicidad de las 
actuaciones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus atribuciones, ya que la 
información producida en manos del estado es por esencia propiedad de los ciudadanos. 
 
- Como se evidencia, es menester implementar la reforma legal planteada, con el objetivo de 
que el Ecuador cuente con una Ley de acceso a la información que contemple no solo la 
mera enunciación de derechos sino su efectivo ejercicio. 
 
- Tanto el Estado como la ciudadanía, debido al alto desconocimiento de la LOTAIP,  no han 
contribuido a la construcción de una verdadera cultura de transparencia, por lo que se hace 
necesario que el Estado, como legítimo garante del ejercicio de los derechos, adopte y 
promueva una política de capacitación dirigida tanto a funcionarios públicos como a la 
sociedad civil, que tenga como finalidad transmitir todos los conocimientos, principios, 
obligaciones y derechos que incluye el ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública con el fin de lograr una participación ciudadana bien informada.   
 
- La información a publicase en los portales web institucionales deberá ser veraz, amplia y 
completa; debiendo verificar que no se encuentre difundida información restringida, como 
información de tipo confidencial y reservada, ya que tanto el ocultamiento de información 
pública, como la divulgación de información restringida, es sancionado.  
 
- La obligación de divulgación de información mínima requerida por el artículo 7 en el portal 
web de cada institución, es una obligación que debe ser sujeta de monitoreo constante por 
parte del Estado, cabe mencionar además que se debe controlar en la medida de lo posible 
que las instituciones sujetas al cumplimiento de esta ley, publiquen la información de modo 
amigable al ciudadano, de tal manera que sea accesible, con  páginas web que se 
desplieguen rápidamente y que se caractericen por ser entendibles no solo por la persona 




- El Estado tendrá que asumir una verdadera intención de fundar un país transparente y 
democrático, debiendo destinar los recursos económicos y humanos necesarios para 
implementar un verdadero Sistema de Transparencia y acceso a la información pública, que 
coadyuve al real cumplimiento de derechos y obligaciones establecidos en la ley.  
 
- Es menester además, tal y como se lo ha contemplados en otros países, que el Ecuador 
cuente con una Ley de Protección de datos personales, al ser este un derecho constitucional 









































5. CAPITULO V PROPUESTA  
 
5.1. Justificación  
 
La Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, debido a la rapidez 
con la que se la aprobó y por el impulso en gran parte del grupo periodístico, se dejaron a un lado 
puntos claves que posibiliten una adecuada aplicación, real cumplimiento de la ley, y un oportuno 
régimen de control y sanción por parte de la Defensoría del pueblo; hechos que han impedido 
plasmar el verdadero objetivo de la ley, siendo éste la protección del derecho al acceso a la 
información pública como mecanismo para ejercer el derecho a la participación democrática 
respecto del manejo de la cosa pública y la rendición de cuentas a la que están sujetos todos los 
funcionarios del  Estado, tal y como se lo plantea en el considerando de la ley.  
 
Esto sumado al desconocimiento del contenido de la ley tanto por los funcionarios públicos 
como por los ciudadanos debido en gran medida a que a la LOTAIP en gobiernos anteriores y en el 
actual no se le ha brindado la suficiente importancia que ésta merece, tal y como se evidencio en el 
transcurso de la investigación, la mayoría de ciudadanos no tenía conocimiento que el Ecuador 
cuenta con una ley que tutela el derecho de acceso a la información, que busca garantizar los 
derechos de participación de los que goza el ciudadano.  
 
Por otra parte, se debe considerar que la LOTAIP, fue promulgada en el año 2004, mucho 
antes de entrar en vigencia la actual Constitución, suceso que inevitablemente dio un giro al tema 
de acceso a la información pública y su estricta relación con los derechos de participación, 
ocasionando que la ley en este momento se encuentre desactualizada legal y socialmente hablando, 
ya que los derechos analizados, en la Constitución han tomado una tonalidad importante, al haber 




Cabe indicar además, que la sociedad ecuatoriana es totalmente diferente a la de hace 10 
años, se han venido dando cambios de actitud, conciencia y profesionalización de los ciudadanos, 
acontecimientos que han dado como resultado que día a día los ecuatorianos se interesen en los 
asuntos del poder público, derecho del que gozamos todos los ecuatorianos, no siendo solo el hecho 
de tener acceso a la información pública, sino también por los derechos constitucionales atribuidos 
a los ciudadanos al constituirlos en el primer mandatario y fiscalizador del poder público.  
 
Es por esta razón, que surge la necesidad de proponer un articulado que conlleve a actualizar 
la ley, y de alguna manera llenar los vacíos legales que se venía arrastrando desde su creación,  
para que a través de éste proyecto de reforma, sea posible tomar control de temas que si contempla 
la presente ley pero no es posible su ejercicio y control, temas que no fueron contemplados en la 
ley y es imprescindible regularlos, y otros que se ha dejado a la discrecionalidad de los sujetos 




5.2.1. Objetivo General 
 
Actualizar la vigente Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, de 
acuerdo a las necesidades exigidas por los cambios sociales y constitucionales. 
 
5.2.2. Objetivo específicos 
 
1. Garantizar la efectiva aplicación y cumplimiento total de los derechos y obligaciones 
contempladas en la ley.  
2. Obligar a las instituciones públicas y privadas que reciben fondos del Estado, a fortalecer 
sus niveles de transparencia, para activar al acceso a la información pública como 
mecanismo de ejercicio de los derechos de participación.  
3. Estandarizar el procedimiento interno en cuanto al manejo y difusión de la información 
pública. 
4. Atribuir a la Defensoría del Pueblo la facultad sancionadora.  




5.3. Ubicación sectorial  
 
La ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información pública, protege derechos 
acogidos constitucionalmente y como tal es ejercido por todos los ecuatorianos, por lo que,  la 
propuesta de reforma sería aplicada a nivel nacional y afectaría en gran medida a todos los 
ciudadanos que formamos parte de la sociedad ecuatoriana.  
 
5.4. Beneficiarios  
5.4.1. Beneficiarios directos  
 
Si la presente propuesta de reforma llegara a plasmarse en la realidad, beneficiaría 
directamente a la ciudadanía en general, al posibilitar el efectivo ejercicio tanto del derecho de 
acceso a la información pública como del derecho de participación ciudadana y control social, 
derechos que interactúan entre sí y no se puede concebir la existencia del uno sin el otro. La 
participación de un ciudadano se hace posible al momento que está informado acerca de lo que 
sucede a su alrededor.  
 
5.4.2. Beneficiarios indirectos  
 
Los beneficiarios indirectos serían el Estado, sus instituciones públicas y privadas que 
cuentan con recursos públicos o realizan obra pública, y sus funcionarios, debido a que el ejercicio 
del acceso a la información pública permite a éstos transparentar su gestión y hacer partícipes de 
sus decisiones o cambios a los ciudadanos; inclusive la LOTAIP como una de las herramienta de 
participación ciudadana, permite la interactuación con el ciudadano, a tal punto que si se aplicara 
efectivamente la ley, permitiría mejorar los servicios brindados por cada entidad pública, al 
conocer el ciudadano cual es procedimiento y documentación con la que debe contar, al momento 




La presente propuesta de reforma a la “Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública” es factible debido a que los ciudadanos en forma individual o colectiva están 
facultados a presentar proyectos de iniciativa popular, debiendo contar con el respaldo de por lo 
menos el cero punto veinticinco por ciento de las ciudadanas y ciudadanos inscritos en el padrón 




Además puede ser presentado por un asambleísta que cuente con una bancada legislativa o con 
el apoyo del 5% de los miembros de la asamblea; y por cualquier otra función del Estado.  
 
 
5.6. Descripción de la propuesta  
 
Artículo 1.-  
 
Remplácese los siguientes términos: 
“Constitución Política de la República” por “Constitución de la República”   
“Artículo 81” por “Artículo 18” 
“Artículo 118” por “Artículo 225” 
“Congreso Nacional” por “Asamblea Nacional” 
“Diputados” por “Asambleístas” 
“Tribunal Constitucional” por “Corte Constitucional” 
“Tribunal Supremo Electoral” por “Consejo Nacional Electoral” 
 
En el artículo 6, remplácese la frase: 
“los artículos 23 y 24” por “los artículos 66 y 76” 
 
Artículo 2.-  
 
En el primer inciso del artículo 1 después de la frase: 
 “es un derecho” agréguese  la palabra “fundamental”  
 
Artículo 3.-  
 
- A continuación del literal b) del artículo 2, agréguese el siguiente literal:  
“Constituir al acceso a la información pública como uno de los mecanismos efectivos que permiten 
el libre ejercicio de los derechos de participación dentro de la gestión pública, de acuerdo a lo 
contemplado en la Constitución de la Republica” 
 
- Agréguese al literal c) en su inicio la siguiente frase:  
“Mantener a la ciudadanía informada en todo lo que se refiere a gestión pública, con el propósito 




Artículo 4.-  
 
- En el literal a) del artículo 4, luego de la frase:  
“La información pública pertenece a los ciudadanos y ciudadanas”, agréguese lo siguiente: “por 
lo tanto es su derecho acceder libremente a ella”  
 
- En el literal b) del artículo 4, luego de la frase: 
“a excepción de los costos de reproducción” agréguese lo siguiente: “los mismos que no podrán 




Al final del artículo 7, agréguese lo siguiente:  
“La publicación en el página web de la información mínima requerida de acuerdo a los literales 
del presente artículo, tiene carácter obligatorio, sin que esto signifique exonerar a las instituciones 
públicas de su obligación de entregar la información física y en el formato que sea solicitado por 
el ciudadano” 
 
Artículo 6.-  
 
A continuación del artículo 7, agréguese los siguientes artículos innumerados:  
 
“Artículo innumerado.- Integridad de la información difundida.- La información mínima 
requerida a ser publicada en el portal web,  entregada físicamente o en cualquier otro formato 
debe ser completa, veraz, amplia, suficiente, objetiva, oportuna, sistematizada y verificable. Quien 
publicare o entregare información sin estas características está sujeto a las correspondientes 
sanciones establecidas para el efecto.  
 
“Artículo innumerado.- Protección de datos de carácter personal.- Es obligación del estado y 
derecho de los ciudadanos la protección de los datos de carácter personal, este tipo de 
información deberá contar con autorización expresa de su titular o mandato de la ley para su 
recolección, archivo, procesamiento, distribución o difusión. El incumplimiento de este artículo 
está sujeto a las correspondientes sanciones determinadas en esta ley. 
 
Artículo innumerado.- Acceso a la información pública a personas con discapacidad.- Las 
instituciones obligadas por la presente ley, deberán adecuar y dotar a sus páginas web de 







- En el artículo 8, luego de la frase:  
“…y demás entes señalados en el artículo 1 de la presente ley” elimínese la palabra 
“implementarán” y agréguese lo siguiente “tienen la obligación de implementar”. 
 
- En el mismo artículo inciso final, luego de la frase: 
“…particularmente de los accesos a la información pública” elimínese “hábeas data y amparo” y 





A continuación del artículo 8, añádase el siguiente artículo innumerado:  
 
“Artículo innumerado.- Participación ciudadana y control social.-  El acceso a la información 
pública garantizará el ejercicio del derecho, de las ciudadanas y ciudadanos, de forma individual 
o colectiva, de conocer, participar y controlar la toma de decisiones, planificación y gestión de los 
asuntos públicos, de conformidad con los derechos consagrados en los artículos 95, 100 y demás 
de la Constitución de la República”.  
 
Artículo 9.-  
 
- En el primer inciso del artículo 11, luego de la frase: 
“…y de las facultades que le confiere su propia legislación” sustitúyase “…corresponde a la 
Defensoría del Pueblo, la promoción, vigilancia y garantías establecidas en esta Ley” por lo 
siguiente: “corresponde a la Defensoría del Pueblo, promocionar, controlar, vigilar, el 
cumplimiento de los derechos y obligaciones contemplados por la ley; y sancionar por su 
incumplimiento a todos los funcionarios públicos,  en los términos del artículo 225 de la 
Constitución de la República y demás entes señalados en el artículo 1 de la presente Ley”. 
 
-  En el mismo artículo, a continuación del literal a), añádase los siguientes literales:  
“Emitir resoluciones, que contengan parámetros, manuales, instructivos y demás normas que 
contribuya a la aplicabilidad de la ley, siendo estos instrumentos de cumplimiento obligatorio por 
parte de los sujetos obligados” 
 
“Vigilar que la información publicada en el portal web se encuentre actualizada, completa, veraz, 




“Vigilar que los portales institucionales se encuentren en correcto funcionamiento, con páginas 
amigables al usuario y que se desplieguen rápidamente” 
 
- A continuación del literal c) agréguese el siguiente literal:  
 
“Resolver las quejas presentadas por los ciudadanos que se les ha sido negado su derecho de 
acceso a la información pública” 
 
“Sancionar a los funcionarios, que conforman el sector público, que incumplieren con las 




En el primer inciso del artículo 12 después de la palabra: 




A continuación del Artículo 16, agréguese el siguiente título innumerado 
 
“Título innumerado” 
“Sistema Nacional de Difusión de la Información Públicas”  
“Capítulo I” 
Unidades de Acceso a la información pública” 
“Artículo innumerado.- las personas jurídicas de derecho público y demás entes señalados en el 
artículo 1 de la presente ley, deberán instaurar  unidades de acceso a la información pública, las 
mismas que serán creadas y organizadas según las particularidades de cada entidad” 
En caso de entidades que por su estructura se pueda ver comprometida el cumplimiento de esta 
obligación, podrán contemplar la creación de unidades unipersonales.” 
 
“Artículo innumerado.- el titular de la institución respectiva deberá nombrar el personal que 
conforme esta unidad, debiendo este contar con amplios conocimientos y estrategias en acceso a la 
información” 
 





a) Recolectar, compilar y difundir en el portal web la información mínima requerida por la 
ley. 
b) Mantener actualizada la información publicada en el portal web institucional. 
c) Resolver  motivadamente las solicitudes de acceso a la información pública, de acuerdo al 
artículo 9 de la presente ley.  
d) Ubicar y remitir la información solicitada a través del medio que se haya indicado para el 
efecto. 
e) Brindar asesoría a particulares en cuanto al ejercicio de sus derechos de acceso a la 
información pública 
f) Capacitar a los funcionarios que forman parte de la institución pública en temas de 
transparencia. 
g) Llevar registros actualizados de información reservada. 
h) Realizar y enviar el Informe contemplado en el artículo 12 de la presente ley de acuerdo a 
las resoluciones que para el efecto dicte la Defensoría del Pueblo u órgano competente. 
i)  Coordinar y supervisar las acciones de las dependencias o entidades correspondientes 
con el objeto de proporcionar la información prevista en esta ley.  
j) Realizar las demás actividades necesarias para el cabal cumplimiento de todas las 
obligaciones contempladas por la presente ley, su reglamento y demás resoluciones 
emitidas para el efecto.  
 
Artículo innumerado.- Procedimiento general.- todas las unidades administrativas que formen 
parte de las personas jurídicas de derecho público y demás entes señalados en el artículo 1 de la 
presente ley, deberán entregar toda la información producida en el ejercicio de sus funciones y 
aquella que sea solicitada específicamente por las unidades de acceso a la información pública. 
Debiendo esta información ser entregada los 5 primeros días de cada mes, o de acuerdo al tiempo 
de actualización que requiera cada categoría de información. Además de entregar en cualquier 
momento toda aquella información que sea necesaria para la contestación de solicitudes de acceso 
a la información” 
 
Artículo 12.-   
 
Al final del primer inciso del artículo 18, después de la frase:  
“las cusas que dieron origen a su clasificación” agréguese lo siguiente: “pudiendo prorrogarse su 






Al final del artículo 18 agréguese lo siguiente: 






-  Al final del artículo 19 añádase lo siguiente: 
“En ningún caso será  necesario justificar las razones por las que se solicita la información 
pública, o el uso que se dará de ella” 
 
- A continuación del artículo 19, agréguese el siguiente artículo innumerado:  
 
“Artículo innumerado.- Resoluciones motivadas.-La resolución a través de la cual se diere  
contestación a la solicitud de acceso a la información pública, por parte de las instituciones 
obligadas, deberá estar expresamente motivada”. 
 
Artículo 15.-  
-  Al final del artículo 21 añádase el siguiente título innumerado: 
 
“Título innumerado: De las quejas ante la Defensoría del Pueblo” 
 
Artículo innumerado.- Presentación de la queja.- si de la solicitud de acceso a la información 
pública interpuesta ante autoridad competente, se negare la información, el solicitante podrá 
presentar una queja ante la Defensoría del Pueblo, quien tendrá la facultad para solicitar a la 
entidad pública, la remisión obligatoria de la información motivo de la queja, sin perjuicio de 
establecer las sanciones a las que hubiera lugar.  
Las instituciones públicas deberán dar contestación a la Defensoría del Pueblo dentro del término 
de 3 días, contados a partir de la notificación de remisión de información que dio lugar a la queja.  
 
Artículo innumerado.- la queja también procederá cuando: 
 
a) La información entregada sea falsa, incompleta o presentare algún tipo de irregularidad. 
b) Cuando no se haya obtenido respuesta alguna por parte de la entidad a la que se dirigió la 
solicitud, dentro del plazo contemplado en el artículo 9.   




Artículo innumerado.- De sus requisitos.- la queja se la realizara por escrito, dirigida al Defensor 
del Pueblo y deberá contener como requisitos mínimos: 
a) Identificación del solicitante  
b) Ubicación de los datos, temas o información motivo de la queja 
c) Copia de la solicitud de acceso a la información pública entregada a la Institución que 
denegó, no contestó o entrego información irregular. 
d) Y la resolución a través de la cual la institución obligada dio contestación a la solicitud, 
de ser el caso.  
 
Artículo innumerado.- Subsanación.- si a la queja le faltare alguno de sus requisitos mínimos, el 
solicitante tendrá el término de 3 días para subsanarla. 
 
Artículo innumerado.- De su admisión.-  una vez que la queja estuviere completa se la admitirá 
para darle el correspondiente trámite, dentro de los 5 días hábiles contados a partir de la 
admisión de la queja. 
 
Artículo 16.-  
 




“Artículo 23.- Régimen sancionatorio administrativo.- Corresponde a la máxima autoridad de la 
institución obliga o a la Defensoría del Pueblo imponer las correspondientes sanciones a las que 
hubiere lugar, de oficio o a pedido de cualquier ciudadana o ciudadano, a”. 
 
- En el primer inciso del mismo artículo sustitúyase la frase: 
 
“y sin perjuicio de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar, de la siguiente manera” por 
la siguiente frase “y de acuerdo a la siguiente clasificación” 
 
- Elimínese los literales a, b y c, y sustitúyase por lo siguiente: 
 
“Las infracciones administrativas serán de 2 tipos: 
1. Infracción leve 




Artículo 17.-  
 
A continuación del artículo 23, agréguese los siguientes artículos innumerados: 
 
“Artículo innumerado.- Infracciones leves.- Para efectos de esta ley, los servidores públicos 
incurren en infracciones leves en los siguientes casos: 
 
1. Desobedecer disposiciones institucionales internas, resueltas por el superior jerárquico,  sobre 
cumplimiento de obligaciones establecidas por la presente ley.  
2. Obstruir el desarrollo del proceso de manejo y difusión de la Información pública, a través de la  
negativa, retardo o entrega de información incompleta a su superior jerárquico. 
3. Denegar atención apropiada y oportuna a la ciudadanía, en cuanto a  cómo acceder a la 
información que posee la entidad pública. 
 
Este tipo de infracciones serán sancionadas de la siguiente manera:  
a) Amonestación verbal,  
b) Amonestación escrita  
La amonestación escrita se impondrá cuando exista de por medio dos o más amonestaciones 
verbales durante un mismo mes calendario. 
 
“Artículo innumerado.- Infracciones graves.- Los servidores públicos incurren en infracciones 
graves en los siguientes casos: 
1. Reincidir en infracciones leves  
2. Difundir, negar, o entregar información que no sea completa, veraz, amplia, suficiente, objetiva, 
oportuna, sistematizada y verificable a los ciudadanos, ya sea a través del portal web o 
documentos en cualquier formato. 
3. Difundir y entregar información de carácter confidencial y reservada. 
4. Incumplimiento reiterado de las disposiciones o recomendaciones dadas por la Defensoría del 
Pueblo en cuanto al tema de acceso a la información pública.  
 
Este tipo de infracciones serán sancionadas de la siguiente manera:  
 
a) Sanción pecuniaria administrativa o multa, equivalente al 10% de la  remuneración 
mensual que se halle percibiendo a la fecha de la sanción. 
b) Suspensión de sus funciones por el tiempo de treinta días calendario, sin derecho a sueldo 
o remuneración por ese mismo lapso; y, 
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c) Destitución del cargo, previo el correspondiente sumario administrativo, en caso de que, a 
pesar de la multa o suspensión impuesta, se persistiere en la negativa a la entrega de la 
información.  
 
Estas sanciones serán impuestas por las respectivas autoridades o la Defensoría del Pueblo, sin 
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VIGÉSIMO OCTAVO PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES 
11 de septiembre de 2001  
Lima, Perú 
 
CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA 
LA ASAMBLEA GENERAL, 
CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos reconoce que la 
democracia representativa es indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región y 
que uno de los propósitos de la OEA es promover y consolidar la democracia representativa dentro 
del respeto del principio de no intervención; 
RECONOCIENDO los aportes de la OEA y de otros mecanismos regionales y subregionales en la 
promoción y consolidación de la democracia en las Américas; 
RECORDANDO que los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas reunidos en la Tercera 
Cumbre de las Américas, celebrada del 20 al 22 de abril de 2001 en la ciudad de Quebec, adoptaron 
una cláusula democrática que establece que cualquier alteración o ruptura inconstitucional del 
orden democrático en un Estado del Hemisferio constituye un obstáculo insuperable para la 
participación del gobierno de dicho Estado en el proceso de Cumbres de las Américas; 
TENIENDO EN CUENTA que las cláusulas democráticas existentes en los mecanismos regionales 
y subregionales expresan los mismos objetivos que la cláusula democrática adoptada por los Jefes 
de Estado y de Gobierno en la ciudad de Quebec; 
 REAFIRMANDO que el carácter participativo de la democracia en nuestros países en los 
diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores 
democráticos y a la libertad y la solidaridad en el Hemisferio; 
 CONSIDERANDO que la solidaridad y la cooperación de los Estados americanos requieren la 
organización política de los mismos sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia 
representativa y que el crecimiento económico y el desarrollo social basados en la justicia y la 
equidad y la democracia son interdependientes y se refuerzan mutuamente; 
 REAFIRMANDO que la lucha contra la pobreza, especialmente la eliminación de la pobreza 
crítica, es esencial para la promoción y consolidación de la democracia y constituye una 
responsabilidad común y compartida de los Estados americanos; 
 TENIENDO PRESENTE que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos contienen los valores y principios de libertad, 
igualdad y justicia social que son intrínsecos a la democracia; 
 REAFIRMANDO que la promoción y protección de los derechos humanos es condición 
fundamental para la existencia de una sociedad democrática, y reconociendo la importancia que 
tiene el continuo desarrollo y fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos para 
la consolidación de la democracia; 
 CONSIDERANDO que la educación es un medio eficaz para fomentar la conciencia de los 
ciudadanos con respecto a sus propios países y, de esa forma, lograr una participación significativa 
en el proceso de toma de decisiones, y reafirmando la importancia del desarrollo de los recursos 
humanos para lograr un sistema democrático y sólido; 
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 RECONOCIENDO que un medio ambiente sano es indispensable para el desarrollo integral del 
ser humano, lo que contribuye a la democracia y la estabilidad política; 
 TENIENDO PRESENTE que el Protocolo de San Salvador en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales resalta la importancia de que tales derechos sean reafirmados, desarrollados, 
perfeccionados y protegidos en función de consolidar el régimen democrático representativo de 
gobierno; 
 RECONOCIENDO que el derecho de los trabajadores de asociarse libremente para la defensa y 
promoción de sus intereses es fundamental para la plena realización de los ideales democráticos; 
 TENIENDO EN CUENTA que, en el Compromiso de Santiago con la Democracia y la 
Renovación del Sistema Interamericano, los Ministros de Relaciones Exteriores expresaron su 
determinación de adoptar un conjunto de procedimientos eficaces, oportunos y expeditos para 
asegurar la promoción y defensa de la democracia representativa dentro del respeto del principio de 
no intervención; y que la resolución AG/RES. 1080 (XXI-O/91) estableció, consecuentemente, un 
mecanismo de acción colectiva en caso de que se produjera una interrupción abrupta o irregular del 
proceso político institucional democrático o del legítimo ejercicio del poder por un gobierno 
democráticamente electo en cualquiera de los Estados Miembros de la Organización, 
materializando así una antigua aspiración del Continente de responder rápida y colectivamente en 
defensa de la democracia; 
 RECORDANDO que, en la Declaración de Nassau (AG/DEC. 1 (XXII-O/92)), se acordó 
desarrollar mecanismos para proporcionar la asistencia que los Estados Miembros soliciten para 
promover, preservar y fortalecer la democracia representativa, a fin de complementar y ejecutar lo 
previsto en la resolución AG/RES. 1080 (XXI-O/91); 
 TENIENDO PRESENTE que, en la Declaración de Managua para la Promoción de la Democracia 
y el Desarrollo (AG/DEC. 4 (XXIII-O/93)), los Estados Miembros expresaron su convencimiento 
de que la democracia, la paz y el desarrollo son partes inseparables e indivisibles de una visión 
renovada e integral de la solidaridad americana, y que de la puesta en marcha de una estrategia 
inspirada en la interdependencia y complementariedad de esos valores dependerá la capacidad de la 
Organización de contribuir a preservar y fortalecer las estructuras democráticas en el Hemisferio; 
 CONSIDERANDO que, en la Declaración de Managua para la Promoción de la Democracia y el 
Desarrollo, los Estados Miembros expresaron su convicción de que la misión de la Organización no 
se limita a la defensa de la democracia en los casos de quebrantamiento de sus valores y principios 
fundamentales, sino que requiere además una labor permanente y creativa dirigida a consolidarla, 
así como un esfuerzo permanente para prevenir y anticipar las causas mismas de los problemas que 
afectan el sistema democrático de gobierno; 
 TENIENDO PRESENTE que los Ministros de Relaciones Exteriores de las Américas, en ocasión 
del trigésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, en San José de Costa 
Rica, dando cumplimiento a la expresa instrucción de los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos 
en la Tercera Cumbre, celebrada en la ciudad de Quebec, aceptaron el documento de base de la 
Carta Democrática Interamericana y encomendaron al Consejo Permanente su fortalecimiento y 
ampliación, de conformidad con la Carta de la OEA, para su aprobación definitiva en un período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General en la ciudad de Lima, Perú; 
 RECONOCIENDO que todos los derechos y obligaciones de los Estados Miembros conforme a la 
Carta de la OEA representan el fundamento de los principios democráticos del Hemisferio; y 
 TENIENDO EN CUENTA el desarrollo progresivo del derecho internacional y la conveniencia de 
precisar las disposiciones contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos e 
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instrumentos básicos concordantes relativas a la preservación y defensa de las instituciones 
democráticas, conforme a la práctica establecida, 
 RESUELVE: 
 Aprobar la siguiente 
 CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA 
 I 
La democracia y el sistema interamericano 
 Artículo 1 
 Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de 
promoverla y defenderla. 
 La democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las 
Américas. 
 Artículo 2 
 El ejercicio efectivo de la democracia representativa es la base del estado de derecho y los 
regímenes constitucionales de los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos. La democracia representativa se refuerza y profundiza con la participación 
permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al respectivo 
orden constitucional. 
 Artículo 3 
 Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos 
humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de 
derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y 
secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones 
políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos. 
 Artículo 4 
 Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades 
gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto 
por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa. 
 La subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil 
legalmente constituida y el respeto al estado de derecho de todas las entidades y sectores de la 
sociedad son igualmente fundamentales para la democracia. 
 Artículo 5 
 El fortalecimiento de los partidos y de otras organizaciones políticas es prioritario para la 
democracia. Se deberá prestar atención especial a la problemática derivada de los altos costos de 
las campañas electorales y al establecimiento de un régimen equilibrado y transparente de 
financiación de sus actividades. 
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 Artículo 6 
 La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y 
una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la 
democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia. 
 II 
La democracia y los derechos humanos 
 Artículo 7 
 La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los 
derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las 
respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales 
de derechos humanos. 
 Artículo 8 
 Cualquier persona o grupo de personas que consideren que sus derechos humanos han sido 
violados pueden interponer denuncias o peticiones ante el sistema interamericano de promoción y 
protección de los derechos humanos conforme a los procedimientos establecidos en el mismo. 
 Los Estados Miembros reafirman su intención de fortalecer el sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos para la consolidación de la democracia en el Hemisferio. 
 Artículo 9 
 La eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica 
y racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción y protección de los 
derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, 
cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la 
participación ciudadana. 
 Artículo 10 
 La promoción y el fortalecimiento de la democracia requieren el ejercicio pleno y eficaz de los 
derechos de los trabajadores y la aplicación de normas laborales básicas, tal como están 
consagradas en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativa a los 
Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento, adoptada en 1998, así como 
en otras convenciones básicas afines de la OIT. La democracia se fortalece con el mejoramiento de 
las condiciones laborales y la calidad de vida de los trabajadores del Hemisferio. 
 III 
Democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza 
 Artículo 11 
  




 Artículo 12 
 La pobreza, el analfabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que inciden 
negativamente en la consolidación de la democracia. Los Estados Miembros de la OEA se 
comprometen a adoptar y ejecutar todas las acciones necesarias para la creación de empleo 
productivo, la reducción de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema, teniendo en cuenta 
las diferentes realidades y condiciones económicas de los países del Hemisferio. Este compromiso 
común frente a los problemas del desarrollo y la pobreza también destaca la importancia de 
mantener los equilibrios macroeconómicos y el imperativo de fortalecer la cohesión social y la 
democracia. 
 Artículo 13 
 La promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales 
al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia 
en los Estados del Hemisferio. 
 Artículo 14 
 Los Estados Miembros acuerdan examinar periódicamente las acciones adoptadas y ejecutadas por 
la Organización encaminadas a fomentar el diálogo, la cooperación para el desarrollo integral y el 
combate a la pobreza en el Hemisferio, y tomar las medidas oportunas para promover estos 
objetivos. 
 Artículo 15 
 El ejercicio de la democracia facilita la preservación y el manejo adecuado del medio ambiente. Es 
esencial que los Estados del Hemisferio implementen políticas y estrategias de protección del 
medio ambiente, respetando los diversos tratados y convenciones, para lograr un desarrollo 
sostenible en beneficio de las futuras generaciones. 
 Artículo 16 
 La educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del 
potencial humano y el alivio de la pobreza y fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos. 
Para lograr estas metas, es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, 
incluyendo a las niñas y las mujeres, los habitantes de las zonas rurales y las personas que 
pertenecen a las minorías. 
  
IV 
Fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática 
 Artículo 17 
 Cuando el gobierno de un Estado Miembro considere que está en riesgo su proceso político 
institucional democrático o su legítimo ejercicio del poder, podrá recurrir al Secretario General o al 
Consejo Permanente a fin de solicitar asistencia para el fortalecimiento y preservación de la 
institucionalidad democrática. 
 Artículo 18 
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 Cuando en un Estado Miembro se produzcan situaciones que pudieran afectar el desarrollo del 
proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder, el Secretario General o 
el Consejo Permanente podrá, con el consentimiento previo del gobierno afectado, disponer visitas 
y otras gestiones con la finalidad de hacer un análisis de la situación. El Secretario General elevará 
un informe al Consejo Permanente, y éste realizará una apreciación colectiva de la situación y, en 
caso necesario, podrá adoptar decisiones dirigidas a la preservación de la institucionalidad 
democrática y su fortalecimiento. 
 Artículo 19 
 Basado en los principios de la Carta de la OEA y con sujeción a sus normas, y en concordancia 
con la cláusula democrática contenida en la Declaración de la ciudad de Quebec, la ruptura del 
orden democrático o una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden 
democrático en un Estado Miembro constituye, mientras persista, un obstáculo insuperable para la 
participación de su gobierno en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta, de 
los Consejos de la Organización y de las conferencias especializadas, de las comisiones, grupos de 
trabajo y demás órganos de la Organización. 
  
Artículo 20 
 En caso de que en un Estado Miembro se produzca una alteración del orden constitucional que 
afecte gravemente su orden democrático, cualquier Estado Miembro o el Secretario General podrá 
solicitar la convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una apreciación colectiva 
de la situación y adoptar las decisiones que estime conveniente. 
El Consejo Permanente, según la situación, podrá disponer la realización de las gestiones 
diplomáticas necesarias, incluidos los buenos oficios, para promover la normalización de la 
institucionalidad democrática. 
Si las gestiones diplomáticas resultaren infructuosas o si la urgencia del caso lo aconsejare, el 
Consejo Permanente convocará de inmediato un período extraordinario de sesiones de la Asamblea 
General para que ésta adopte las decisiones que estime apropiadas, incluyendo gestiones 
diplomáticas, conforme a la Carta de la Organización, el derecho internacional y las disposiciones 
de la presente Carta Democrática. 
 Durante el proceso se realizarán las gestiones diplomáticas necesarias, incluidos los buenos 
oficios, para promover la normalización de la institucionalidad democrática. 
 Artículo 21 
 
Cuando la Asamblea General, convocada a un período extraordinario de sesiones, constate que se 
ha producido la ruptura del orden democrático en un Estado Miembro y que las gestiones 
diplomáticas han sido infructuosas, conforme a la Carta de la OEA tomará la decisión de suspender 
a dicho Estado Miembro del ejercicio de su derecho de participación en la OEA con el voto 





El Estado Miembro que hubiera sido objeto de suspensión deberá continuar observando el 
cumplimiento de sus obligaciones como miembro de la Organización, en particular en materia de 
derechos humanos. 
Adoptada la decisión de suspender a un gobierno, la Organización mantendrá sus gestiones 
diplomáticas para el restablecimiento de la democracia en el Estado Miembro afectado. 
Artículo 22 
Una vez superada la situación que motivó la suspensión, cualquier Estado Miembro o el Secretario 
General podrá proponer a la Asamblea General el levantamiento de la suspensión. Esta decisión se 
adoptará por el voto de los dos tercios de los Estados Miembros, de acuerdo con la Carta de la 
OEA. 
V 
La democracia y las misiones de observación electoral 
Artículo 23 
Los Estados Miembros son los responsables de organizar, llevar a cabo y garantizar procesos 
electorales libres y justos. 
Los Estados Miembros, en ejercicio de su soberanía, podrán solicitar a la OEA asesoramiento o 
asistencia para el fortalecimiento y desarrollo de sus instituciones y procesos electorales, incluido 
el envío de misiones preliminares para ese propósito. 
Artículo 24 
Las misiones de observación electoral se llevarán a cabo por solicitud del Estado Miembro 
interesado. Con tal finalidad, el gobierno de dicho Estado y el Secretario General celebrarán un 
convenio que determine el alcance y la cobertura de la misión de observación electoral de que se 
trate. El Estado Miembro deberá garantizar las condiciones de seguridad, libre acceso a la 
información y amplia cooperación con la misión de observación electoral. 
Las misiones de observación electoral se realizarán de conformidad con los principios y normas de 
la OEA. La Organización deberá asegurar la eficacia e independencia de estas misiones, para lo 
cual se las dotará de los recursos necesarios. Las mismas se realizarán de forma objetiva, imparcial 
y transparente, y con la capacidad técnica apropiada. 
Las misiones de observación electoral presentarán oportunamente al Consejo Permanente, a través 
de la Secretaría General, los informes sobre sus actividades. 
Artículo 25 
Las misiones de observación electoral deberán informar al Consejo Permanente, a través de la 
Secretaría General, si no existiesen las condiciones necesarias para la realización de elecciones 
libres y justas. 
La OEA podrá enviar, con el acuerdo del Estado interesado, misiones especiales a fin de contribuir 




Promoción de la cultura democrática 
Artículo 26 
La OEA continuará desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y 
prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, considerando que la 
democracia es un sistema de vida fundado en la libertad y el mejoramiento económico, social y 
cultural de los pueblos. La OEA mantendrá consultas y cooperación continua con los Estados 
Miembros, tomando en cuenta los aportes de organizaciones de la sociedad civil que trabajen en 
esos ámbitos. 
Artículo 27 
Los programas y actividades se dirigirán a promover la gobernabilidad, la buena gestión, los 
valores democráticos y el fortalecimiento de la institucionalidad política y de las organizaciones de 
la sociedad civil. Se prestará atención especial al desarrollo de programas y actividades para la 
educación de la niñez y la juventud como forma de asegurar la permanencia de los valores 
democráticos, incluidas la libertad y la justicia social. 
Artículo 28 
Los Estados promoverán la plena e igualitaria participación de la mujer en las estructuras políticas 
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Que, los artículos 204 y 214 de la Constitución de la República del Ecuador, contemplan la 
independencia y autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y organizativa de la 
Defensoría del Pueblo, en concordancia con el Art. 1 de la Ley Orgánica de la Defensoría del 
Pueblo; 
 
Que, la autonomía significa la capacidad de la institución para gobernarse a sí misma mediante la 
expedición de sus propias normas; 
 
Que, de conformidad con el artículo 8 literales b) y c) de la Ley Orgánica de la Defensoría del 
Pueblo, el Defensor del Pueblo es la máxima autoridad y dentro de sus deberes y atribuciones se 
establece que debe organizar la Defensoría del Pueblo en todo el territorio nacional y además 
elaborar y aprobar los reglamentos necesarios para el buen funcionamiento de la institución; 
 
Que, con la vigencia de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LOTAIP), publicada en el Registro Oficial No. 34, Suplemento No. 337 de mayo 18 del 2004, el 
Ecuador dio un paso importante en la construcción de una cultura de transparencia al aprobar este 
proceso de vigilancia de la transparencia de la gestión pública y fortalecer la participación activa de 
la sociedad civil; 
 
Que, la Corporación de Participación Ciudadana y la Defensoría del Pueblo por medio de sus 
representantes legales, han decidido suscribir una alianza social estratégica para desarrollar el 
proyecto "Vigilancia de la Gestión Pública", cuyo objetivo general es aportar a los procesos de 
promoción y vigilancia del ejercicio y cumplimiento de la LOTAIP mediante aplicación y 
seguimiento de instrumentos válidos para el cumplimiento de las obligaciones previstas en los Arts. 
7 y 12 de la LOTAIP a través de un trabajo conjunto entre la Sociedad Civil y la Defensoría del 
Pueblo como órgano competente en esta materia a nivel nacional; 
 
Que, con fecha 7 de enero del 2010 se expidieron los parámetros para la aplicación de los Arts. 7 y 
12 de la LOTAIP, mediante Resolución de la Defensoría del Pueblo número 001 -2010-DPE; 
 
Que es necesario actualizar dichos parámetros, de acuerdo a las leyes vigentes y a los que se 
manejan en otros organismos como la Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión; y, En uso 
de las atribuciones que le confiere la Constitución de la República, la Ley Orgánica de la 





Art. 1.- Aprobar los parámetros para la aplicación de los Arts. 7 y 12 de la Ley Orgánica de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP) que son los siguientes: 
 
1.a. CRITERIOS GENERALES: 
- Como norma general, se debe tener presente que es indispensable llenar todos los campos con 
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información. Si alguno de los requerimientos no es aplicable a la institución, debido a que la 
naturaleza o actividades hacen que una determinada institución no pueda tener tal información (ej. 
a 
una institución que no tenga contratos colectivos suscritos con sus empleadores, mal se le podría 
solicitar que incorpore información en el ítem referente a contratos colectivos), en tales casos, la 
institución deberá colocar la leyenda "NO APLICA" y señalar el motivo por el cual la institución 
no 
puede contar con la información, Ej: "Contratos Colectivos: NO APLICA, en virtud de que la 
institución no tiene contratos colectivos suscritos con sus asociaciones de trabajadores.". 
 
- La información prevista en los literales del Art. 7 constituye Ley Orgánica de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública (LOTAIP) información mínima obligatoria, por tanto las 
instituciones pueden incluir más información o con mayor detalle al señalado en la ley, su 
reglamento, si consideran que con ello se propende a mayor transparencia o facilita cubrir las 
necesidades de  información al ciudadano. Se debe tener en cuenta, que la información que se 
presente en los portales web, si bien debe ser amplia, suficiente y completa, no puede contravenir 
los principios de reserva y/o confidencialidad previstos en la LOTAIP. Es preciso recordar que la 
ley sanciona tanto el ocultamiento de información, cuanto la divulgación de información no debida. 
 
- En los casos que exista una aparente oposición entre la ley que rige una institución pública que 
establezca restricciones especiales a la información, con la LOTAIP, hay que tomar en cuenta lo 
siguiente:  
 
- Para que una información sea considerada como reservada, debe de haber sido declara así 
mediante resolución emitida por la Secretaría Nacional de Inteligencia y los organismos de 
seguridad, por razones de defensa nacional (Art. 19 Ley de Seguridad Pública y del Estado, y 
artículo 28 de su reglamento). Una vez dictada la resolución de reserva, se notifica semestralmente 
a la Defensoría del Pueblo. 
 
- Las instituciones deberán llevar un listado ordenado de todos los archivos e información 
considerada como reservada, en el que constará la fecha de la resolución de reserva, período de 
reserva y los motivos que fundamentaron la clasificación de reserva. Este listado no será 
clasificado 
como reservado bajo ningún concepto y estará disponible en la página web de cada institución. 
(Art. 
10 del Reglamento LOTAIP). 
 
- También será reservada la información expresamente establecida como tal por las leyes vigentes. 
(Referencias: Art. 322 de la Constitución, Art. 17, literal b) de la LOTAIP y Art. 20, n. 6, 46) Ley 
de 
Empresas Públicas, que considera como confidencial la información comercial, empresarial y en 
general, aquella información, considerada por el Directorio de la empresa pública como estratégica 
y sensible a los intereses de esta, desde el punto de vista tecnológico, comercial y de mercado, la 
misma que goza de la protección del régimen de propiedad intelectual e industrial de acuerdo a los 
instrumentos internacionales y la Ley de Propiedad Intelectual, con el fin de precautelar la posición 
de las empresas en el mercado.). 
 
- No podrá publicarse información personal considerada como confidencial, de acuerdo al artículo 
66, numerales 11 y 19 de la Constitución. 
 
- En aquellos literales en los que la ley se refiera a información actualizada, (ej. contratos 
colectivos 





- Para efectos de información, no basta con que esta conste en la página web, sino que además debe 
estar organizada de tal forma que permita ser encontrada. Para ello, tal como lo señala el inciso 
final del Art. 7 de la LOTAIP, la información deberá estar organizada por temas, ítems, orden 
secuencial o cronológico, etc., sin agrupar o generalizar de tal manera que el ciudadano pueda ser 
informado correctamente y sin confusiones, adecuándose a la normatividad emitida por el 
Ministerio de Telecomunicaciones. 
 
- Las instituciones deben precautelar no únicamente la existencia de la información, sino el 
correcto funcionamiento de sus portales web. Para ello, los sistemas deben ser "usables" esto es 
funcionalmente correctos (efectividad), eficientes de usar (eficiencia), fáciles de aprender y de 
recordar, tolerantes a errores y subjetivamente agradables. 
 
- La información pública que se encuentre a disposición en los portales web no podrá tener bajo 
ninguna circunstancia restricciones para su acceso, en este sentido la solicitud y uso de registro 
previo de usuarios (nombre de usuario y contraseña) no están permitidos, dado que atenían contra 
el principio de publicidad de la información pública. 
 
- Las instituciones deberán propender a adecuar sistemas que permitan el acceso a la información 
de las personas con capacidades especiales. 
 
Finalmente, es preciso que las instituciones tengan presente que los portales web son únicamente 
mecanismos de apoyo en la difusión de información, por tanto el mantener información en la web, 
no elimina la obligación de entregarla al solicitante cuando este realice la respectiva petición. 
 
1.b. CRITERIOS PARTICULARES: 
a) Estructura orgánica funcional, base legal que la rige, regulaciones y procedimientos internos 
aplicables a la entidad; las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad con 
sus 
programas operativos; 
Información específica solicitada Parámetros 
Estructura orgánica funcional Incluir: 
- Organigrama (gráfico). 
- Organigrama funcional (documento) 
Debe contener: 
- Niveles de gestión: Gobierno o supervisión, asesor, apoyo o gestión operativos. 
- Descripción funcional de cada nivel. 
- Atribuciones y resultados de cada nivel. 
- Estructura orgánica y funcional de las dependencias institucionales. 
 
Incluir dependencias descentralizadas y desconcentradas 
Base legal que la rige: 
 
Debe constar el listado de normativa que rige a la institución 
Normas de creación: 
- Normas constitucionales. 
- Ley de creación. 
- Decreto ejecutivo de creación. 
- Acuerdo ministerial. 
Normas de Regulación 
- Disposiciones constitucionales. 
- Leyes conexas. 
- Reglamentos generales. 
- Decretos ejecutivos. 
- Ordenanzas. 




Las instituciones, a más de señalar cuál es su base legal, debe colocar un link para descargar el 
cuerpo legal completo o al menos la sección, capítulos o artículos que se refieren a la institución. 
Regulaciones y - Listar cada una de las regulaciones Procedimientos y procedimientos existentes, e 
Internos incluir el link para descargar el aplicables a la documento completo. 
 - Presentar el manual de clasificación de puestos. 
- Manual de procedimientos. 
- Gráfico y explicación del mapa de procesos y actividades. 
- Hacer constar las funciones de cada unidad administrativa de la estructura orgánica, así como la 
descripción de las metas, objetivos, indicadores de cumplimiento y mecanismo de seguimiento y 
evaluación de cada unidad. 
 
Las metas y - El término "Unidades objetivos de las Administrativas" es genérico y unidades 
refleja la estructura interna de la administrativas entidad, por lo cual éstas pueden de conformidad 
denominarse como unidades, con sus departamentos, áreas u otras programas operativos  
 
- Las metas y objetivos de las entidades financieras o técnicas que presten servicios especializados 
y 
por ende de difícil comprensión para el público, deben expresarse en términos sencillos y 
accesibles 
para la ciudadanía. 
- Se debe incluir el documento completo del plan estratégico, al cual se articulen los programas 
operativos anuales de las unidades administrativas.  
 
b) El Directorio completo de la institución, así como su distributivo de personal; 
Información Parámetros 
 
El Directorio - El Directorio de la institución  completo no se refiere a su cuerpo directivo, sino al 
listado de los nombres y apellidos completos de los funcionarios y funcionarias, la denominación 
del puesto o cargo, modalidad bajo la cual se encuentra laborando (nombramiento, contrato de 
prestación de servicios ocasionales o profesionales u otros) direcciones con indicación de oficina, 
piso, etc., número telefónico, (directo o PBX con extensión) dirección del email. 
 
- Toda esta información debe de ser institucional y no personal del funcionario. 
Distributivo  
- El distributivo de personal debe incluir de personal el listado de los cargos existentes en la 
institución.  
No es necesario indicar el nombre de la persona asignada a cada cargo, ya que constan en el ítem 
anterior (Directorio). 
- Debe constar la vigencia del distributivo. 
 
d) La remuneración mensual por puesto y todo ingreso adicional, incluso el sistema de 
compensación, según lo establezcan las disposiciones correspondientes; 
 
Información específica Parámetros 
 
-  La remuneración mensual por puesto y debe estar por puesto y no todo ingreso por 
funcionario. adicional, incluso el sistema de compensación. 
-  La información debe ser según lo establezcan presentada de forma anual. las disposiciones 
correspondientes.  
Deben de constar en la página web todos los ingresos adicionales incluso el sistema de 
compensaciones, aún cuando no formen parte de la remuneración mensual unificada. 
 
Art. 96 de la Ley Orgánica de Servicio Público, LOSEP. (R.O del 6 de octubre del 2010) - 
Remuneración mensual Unificada. 
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- En las entidades, instituciones, organismos y personas jurídicas establecidas en el Art.3 de esta 
ley, se establece la remuneración mensual unificada, la misma que resulta de dividir para doce la 
suma de todos los ingresos anuales que los dignatarias, dignatarios, autoridad, funcionaría, 
funcionario, servidora, servidor a que tenga derecho y que se encuentren presupuestados. 
En esta remuneración mensual unificada no se sumarán aquellos ingresos que corresponden a los 
siguientes conceptos: 
a) Décimo tercer sueldo 
b) Décimo cuarto sueldo 
c) Viáticos y subsistencias, dietas, horas suplementarias y extraordinarias 
d) El fondo de reserva 
e) Subrogaciones o encargos 
f) Honorarios por capacitación 
g) Remuneración variable por eficiencia 
h) Gastos de residencia 
i) Bonificación geográfica 
d) Los servicios que ofrece y las formas de acceder a ellos, horarios de atención y demás 
indicaciones necesarias, para que la ciudadanía pueda ejercer sus derechos y cumplir sus 
obligaciones;  
Información específica. 
Los servicios que ofrece  
- Listado de servicios que ofrece la y las formas de acceder institución que incluya: 
- Tipo de servicio. 
- atención y demás 
 - Descripción del servicio indicaciones necesarias, 
 - Beneficiarios. para la ciudadanía  
- Requisitos 
- Formas de acceder a los servicios sus derechos y institucionales: 
- Dirección de la dependencia que ofrece el servicio. 
- Número de teléfono. 
- Extensión. 
- Solicitud por internet en los casos que aplica o procede hacer solicitudes por esta vía. 
- Costo de tarifa. 
- Horarios de atención. 
- Detallar el horario de atención institucional y horario de atención al público para cada servicio. 
- Otras indicaciones: 
- Detallar ubicación de oficinas alternas y los trámites que pueden realizarse. 
- Si existe un formulario específico se debe incluir un link para su descarga, y señalar también 
cómo puede un ciudadano obtener una versión impresa del mismo. 




- Listar los contratos colectivos 
 
Colectivos vigentes, y por cada uno, señalar la organización sindical o comité de empresa con que 
se suscribió, fecha de suscripción y/o reforma así como fecha de expiración.  
 
- Incluir un link para descargar el texto completo del o los contratos vigentes, sus anexos y 
reformas. 
- Se debe incluir un link para descargar el texto del Título II del Código del Trabajo, relacionado 
con el Contrato 
 
Colectivo de Trabajo. 




f) Se publicarán los formularios o formatos de solicitudes que se requieran para los trámites 
inherentes a su campo de acción;  
 
Formularios o - Deben publicarse los formularios y formatos de formato de solicitudes necesarios 
para solicitudes los trámites inherentes a los campos de acción de las instituciones.  
- Se debe incluir un link para su descarga, y señalar también cómo puede la ciudadanía obtener una 
versión impresa del mismo. 
 
Para aquellos trámites sobre los cuales la institución no ha previsto un formulario pre-establecido, 
se deberá presentar un formato base (de guía), que el ciudadano o ciudadana pueda tener como 
referencia. 
 
g) Información total sobre el presupuesto anual que administra la institución, especificando 
ingresos, gastos, financiamiento y resultados operativos de conformidad con los clasificadores 
presupuestales, así como liquidación del presupuesto, especificando destinatarios de la entrega de 
recursos públicos; 
 
Presupuesto anual en el detalle del presupuesto del año 
 
Que administra la fiscal vigente debe constar: 
- Institución 




- Grupo de gastos. 
- ítems. 
- Fuente de financiamiento. 
Debe ser actualizado en forma mensual: 
- Detalle de personas naturales o jurídicas destinadas o beneficiarios de los recursos institucionales. 
- Reporte ejecución de gastos reportes-CUR de ejecución del gasto. 
 
Debe constar en forma cuatrimestral: 
- Reporte de la ejecución de gastos. 
- Programación de la ejecución presupuestaria. 
- Programación financiera cuatrimestral. 
- Reportes cuota de programación por cuatrimestre. 
El gobierno a nivel central, seccional y local debe diferenciar el financiamiento del presupuesto por 
tipo de fuente (fondos provenientes del gobierno central, ingresos generados por impuestos o 
servicios, cooperación internacional y nacional (donaciones y fondos no reembolsables), etc.). 
 
Las empresas privadas sujetas al cumplimiento de esta ley, deben especificar el % de fondos 
públicos 
que reciben o generan, y diferenciarlo de otros (al final colocar nota explicativa).  
 
h) Los resultados de las auditorías internas y gubernamentales al ejercicio presupuestal; Auditorías 
- Listar las auditorías internas y las internas realizadas por la Contraloría General e auditorías 
incluir un link para descargar el gubernamental resumen ejecutivo que deberá contener: 
 
- Nombre del auditor o auditora que realiza la actividad. 
- Tipo de examen. 
- Período. 





- Debe señalarse también si la institución ha dado cumplimiento a las observaciones y 
recomendaciones de las auditorías anteriores realizadas por las auditorías internas o de la 
Contraloría General, y las razones de su no cumplimiento, cuando fuere del caso. 
 
- Redireccionar las auditorías gubernamentales al portal web de la Contraloría General del Estado. 
 
i) Información completa y detallada sobre los procesos precontractuales, contractuales, de 
adjudicación y liquidación, de las contrataciones de obras, adquisición de bienes, prestación de 
servicios, arrendamientos mercantiles, etc., celebrados por la institución con personas naturales o 
jurídicas, incluidos concesiones, permisos o autorizaciones; 
Procesos Se debe publicar hasta el 15 de enero de Precontractuales cada ejercicio fiscal, el Plan 




- Código del proceso. 
- Tipo de proceso precontractual 
(referencial). 
- Plazo (referencial). 
- Partida. 
- Observaciones. 
Detalle de contratos institucionales: 
- Contratista. 
- Tipo de proceso empleado. 
- Objeto. 
- Monto. 
- Fecha de suscripción. 
- Plazo. 
- Detalle de garantías. 
- Ejecución. 
- Observaciones: contratos modificatorios, contratos complementarios, otras modificaciones. 
- Administrador del contrato. 




- Fecha de suscripción. 
- Plazo. 
- Resumen de productos. 
- Observaciones: Contratos modificatorios, contratos complementarios, otras modificaciones. 
- Administrador del contrato. 




- Fecha de suscripción. 
- Plazo. 
- Resumen de productos. 
- Observaciones: Contratos modificatorios, contratos complementarios, otras modificaciones. 
Administrador del contrato. 








- Resumen de productos. 
- Observaciones: Contratos modificatorios, contratos complementarios, otras modificaciones. 
- Administrador del contrato. 




- Acta de entrega recepción definitiva. 
 
j) Un listado de las empresas y personas que han incumplido contratos con dicha institución; 
Contratistas - Nombre del contratista y del representante Incumplidos legal, en caso de que sea una 
persona jurídica. 
- RUC /cédula de identidad. 
- Tipo de contrato 
- Objeto. 
- Monto. 
- Resolución o acto administrativo que declara el cumplimiento. 
- Motivación incumplimiento. 
- Incluir un enlace a la página web del Instituto 
Nacional de Compras Públicas. 
(www.compraspublicas.gob.ec). 
Si el contratista incumplido ha apelado a través de cualquier mecanismo su calificación, o la misma 
puede ser sujeta de apelación, debe hacerse constar este particular. 
 
k) Planes y programas de la institución en ejecución; Planes y programas Hacer constar: 
- Plan estratégico institucional (link). 
- Plan anual de compras. 
- PAI (Programa Anual de Inversiones). 
- Planificación Estratégica Institucional (PEI) 
cada 4 años. 
Plan Operativo Anual (POA) cada año. 
Opciones: 
- Plan de buen vivir. 
- Plan de desarrollo. 
- Gráfico o tabla de avance de ejecución. 
 
l) El detalle de los contratos de crédito externos o internos; se señalará la fuente de los fondos con 
los que se pagarán esos créditos. Cuando se trate de préstamos o contratos de financiamiento, se 
hará constar, como lo prevé la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control, Ley Orgánica 
de la Contraloría General del Estado y la Ley Orgánica de Responsabilidad y Transparencia Fiscal, 
las operaciones y contratos de crédito, los montos, plazo, costos financieros o tipos de interés; 




- Objeto del crédito. 
- Moneda y monto contratado. 
- Fecha de suscripción. 
- Contraparte nacional. 
- Plazo/período de gracia. 






- Intereses pagados. 
- Saldos a desembolsar. 
 
m) Mecanismos de rendición de cuentas a la ciudadanía, tales como metas e informes de gestión e 
indicadores de desempeño; 
 
Rendición de Se concibe la rendición de cuentas como un cuentas a la proceso sistemático, 
deliberado, interactivo ciudadanía. y universal, que involucra a autoridades, funcionarias y 
funcionarios o sus representantes y representantes legales, según sea el caso, que estén obligadas u 
obligados a informar y someterse a evaluación de la ciudadanía por las acciones u omisiones en el 
ejercicio de su gestión y en la administración de recursos públicos. (Art. 89 Ley Orgánica de 
Participación Ciudadana y Control Social). 
 
Nivel programático y operativo: 
Las funcionarias y los funcionarios, directivos y los representantes de la conducción de unidades 
administrativas, administraciones territoriales, empresas, fundaciones y otras organizaciones que 
manejen fondos públicos, están obligados, principalmente, a rendir cuentas sobre: 
 
- Planes operativos anuales. 
- Presupuesto aprobado y ejecutado. 
- Contratación de obras y servicios. 
- Adquisición y enajenación de bienes. 
- Compromisos asumidos con la comunidad. 
 
Ref. Art. 93 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y Control Social. 
 
- Detalle de mecanismos de rendición de cuentas: 
- Porcentaje de cumplimiento por área de gestión 
- Porcentaje de cumplimiento de objetivos por institución. 
- Planificado vs lo ejecutado. 
- Descarga de informes, videos audio, publicaciones. 
- Listar adicionalmente qué otros medios han sido utilizados (información impresa, programas de 
radio, talleres, web, etc.) cuál ha sido su periodicidad, nivel de incidencia, geográfica, en qué 
lugares lo han realizado. Indicadores de desempeño: - Metas e informes de gestión, cumplimiento 
de metas. 
- Nombre de los proyectos, planes o programas.  
- Servidora o servidor público responsable. 
- Cumplimiento de planificación. 
- Indicadores de resultados. 
Periodicidad.- La rendición de cuentas se realizará una vez al año y al final de la gestión, teniendo 
en consideración las solicitudes que realice la ciudadanía, de manera individual o colectiva, de 
acuerdo con la Constitución y la ley.  
 
Ref. Art. 95 Ley Orgánica de Participación Ciudadana. 
 
n) Los viáticos, informes de trabajo y justificativos de movilización nacional o internacional de las 
autoridades, dignatarios y funcionarios públicos; Viáticos,  
 
e - Los informes de movilización nacional e Informes de e internacional podrán constar en forma 
Trabajo y resumida siempre que se indique como justificativos Mínimo lo siguiente: nombre del 
servidor o servidora, cargo, destino, objeto, duración y resultados. - Debe incluirse un link de 
acceso a la información remitida por la institución al Ministerio de Finanzas en el cuadro de 
"Ejecución de Gastos-Reportes-CUR de ejecución del Gasto" generado referente a los siguientes 




traslados, instalaciones, viáticos y subsistencias, (pasajes al exterior, pasajes al interior, viáticos y 
subsistencias en el interior, viáticos y subsistencias en el exterior, mudanzas e instalaciones) 
(Reporte ESIGEF. Acuerdo 204 sobre Clasificador de Ingresos y Gastos y el Catálogo General de 
Cuentas del Sector Público, 
publicado en Registro Oficial Suplemento 273 de 7 de Septiembre del 2010 .). 
- La información de viáticos y justificativos debe  de ser actualizarla en forma mensual y lo demás 
en forma trimestral. 
o) El nombre, dirección de la oficina, apartado postal y dirección electrónica del responsable de 
atender la información pública de que trata esta ley;  
Datos de - Nombre de la persona encargada de contacto del recibir y tramitar los requerimientos de 
responsable información de atender la - Dirección de la oficina. 
Información  
- Apartado postal 
- Dirección electrónica. 
- Número de teléfono. 
- Extensión. 
- Cargo. 
- Area o dependencia. 
- En caso de haberse realizado delegaciones, para atender solicitudes de información pública, a los 
funcionarios representantes de las oficinas provinciales o regionales, se debe informar el particular, 
e incluir un link para descargar el documento completo de dicha delegación. (Art. 13 Reglamento 
General a la LOTAIP). 
 
Para los siguientes literales se han identificado criterios generales y comunes a todos ellos: 
 
p) La Función Judicial y el Tribunal Constitucional, adicionalmente, publicarán el texto íntegro de 
las sentencias ejecutoriadas, producidas en todas sus jurisdicciones; 
 
q) Los organismos de control del Estado, adicionalmente, publicarán el texto íntegro de las 
resoluciones ejecutoriadas, así como sus informes, producidos en todas sus jurisdicciones;  
 
r) El Banco Central, adicionalmente, publicará los indicadores e información relevante de su 
competencia de modo asequible y de fácil comprensión para la población en general;  
 
s) Los organismos seccionales, informarán oportunamente a la ciudadanía de las resoluciones que 
adoptaren, mediante la publicación de las actas de las respectivas sesiones de estos cuerpos 
colegiados, así como sus planes de desarrollo local; y,  
 
t) El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, adicionalmente, publicará el texto íntegro de sus 
sentencias ejecutoriadas, producidas en todas sus jurisdicciones. 
 
 
Art. 12.- Todas las instituciones públicas, personas jurídicas de derecho público o privado y demás 
entes señalados en el artículo 1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, a 
través de su titular o representante legal, presentarán a la Defensoría del Pueblo, hasta el último día 
laborable de marzo de cada año, un informe anual sobre el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública que contendrá: 
 
a) Información del período anterior sobre el cumplimiento de las obligaciones que le asigna la ley; 
Información del El informe se debe referir a los período anterior siguientes artículos de la LOTAIP: 
sobre el  
- Objeto de la ley: Hacer referencia cumplimiento al cumplimiento del artículo 2, de las en los 
siguientes literales: a), b), d) y f) obligaciones - Principios de aplicación de la ley: que le asigna 




- Difusión de la información pública: 
Indicar qué otros medios, ha implementado la institución para la difusión de la información 
pública, además de la publicación en la página web exigida por el artículo 7 de la LOTAIP. - 
Promoción derecho de acceso a la información pública: Informar sobre la implementación de los 
programas de difusión y capacitación que ha llevado a cabo la institución, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 8. 
 
- Si es institución de educación básica, debe de hacer constar si ha integrado en la malla curricular 
los contenidos de promoción de este derecho.  
- Responsabilidad sobre la entrega de la información pública: Información sobre los medios que ha 
utilizado para publicitar y permitir el libre acceso a la información pública, y la determinación de 
las solicitudes de acceso a la información pública que ha recibido, la contestación dada a las 
mismas y el plazo en el que lo ha hecho. Igualmente especificará el número de solicitudes de 
información pública recibidas desde la Defensoría del Pueblo y judicialmente, así como el trámite 
dado a las mismas y el estado de los trámites. (Art. 9 LOTAIP). 
 
- Custodia de la información: Informar sobre el cumplimiento de las normas y seguridades para 
crear, proteger y mantener los registros públicos de manera profesional, de acuerdo a la Ley del 
Sistema de Archivo Nacional. (Art. 10 LOTAIP).  
 
- Falta de claridad en la información:  Debe constar en el informe si la institución ha recibido 
solicitudes de corrección de la información difundida por parte de alguna o varias personas, y el 
trámite dado a dichas solicitudes. (Art. 13 LOTAIP). 
 
b) Detalle de las solicitudes de acceso a la información y el trámite dado a cada una de ellas; y, 
Detalle de El informe sobre solicitudes de acceso a la las solicitudes información recibidas deberá 
contener, de acceso a como mínimo, el acceso a la siguiente: la información y el trámite 1. 
Indicación del número de solicitudes de dado a acceso a la información recibidas durante cada una 
de el período que se declara. ellas. 
2. Indicación del número de solicitudes contestadas positivamente, y que por tanto implicaron 
entrega de la información solicitada.  
3. Indicación del número de solicitudes contestadas negativamente y que por tanto implicaron no 
entrega de la información solicitada. 
4. Indicación del número de solicitudes contestadas negativamente o no contestadas, sobre las 
cuales el solicitante interpuso la acción de acceso a la información. En este último caso, se deberá 
indicar el estado del trámite judicial de cada recurso, y si este hubiera concluido, se señalará si el 
dictamen judicial fue en el sentido de aceptar o negar la solicitud. 
5. Indicación del número de solicitudes no contestadas. En estos casos, se deberá indicar de manera 
individualizada, en cada solicitud, las razones por las cuales no se contestó la solicitud. - En el caso 
de las solicitudes no contestadas, sobre las cuales el solicitante interpuso recurso judicial de acceso 
a la información, se deberá indicar el estado de trámite judicial de cada recurso, y si este hubiera 
concluido, se señalará si el dictamen judicial fue en el sentido de aceptar o negar la solicitud. 
 
- Cada solicitud debe de ser absuelta directamente no procede que la respuesta institucional sea que 
la información solicitada está en la página web de la institución. 
- Debe indicarse en el informe anual cuáles son las facilidades institucionales para presentar 
solicitudes de acceso a la información pública: 
Ej. Ventanilla especial para presentar reclamos y solicitudes de acceso a la información pública: 
programas de difusión y capacitación de transparencia, material de difusión, link especial en la 
página web, etc. 
- Incluirse el informe de cuántas solicitudes de corrección de la información colocada en la página 




- Indicarse en el informe cuántas acciones judiciales han sido presentadas contra la institución por 
temas de transparencia y negación expresa o tácita de solicitudes de información pública y el 
estado en que cada una de ellas se encuentra. (Art. 22 LOTAIP y 91 de la Constitución). 
 
- Se recomienda adicionalmente a las instituciones observar las siguientes recomendaciones: 
- Cada solicitud de información debe ser absuelta directamente. No procede que la respuesta 
institucional sea que la información solicitada está en la página web de la institución.  
- Se recomienda a las instituciones sujetas al cumplimiento de la LOTAIP a manejar un registro 
diferenciado para las solicitudes de información, separado al de la correspondencia común. 
En las instituciones que cuenten con delegaciones o dependencias centralizadas deberán enviar la 
información sistematizada y consolidada a la matriz. Las descentralizadas o lo deberán presentar  
independientemente. Todas las entidades sujetas al cumplimiento de la ley, enviarán el informe de 
manera física y digital según las directrices y actualizaciones que emita la Defensoría del Pueblo. 
Informe - De ser el primer informe que se presenta a la Semestral Defensoría del Pueblo, debe 
incluir información actualizado sobre el listado índice de información reservada desde que la 
LOTAIP es exigible (R. 0. Suplemento 337 del 18 de mayo 2004). 
 
- La información y documentación se clasificará como reservada, secreta y secretísima, por el 
Consejo de Seguridad Nacional, por razones de defensa nacional (Art. 19 Ley de Seguridad Pública 
y artículo 28 de su reglamento). Una vez dictada la resolución de reserva, se notifica a la 
Defensoría 
del Pueblo el listado índice conforme al Art. 11 de la LOTAIP adjuntado copia de las resoluciones. 
- Las instituciones deberán llevar un listado ordenado de todos los archivos e información 
considerada como reservada, en el que constará la fecha de la resolución de reserva, período de 
reserva y los motivos que fundamentaron la clasificación de reserva. Este listado índice no será 
clasificado como reservado bajo ningún concepto y estará disponible en la página web de cada 
institución. (Art. 10 Reglamento LOTAIP). 
 
- También serán reservadas las informaciones Expresamente establecidas como tales por las leyes 
vigentes. (Art. 17 LOTAIP) (Referencia: Art. 18, n.2 de la Constitución y Art. 20, n. 6 y 46) Ley de 
Empresas Públicas. Confidencialidad en la Información comercial, empresarial y en general, 
aquella información, considerada por el Directorio de la empresa pública como estratégica y 
sensible a los intereses de ésta, desde el punto de vista tecnológico, comercial y de mercado, la 
misma que goza de la protección del régimen de propiedad intelectual e industrial de acuerdo a los 
instrumentos internacionales y la Ley de Propiedad  Intelectual, con el fin de precautelar la 
posición de las empresas en el mercado.). 
 
- No podrá publicarse información personal considerada como confidencial, de acuerdo al artículo 
66, numerales 11 y 19 de la Constitución. 
Art. 2.- Encárguese a la Coordinación Nacional de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública 
de la Defensoría del Pueblo la ejecución de esta resolución. 
Art. 3.- Sustitúyase la Resolución 001 del 7 de enero del 2010, publicada en el Registro Oficial No. 
188 de igual fecha. 
Art. 4.- Comuníquese el contenido de esta resolución a la Secretaría Nacional de Transparencia de 
Gestión y la Corporación de Participación Ciudadana. 
Art. 5.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el 
Registro Oficial. 
Dada en Quito, D. M., en el Despacho del Defensor del Pueblo, a los 30 días del mes de septiembre 
del 2011. 
f.) Fernando Gutiérrez Vera, Defensor del Pueblo. 
Quito, a 3 de octubre del 2011. 
Estas copias son iguales al original que en veinte y tres (23) fojas reposan en el Archivo Central de 










































El Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y Expresión, el 
Representante de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa para la 
Libertad de los Medios de Comunicación y el Relator Especial de la OEA para la Libertad 
de Expresión 
Habiéndose discutido estos temas en Londres y de manera virtual con el apoyo de ARTÍCULO 
19, Campaña Mundial para la Libertad de Expresión; 
Recordando y reafirmando sus Declaraciones Conjuntas del 26 de noviembre de 1999, el 30 de 
noviembre de 2000, el 20 de noviembre de 2001, el 10 de diciembre de 2002 y el 18 de 
diciembre de 2003; 
Observando el reconocimiento cada vez mayor del derecho fundamental al acceso de 
información en poder de las autoridades públicas (al que a veces se hace referencia como el 
derecho a la libertad de información), en las declaraciones internacionales autorizadas; 
Aplaudiendo el hecho de que un gran número de países, en todas las regiones del mundo, han 
adoptado leyes que reconocen el derecho de acceso a la información y que el número de estos 
países está aumentado a un ritmo constante; 
Reconociendo la importancia fundamental del acceso a la información para la participación 
democrática, la rendición de cuentas de los gobiernos y el control de la corrupción, así como 
para la dignidad personal y la eficiencia en los negocios; 
Condenando los intentos de algunos gobiernos de limitar el acceso a la información, bien 
negándose a adoptar leyes de acceso a la información o adoptando leyes que no cumplen con las 
normas internacionales en esta área; 
Subrayando la necesidad de contar con ‘válvulas de seguridad’ de la información, tales como la 
protección de las personas que denuncian la existencia de prácticas ilegales o corruptas y la 
protección de los medios y otros agentes que divulgan información en el interés público; 
Celebrando el compromiso de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos de 
adoptar un mecanismo     o regional para la promoción del derecho a la libertad de expresión y 
observando la necesidad de contar con mecanismos especializados para promover la libertad de 
expresión en todas las regiones del mundo; 
Adoptan, el 6 de diciembre de 2004, la siguiente Declaración: 
Sobre el acceso a la información 
·        El derecho de acceso a la información en poder de las autoridades públicas es un derecho 
humano fundamental que debería aplicarse a nivel nacional a través de legislación global (por 
ejemplo, las Leyes de Libertad de Acceso a Información) basada en el principio de máxima 
divulgación, el cual establece la presunción de que toda la información es accesible, sujeto 
solamente a un sistema restringido de excepciones. 
162 
 
 ·        Las autoridades públicas deberán tener la obligación de publicar de forma dinámica, 
incluso en la ausencia de una solicitud, toda una gama de información de interés público. Se 
establecerán sistemas para aumentar, con el tiempo, la cantidad de información sujeta a dicha 
rutina de divulgación. 
 ·        El acceso a la información es un derecho de los ciudadanos. Como resultado, el proceso 
para acceder a la información deberá ser simple, rápido y gratuito o de bajo costo. 
 ·        El derecho de acceso a la información deberá estar sujeto a un sistema restringido de 
excepciones cuidadosamente adaptado para proteger los intereses públicos y privados 
preponderantes, incluida la privacidad. Las excepciones se aplicarán solamente cuando exista el 
riesgo de daño sustancial a los intereses protegidos y cuando ese daño sea mayor que el interés 
público en general de tener acceso a la información. La autoridad pública que procure denegar el 
acceso debe demostrar que la información está amparada por el sistema de excepciones. 
 ·        Las autoridades públicas deberán tener la obligación de cumplir con las normas mínimas 
de gestión de archivos. Se establecerán sistemas para promover normas más elevadas con el 
paso del tiempo. 
 ·        En caso de discrepancias o conflicto de normas, la ley de acceso a la información deberá 
prevalecer sobre toda otra legislación. 
 ·        Aquellos que soliciten información deberán tener la posibilidad de apelar cualquier 
denegación de divulgación de información ante un órgano independiente con plenos poderes 
para investigar y solucionar dichos reclamos. 
 ·        Las autoridades nacionales deberán tomar medidas activas a fin de abordar la cultura del 
secretismo que todavía prevalece en muchos países dentro del sector público. Esto deberá incluir 
el establecimiento de sanciones para aquellos que deliberadamente obstruyen el acceso a la 
información. También se deberán adoptar medidas para promover una amplia sensibilización 
pública sobre la ley de acceso a la información. 
 ·        Se deberán tomar medidas, incluyendo la asignación de los recursos y atención 
necesarios, a fin de asegurar la implementación eficaz de la legislación sobre acceso a la 
información. 
Sobre la legislación que regula secreto 
 ·        Se deberán tomar medidas inmediatas a fin de examinar y, en la medida necesaria, 
derogar o modificar la legislación que restrinja el acceso a la información a fin de que concuerde 
con las normas internacionales en esta área, incluyendo lo reflejado en esta Declaración 
Conjunta. 
 ·        Las autoridades públicas y funcionarios tienen la responsabilidad exclusiva de proteger la 
confidencialidad de la información secreta legítimamente bajo su control. Otros individuos, 
incluidos los periodistas y representantes de la sociedad civil, no deberán estar nunca sujetos a 
sanciones por la publicación o ulterior divulgación de esta información, independientemente de 
si ha sido filtrada o no, a no ser que cometan fraude u otro delito para obtener la información. 
Las disposiciones del derecho penal que no limitan las sanciones por la divulgación de secretos 
de Estado para aquellos que están oficialmente autorizados a manejar esos secretos deberán ser 
derogadas o modificadas. 
 ·        Cierta información puede ser legítimamente secreta por motivos de seguridad nacional o 
protección de otros intereses preponderantes. Sin embargo, las leyes que regulan el secreto 
deberán definir con exactitud el concepto de seguridad nacional y especificar claramente los 
criterios que deberán utilizarse para determinar si cierta información puede o no declararse 
secreta, a fin de prevenir que se abuse de la clasificación "secreta" para evitar la divulgación de 
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información que es de interés público. Las leyes que regulan el secreto deberán especificar con 
claridad qué funcionarios están autorizados para clasificar documentos como secretos y también 
deberán establecer límites generales con respecto al período de tiempo durante el cual los 
documentos pueden mantenerse secretos. Dichas leyes deberán estar sujetas al debate público. 
 ·        Los denunciantes de irregularidades ("whistleblowers"), son aquellos individuos que dan 
a conocer información confidencial o secreta a pesar de que tienen la obligación oficial, o de 
otra índole, de mantener la confidencialidad o el secreto. Los denunciantes que divulgan 
información sobre violaciones de leyes, casos graves de mala administración de los órganos 
públicos, una amenaza grave para la salud, la seguridad o el medio ambiente, o una violación de 
los derechos humanos o del derecho humanitario deberán estar protegidos frente sanciones 
legales, administrativas o laborales siempre que hayan actuado de "buena fe". 
  Ambeyi Ligabo                                                                                                  
Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y 
Expresión                                                 
Miklos Haraszti 
Representante de la OSCE para Libertad de los Medios de Comunicación 
   
Eduardo Bertoni 
Relator Especial de la OEA para la Libertad de Expresión 
























Actas de Entrevistas  
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